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RESUMEN 
 
Las razones que dieron origen al presente trabajo de investigación son los bajos 
índices de aceptación de Poder Judicial, en especial el distrito judicial de Puno, 
donde más del 85 % de la población rechaza el trabajo realizado por los jueces, por 
lo que resulta evidente que no cumplen con el ejercicio de sus funciones 
jurisdiccionales preestablecidas en los dispositivos legales vigentes, causando 
daños y perjuicios a los justiciables, contradictoriamente en el año 2014, en el 
distrito judicial de Puno, no se han interpuesto ninguna demanda por 
responsabilidad civil de los jueces,  por parte de los justiciables a pesar de no estar 
conforme con la administración de justicia en la región Puno. 
 El objeto del presente trabajo fue identificar los motivos y razones por las 
cuales los justiciables no recurrían al propio poder judicial, con la finalidad de 
solicitar la indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los 
jueces en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, al actuar con dolo o culpa 
inexcusable. 
 Se ha realizado un análisis legislativo, doctrinario y jurisprudencial en forma 
general de la responsabilidad civil, contractual y extracontractual y en forma 
especial los relacionados a los elementos constitutivos de la responsabilidad civil, 
para abordar el proceso de responsabilidad civil de los jueces, en el ejercicio de la 
función jurisdiccional. 
 Al finalizar el estudio se han identificado las razones y causas, que dificultan 
o impiden que los justiciables recurran al órgano jurisdiccional mediante el proceso 
de responsabilidad civil de los jueces, con la finalidad de solicitar la indemnización 
de daños y perjuicios, esta se encuentra en la norma civil adjetiva, conforme se 
detalla en las conclusiones del presente, proponiéndose  la modificación legislativa 
de la norma civil adjetiva, que impide o  dificulta el acceso a la tutela jurisdiccional 
efectiva, relacionada al proceso de responsabilidad civil de los jueces, conforme al 
Proyecto de Ley que se adjunta en los anexos.  
CLAVE DE PALABRAS: Responsabilidad civil, responsabilidad contractual, 
responsabilidad extracontractual, indemnización, daños y perjuicios. 
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SUMMARY 
The reasons that gave rise to this research is the low acceptance rates judiciary, 
particularly the judicial district of Puno, where more than 85% of the population 
rejects the work of the judges, making it clear that do not meet the exercise of their 
judicial functions preset in the current legislation, causing damages to litigants, 
ironically in 2014, in the judicial district of Puno, they have not brought any liability of 
judges, by litigants despite not agree with the administration of justice in the Puno 
region. 
The purpose of this study was to identify the motives and reasons for litigants did not 
use the judiciary itself, in order to seek compensation for damages liability of judges 
in the exercise of its judicial functions, to act fraud or inexcusable negligence. 
There has been a legislative, doctrinal and jurisprudential analysis in general civil, 
contract and tort and specially those related to the constituent elements of civil 
liability, to address the process of civil liability of judges in the exercise of the judicial 
function. 
At the end of the study has identified the reasons and causes that hinder or prevent 
litigants resort to court by the process of civil responsibility of judges, in order to seek 
compensation for damages, this is in the civil standard adjective, as detailed in the 
conclusions of this, proposing the legislative amendment to the civil standard 
adjective, which prevents or hinders access to effective judicial protection, related to 
the process of civil responsibility of judges, according to Bill attached as annexes. 
KEY WORDS: Civil liability, contractual liability, tort, restitution and damages. 
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INTRODUCCIÓN 
 
 
En la actualidad el servicio de la administración de justicia que es ejercida 
por el Estado por medio del Poder Judicial, atraviesa por un momento crítico al no 
tener la aceptación y respaldo del mayor porcentaje de la ciudadanía que viene 
hacer el usuario directo, por el deficiente servicio que brindan. 
Siendo así resulta contradictorio que no existan procesos por responsabilidad 
civil de los jueces, en trámite en contra de los jueces del distrito judicial de Puno, 
por lo que el objeto de la presente investigación es encontrar las razones y causas 
por las cuales los justiciables no recurren al proceso de responsabilidad civil de los 
jueces. 
El presente trabajo de investigación está referido al estudio de la 
responsabilidad civil, contractual y extracontractual y en forma específica la 
responsabilidad civil de los jueces, en el ejercicio de la función jurisdiccional, los 
mismos que se encuentran regulados en la norma civil sustantiva y adjetiva 
respectivamente,  que han sido desarrollados vagamente a través de  la 
jurisprudencia y la doctrina nacional, por lo que se ha tenido que recurrir al derecho 
comparado. 
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 El contenido del presente se encuentra estructurado en cuatro capítulos los 
mismos que tienen el siguiente orden:  
 El primer capítulo, corresponde al problema de investigación, relevancia 
jurídica de la investigación, objetivos, hipótesis, el proceso metodológico y el marco 
conceptual empleados en el presente estudio. 
 El segundo capítulo se enfoca al desarrollo de la legislación, doctrina y 
jurisprudencia de la responsabilidad civil, sus respectivas vertientes 
correspondientes a la  responsabilidad contractual y extracontractual, las funciones, 
los antecedentes legislativos, las tesis monistas, dualistas y eclécticas, tanto a nivel 
nacional como en el derecho comparado. 
 El tercer capítulo desarrolla de forma complementaria y especial los 
elementos constitutivos de la responsabilidad civil, como son la imputabilidad, la 
ilicitud o antijurídico, el factor de atribución, el nexo causal y el daño, desde el 
enfoque legislativo, doctrinario y jurisprudencial, como base fundamental de la 
responsabilidad civil de los jueces. 
 El capítulo cuarto analiza la responsabilidad civil del  
Estado, responsabilidad de los jueces: política, penal, administrativa, ingresando  a 
la responsabilidad civil de los jueces en el Perú, desde el punto de vista legislativo, 
doctrinario y jurisprudencial, para finalizar con el tema concreto de los procesos de  
indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el 
distrito judicial de Puno, durante el año 2014. 
 El trabajo de investigación se finalizó con lo más importante que viene hacer 
las conclusiones y sugerencias realizadas, sobre el tema de investigado, de igual 
XI 
 
forma se anexa el proyecto de ley que modifica artículos pertinentes del Código 
Procesal Civil, en torno al proceso de responsabilidad civil de los jueces,  
 La presente tesis no pretende ser completa ni mucho menos perfecta, sin 
embargo consideramos que se tomar en cuenta para realizar investigaciones 
posteriores relacionados con el presente tema. 
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CAPÍTULO I 
PROCESO DE LA INVESTIGACIÓN 
1. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
1.1. Exposición del problema 
En el año 2014 conforme se tiene de las estadísticas que es de público 
conocimiento, el Poder Judicial ha obtenido tan solo el 12 % de aceptación de los 
usuarios, con relación al trabajo que desempeñan en la administración de justicia en 
el Perú. 
En el mes de  junio del año 2014, en el evento académico pre Congreso 
Nacional de Derecho Procesal, realizado en la Universidad Andina Néstor Cáceres 
Velásquez de Juliaca, el profesor de la Academia de la Magistratura Mario Pablo 
Rodriguez Hurtado, corroboró los datos indicados, manifestando “que el 88% de la 
población peruana, rechaza la administración de justicia y que si el Poder Judicial 
fuera  una empresa ésta ya habría quebrado y los jueces se encontrarían sin 
empleo.”1 
                                             
1
 Jornada preparatoria para el IX congreso nacional de derecho penal y criminología, realizado en 
el mes de junio 2014, en el auditorio de la Universidad Andina Néstor Cáceres Velásquez de 
Juliaca. 
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En el Distrito Judicial de Puno, en forma contradictoria en los juzgados 
provinciales mixtos no existen procesos en giro sobre responsabilidad civil de los 
jueces, pese a que la administración de justicia prácticamente no tiene aceptación 
en la población de la región Puno, de lo que se infiere que el mayor porcentaje de 
jueces no cumplen a cabalidad sus funciones asignada por Ley. 
El legislador ha previsto los daños y perjuicios que pudieran ocasionar los 
jueces en el ejercicio de sus funciones a los usuarios, y es por ello que en el Código 
Procesal Civil de 1993, ha regulado una vía procedimental específica, como  
procesos contenciosos, el proceso abreviado de Responsabilidad Civil de los 
Jueces, con la finalidad de que los justiciables recurran ante el órgano jurisdiccional. 
En el Distrito Judicial de Puno, como en el resto del territorio nacional 
podemos observar, ésta institución jurídica, regulada en la norma adjetiva civil, no ha 
sido desarrollada por la doctrina mucho menos por la jurisprudencia en esta región 
de Puno. 
Ya que no existen procesos en trámite sobre responsabilidad civil de los 
jueces a pesar de que la población rechaza el trabajo que realizan los jueces en el 
Distrito Judicial de Puno. 
A más de dos décadas de la entrada en vigencia de la norma civil adjetiva, y 
el avance vertiginoso de la ciencia, tecnología, social y económico de nuestra 
sociedad, se pretende investigar si ésta institución jurídica se encuentra acorde con 
la realidad del presente milenio. 
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1.2. Interrogantes acerca del problema 
1.2.1. Interrogante  principal 
¿Existes procesos en trámite por indemnización de daños y perjuicios por 
responsabilidad civil de los jueces en el Distrito Judicial de Puno 2014? 
1.2.2. Interrogantes secundarias 
¿Es determinante la provisionalidad de los jueces civiles o mixtos  en los procesos 
de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el 
Distrito Judicial de Puno 2014? 
¿Tiene influencia en el sistema de justicia, el no accionar la indemnización de daños 
y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el Distrito Judicial de Puno 
2014? 
¿Cuáles son las causas por los cuales los abogados litigantes no solicitan la  
Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el 
Distrito Judicial de Puno 2014? 
2. RELEVANCIA JURÍDICA DE LA INVESTIGACIÓN 
a) Connivencia jurídica legal2 
Al término del presente se propuestas normativas sugiriendo la derogatoria y 
modificatoria de las normas referentes a la Responsabilidad Civil de los Jueces.  
 
                                             
2
 Es cuando el investigador se convierte en legislador, formula propuestas normativas ante 
problemas existentes en el ordenamiento jurídico. 
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b) Relevancia social3 
Revertir el bajo índice de aprobación con la que cuenta el sistema de justicia en esta 
región de Puno. 
c) Implicancias prácticas4 
Se desarrolla de manera práctica la forma y los requisitos con los que se debe 
contar a fin de obtener una resolución favorable en los procesos de indemnización 
de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el Distrito Judicial de 
Puno. 
d) Valor teórico5 
El presente trabajo de investigación pretende desarrollar las últimas tendencias 
doctrinarias nacionales y del derecho comparado en materia de responsabilidad civil 
y especialmente en la responsabilidad civil de los jueces en sus funciones. 
3. OBJETIVOS6 
3.1. Objetivo general7 
Determinar las causas que motivan la no existencia de procesos en trámite por 
indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el 
distrito judicial de puno 2014 
                                             
3
 El Derecho como tal es relevante socialmente, por tanto, la investigación jurídica busca solución 
de conflictos sociales. 
4
 La investigación jurídica tiende a resolver problemas concretos de la realidad social y 
jurisdiccional. 
5
 Toda investigación ostenta valor teórico cuando crea, innova, renueva o somete a crítica las 
concepciones iusfilosóficas y epistemológicas. 
6
 Son propósitos esenciales que se van a lograr como consecuencia del desarrollo del trabajo de 
investigación, orientan el camino a seguir. 
7
 Expresan los propósitos generales y globales del trabajo de investigación, dependiendo del tipo y 
diseño de investigación. 
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3.2. Objetivos específicos8 
Analizar si es determinante la provisionalidad de los jueces civiles o mixtos  en los 
procesos de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los 
jueces en el distrito judicial de puno 2014 
Diagnosticar cómo influye el no accionar la indemnización de daños y 
perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el distrito judicial de puno 2014 
Identificar cuáles son las causas por los cuales los abogados litigantes no 
solicitan la indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los 
jueces en el distrito judicial de puno 2014 
4. HIPÓTESIS9 
4.1. Hipótesis general10 
Es desconocimiento de las características y requisitos de proceso de indemnización 
de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el Distrito Judicial de 
Puno 2014. 
4.2. Hipótesis específicas11 
Existe alto porcentaje de provisionalidad de los jueces civiles o mixtos  en los 
procesos de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los 
jueces en el Distrito Judicial de Puno 2014 
                                             
8
 Conocido también como objetivos secundarios, subjetivos, objetivos subsidiarios o derivados, 
que derivan o se deducen del objetivo general con fines metodológicos y operativos. 
9
 Son las guías de investigación o estudio. Las hipótesis indican lo que tratamos de probar y se 
define como explicaciones tentativas del fenómeno investigado. 
10
 Contienen o expresan la respuesta tentativa general al problema de investigación.  
11
 Guardan estrecha relación con los problemas específicos, tal es así que constituyen las posibles 
respuestas de ellos. 
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Tiene influencia él no accionar la indemnización de daños y perjuicios por 
responsabilidad civil de los jueces en el Distrito Judicial de Puno 2014 
Desconocimiento de las instituciones jurídicas y mecanismo para solicitan la  
Indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad civil de los jueces en el 
Distrito Judicial de Puno 2014 
5. PROCESO METODOLÓGICO 
5.1. Tipología de investigación12 
Investigación aplicada, jurídico-propositivo, en el sentido del análisis para buscar las 
causas del fenómeno jurídico y la explicación que se realizará por medio de la 
inferencia y de cuáles son las razones y argumentos que originan el fenómeno.  
Propositiva porque pretende proponer alguna alternativa de posible solución del 
problema jurídico. 
5.2. Enfoque de investigación 
 Cualitativa 
5.3. Diseño de la investigación 
 No experimental 
 
 
 
                                             
12
 Determinar la tipología y diseño es de vital importancia en la investigación jurídica, en tanto 
permite identificar el procedimiento metodológico a seguir. 
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5.4. Métodos13 
5.4.1. Métodos generales 
Inductivo 
El método inductivo intenta ordenar la observación tratando de extraer conclusiones 
de carácter universal desde la acumulación de datos particulares, asimismo el 
método inductivo se basa en hechos14 
Deductivo 
El método deductivo estaba vinculado históricamente a las ciencias formales: a la 
lógica, las matemáticas y la geometría. Así funciona el método deductivo: a partir de 
principios generales y, con la ayuda de una serie de reglas de inferencia, se 
demuestran unos teoremas o principios secundarios, de igual forma el método 
deductivo se basa en conceptos15 
Análisis 
El método analítico descompone una idea o un objeto en sus elementos (mediante 
un proceso de distinción y diferencia); descompone un todo en sus elementos 
básicos, y por tanto, va de lo general (lo compuesto) a lo específico (lo simple). 
Síntesis 
El método sintético, combina los elementos, conexiona relaciones y forma un todo o 
conjunto para constituir una homogeneidad y semejanza pero realizando las 
                                             
13
 Es considerado el vehículo y la hipótesis el motor que nos conduce al descubrimiento de la 
verdad. 
14
 RAMOS NÚÑEZ, Carlos. Cómo hacer una tesis en derecho. Cuarta Edición, Lima, Gaceta 
Jurídica, 2007. p. 67. 
15
 Ibíd. 
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distinciones pertinentes. El análisis y la síntesis se compenetran en la unidad del 
método 
5.4.2. Métodos específicos 
 Interpretativo16 
 Argumentativo17 
 Socio jurídico18 
 Jurídico propositiva19 
5.5. Ámbito y tiempo 
El ámbito del presente trabajo de investigación comprende el Distrito Judicial de 
Puno y el periodo de tiempo es el año 2014. 
5.6. Técnicas20 
En el presente caso por la naturaleza de la investigación, se trata de análisis de 
documentos escritos, por lo que las técnicas para la recolección de información21 
son: 
                                             
16
 Es un modelo que busca conocer el núcleo de las significaciones de las personas, grupos y 
grandes sociedades. Este modelo es denominado también naturalista, fenomenológico y 
hermenéutico. Asimismo, cualitativo por la naturaleza de sus datos 
17
 La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas cuantitativas y la verificación 
experimental respecto de la veracidad o falsedad de una información producto de la 
investigación científica. Su rol de conocimiento al servicio de la actividad cognoscitiva, consiste 
en hacer uso de razonamientos y construcciones lógicas, al racionalizar la experiencia y no 
limitándose simplemente a describirla y cuantificarla. Argumentar, consiste en defender una idea 
o tesis, alegando una serie de razones que la sustenten, con el propósito de persuadir o 
convencer a nuestros interlocutores 
18
 En este tipo de investigaciones, el investigador acepta al Derecho como producto de una 
sociedad en un tiempo y lugar determinado, y además asume que el Derecho puede ocasionar 
cambios en la sociedad 
19
 Se analiza la ausencia de una norma o se cuestiona la existente, determinando sus límites y sus 
deficiencias para proponer una nueva, la derogación o reforma. 
20
 Constituyen el conjunto de reglas y pautas que guían las actividades que realizan los 
investigadores en cada una de las etapas de la investigación científica. 
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 La lectura 
 El fichaje  
 La observación 
De igual manera las técnicas para la recolección de datos22 son: 
 La observación 
  La encuesta 
  La entrevista 
5.7. Instrumentos23 
 La escalas 
 El cuestionario 
6. MARCO CONCEPTUAL 
6.1. Responsabilidad contractual 
Es el incumplimiento de una obligación nacida de un contrato. 
 
 
                                                                                                                                           
21
 La información está constituida por un grupo de datos ya supervisados y ordenados, que 
sirven para construir un mensaje basado en un cierto fenómeno o ente. 
22
 Un dato es una representación simbólica (numérica, alfabética, algorítmica, espacial, etc.) de un 
atributo o variable cuantitativa o cualitativa. Los datos describen hechos empíricos, sucesos y 
entidades. 
23
 Se consideran como reactivos, estímulos, conjuntos de preguntas o ítems debidamente 
organizados e impresos, módulos o cualquier forma organizada o prevista que permita obtener y 
registrar respuestas, opiniones, actitudes manifiestas, características diversas de las personas o 
elementos que son materia del estudio de investigación, en situaciones de control y planificadas 
por el investigador. 
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6.2. Responsabilidad extracontractual 
Se da cuando un sujeto causa daño a otro, surge la obligación de reparar o 
indemnizar tales daños. 
6.3. Indemnización 
Es la compensación que una persona puede exigir y eventualmente recibir como 
consecuencia de haber sufrido un daño. 
6.4. Daños 
Es el detrimento, perjuicio o menoscabo que una persona sufre a consecuencia de la 
acción u omisión de otra y que afecta a sus bienes, derechos o intereses. 
6.5. Perjuicio 
Ganancia lícita que se deja de obtenerse o gastos en que se incurre por acto u 
omisión de otro y que este debe indemnizar, además del daño o detrimento material 
causado de manera directa. 
6.6. Restituir 
Devolver a algo el estado que tenía con anterioridad, regresar una cosa a su dueño, 
hacer que un individuo vuelva a su sitio de origen. 
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CAPÍTULO II 
RESPONSABILIDAD CIVIL  
1. CONCEPTO DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
Es considerada como la obligación de que recae sobre una persona de cumplir su 
obligación24, o de reparar el daño que ha causado a otro25, aunque la persona que 
responde suele ser la causante del daño, es posible que se haga responsable a una 
persona distinta del autor del daño. 
Las reglas de la responsabilidad civil están escritas como si solo se refieren a los 
individuos; pero la expresión pronominal indefinida “todo aquel que” también 
comprende a las personas jurídicas26. 
Responder significa dar cada uno de sus actos. La conducta de los individuos se 
traduce en actos unilaterales o bilaterales que a su vez producen una modificación 
en el mundo exterior27. 
En la fórmula responsabilidad civil se concentran, en efecto, la teoría del acto ilícito, 
la teoría del daño, los aspectos relativos a los seguros, así como los vínculos con el 
                                             
24
 Responsabilidad Contractual.  
25
 Responsabilidad Extracontractual. 
26
 ALPA, Guido. Nuevo tratado de la responsabilidad civil. Lima. Jurista Editores. 2006. p. 276. 
27
 BUSTAMANTE ALSINA, Jorge. Teoría general de la responsabilidad civil. Buenos Aires. 
AbeledoPerrot. 1987. p. 71. 
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derecho de familia, de la propiedad, del contrato, del crédito, sin mencionar los 
temas centrales de la teoría general del derecho: desde el empleo de las cláusulas 
normativas generales hasta las técnicas de interpretación y la creatividad de la 
jurisprudencia. 
Si la responsabilidad civil es una realidad diversa de la obligación y pertenece al 
ámbito de la tutela civil de los derechos se puede, entonces, construir un concepto 
que comprenda, incluso, a la denominada responsabilidad extra-contractual o 
aquiliana28. 
Con forme se desprende de los artículos 1321º29 y 1969º30 del c.c. Se puede colegir 
que, sea por incumplimiento de las obligaciones, sea por lesionar un derecho o un 
legítimo interés y, por ello, se ocasionan daños, la sanción que impone el Código 
Civil al "responsable" es la de indemnizar. Se puede definir a la responsabilidad civil 
como una técnica de tutela civil de los derechos u otras situaciones jurídicas que 
tiene por finalidad imponer al responsable no necesariamente el autor, la obligación 
de reparar los daños que éste ha ocasionado. 
El incumplimiento de una obligación nacida del contrato, que a decir de 
MossetIturraspe se establecen los siguientes presupuestos para su configuración a) 
debe existir un contrato, b) un contrato válido, c) del cual nación la obligación 
incumplida y, d) incumplida por un contratante en perjuicio de otro contratante 
                                             
28
 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Derecho de la responsabilidad civil. Lima. Editorial Rodas. 2013. 
p. 45. 
29
 Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por 
dolo, culpa inexcusable o culpa leve.- primer párrafo del artículo 1321º del Código Civil.  
30
 Aquel que por dolo o culpa causa daño un daño a otro está obligado a indemnizarlo.- primera 
parte del artículo 1969º del Código Civil. 
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(MoissetIturraspe, Jorge: Contratos” Rubizal-Culzoni Editores. páginas cuatrocientos 
dieciocho a cuatrocientos diecinueve)31. 
 De acuerdo con los artículos 1969, 1970 y 1985 del Código Civil, para la 
procedencia de la responsabilidad civil extracontractual, deben concurrir los 
siguientes requisitos: a) la antijuricidad de la conducta; b) el daño causado, c) la 
relación de causalidad entre el hecho generador y el daño producido; y d) los 
factores de atribución32. 
 Finalmente el Tribunal Constitucional ha definido la responsabilidad civil como 
un principio jurídico esencia aquél que pretende que quien ha sido perjudicado sin 
culpa con un acto ilícito no tiene que asumir las consecuencias negativas de dicho 
acto. Este postulado se desprende de lo  previsto en los artículos 210º, 212º y 1985º 
del Código Civil33. 
1.1. Origen y evolución 
En los primeros grupos humanos, la venganza se constituía en el castigo privado 
contra aquel que causaba daño a otro; el ofensor, es decir quién causaba tal daño, 
no contraía ningún tipo de deber jurídico frente al ofendido, simplemente quedaba 
expuesto a la venganza del ofendido o de su familia, debiéndose aclarar que la 
venganza era básicamente personal, sin que la sociedad tome partido en el asunto. 
La evolución iba a seguir venciendo el desarrollo de las ideas primitivas en 
cuanto al deber de responder; la propia Ley de las Doce Tablas, ya mencionada, iba 
a establecer también la transición entre la composición voluntaria y la legal; existían 
                                             
31
 Casación Nº 107-2004-Tacna. Data 30,000. Gaceta Jurídica. 
32
 Casación Nº 1072-2003-Ica. Data 30,000. www.pj.gob.pe. 
33
 STC. Expediente Nº 1776-2004-AA/TC, FJ.50. 
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ciertos delitos establecidos en la mencionada ley, para los cuales la posibilidad de 
escoger entre la venganza y la suma de dinero, era voluntaria, en cambio, para otros 
ilícitos la autoridad imponía una cierta suma de dinero que el ofendido debía aceptar 
y el ofensor tenía que pagar. 
En las primitivas comunidades todo daño causado a la persona o bines de 
otro despertaba en víctima el instinto de la venganza. El hombre respondía a un 
instinto natural de devolver el mal por el mal que había sufrido. Era una reacción 
absolutamente espontánea34. 
El dolor gobierna soberanamente el sentimiento jurídico del hombre primitivo. 
La injusticia es apreciada no según su causa, sino según su efecto; no según las 
circunstancias relativas a la persona del autor sino desde el ángulo de víctima. La 
piedra lo ha golpeado, él siente el dolor y el dolor lo empuja  a la venganza.  
El análisis histórico permite entender muchas cosas. Si se considera la cara 
"interna" de una institución, permite entender el origen de la etimología, de los 
conceptos, de las actitudes mentales, la evolución de la institución en sí misma y en 
sus relaciones con el ordenamiento; si se considera la cara "externa", ocurre otro 
tanto con los orígenes de las reglas, su interconexión con la estructura y las 
exigencias del mercado, del tráfico y del comercio, con las exigencias de la vida en 
sociedad, pero también la dependencia de la institución de las corrientes de 
pensamiento (filosófico y religioso, in primis) que puedan haberse incorporado al 
bagaje cultural del jurista y que bien han podido orientar al legislador.35 
                                             
34
 BUSTAMANTE ALSINA, Op. cit., p. 27. 
35
 ALPA, Guido. Op. cit.,p. 57-58. 
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Inicialmente, en la era primitiva, la sanción o el castigo utilizado por el 
incumplimiento de las normas morales y sociales era la expulsión de la comunidad, 
abandonando al individuo a su suerte en un mundo hostil, consecuencia que casi 
siempre terminaba con la muerte. 
Puede decirse que en esa época la cuestión de los daños y la necesidad de 
su resarcimiento se hallan al margen del derecho. El ataque a la persona y a los 
bines no constituyen en sí mismo el agravio sino que, a través del daño material, se 
quebranta el sentimiento de autoconservación y la propia estimación de la víctima 
comprometiéndose la solidaridad del grupo al que ésta pertenece36. 
Posteriormente, con la aparición del Estado y el Derecho, aparecen una serie 
de medidas más "justas", que tuvieron su máximo exponente con la llamada Ley del 
Talión, donde la responsabilidad, tanto civil como penal, pues en aquel momento no 
existía tal separación en materia de Derecho, era resarcida con igual pago que el 
daño causado y era cobrada por los familiares o por la víctima, apareciendo así la 
célebre frase "ojo por ojo, diente por diente" 
Para otros tratadistas, ese momento histórico estableció la incipiente relación 
entre el deber de responder y la obligación de resarcir el daño. Uno de los preceptos 
de las XII Tablas así lo señalaba: "Mutilado un miembro, si no hay transacción, 
impónganse al autor la pena del Talión". 
La evolución iba a seguir venciendo el desarrollo de las ideas primitivas en 
cuanto al deber de responder; la propia Ley de las Doce Tablas, ya mencionada, iba 
a establecer también la transición entre la composición voluntaria y la legal; existían 
ciertos delitos establecidos en la mencionada ley, para los cuales la posibilidad de 
                                             
36
 BUSTAMANTE ALSINA, Jorge. Op. cit., p. 28. 
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escoger entre la venganza y la suma de dinero, era voluntaria, en cambio, para otros 
ilícitos la autoridad imponía una cierta suma de dinero que el ofendido debía aceptar 
y el ofensor tenía que pagar. 
En el Derecho Romano, la Ley Aquilea tomo como fundamento de la 
responsabilidad civil un criterio objetivo, consistente básicamente, en que el 
causante de un daño debía responder por éste, sin tener en cuenta ningún aspecto 
de tipo subjetivo, es decir, poco importaba la intención del generador del daño, 
bastaba con la producción de un hecho dañoso causado injustificadamente.  
Por esta razón, quién sufría los resultados dañinos estaba facultado para 
reaccionar, siendo la tradicional forma de hacerlo, la venganza, que en no pocas 
situaciones era desproporcionada. Es por esto la responsabilidad civil en sus 
orígenes, no tuvo una función preparatoria.  
Sin embargo los juristas de fines de la época clásica ya habían advertido la 
existencia de obligaciones que sin nacer de hechos lícitos, no nacían tampoco de 
delitos37 
Esta situación viene a ser modificada en la época de Justiniano, al tenerse en 
cuenta la necesidad de la presencia de la culpa, elemento que surge de la 
imprudencia, la impericia, la ignorancia de lo que se debía o no hacer, en 
determinado momento y bajo determinadas circunstancias. Este último elemento fue 
esencial en la expedición del Código Napoleónico.  
La culpa tenía origen en la acción de determinado sujeto, acción que 
generaba un reproche. Como consecuencia de éste, surgía la protección que el 
                                             
37
Ibíd., p. 41. 
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ordenamiento jurídico daba al perjudicado, debiéndose producir la reparación del 
daño ocasionado, con lo que ya no tenía la sanción el carácter vindicatorio que en 
sus inicios tuvo la institución en comento, sino precisamente un matiz reparatorio.  
En aquella época se distingue entre la culpa y el dolo, entendiéndose por 
culpa, la falta de diligencia y cuidado del agente. Por dolo se entendió, la intención 
de causar daño.  
Posteriormente se cuestionó el concepto de culpa del causante del daño, que 
en ocasiones era difícil de acreditar por la persona perjudicada, quedando frustrada 
la posibilidad de recibir la reparación por los perjuicios sufridos.  
Ante la dificultad de demostrar dicho elemento, se modificó la concepción de 
la culpa. Entonces se creó la teoría de la apreciación de la culpa, en abstracto, 
debiéndose analizar el comportamiento de quien causa el daño Según unos 
parámetros de carácter general: un hombre prudente o diligente, un buen padre de 
familia, una persona descuidada y otros.  
Con el desarrollo industrial, al aparecer diferentes objetos que por su 
naturaleza son susceptibles de causar daños - aún manejados con la pericia y el 
cuidado debidos–surgen en el ámbito jurídico unas presunciones de culpa.  
En virtud de éstas, y como ejemplo, los sujetos que desarrollan alguna de las 
denominadas “actividades peligrosas”se presumen culpables del daño que causen a 
otras personas en ejecución de las mismas, liberando a quien sufre la afectación de 
la obligación de probar la culpa. Es decir, será la persona que causa el daño quien 
deberá probar la ausencia de culpa en su comportamiento, bien sea demostrando 
que actuó con la debida diligencia y cuidado o acreditando que el daño se produjo 
18 
 
por la presencia de factores ajenos a él, como son el caso fortuito, la fuerza mayor, 
el hecho de un tercero y la culpa exclusiva de la víctima.  
Hecho el anterior análisis, acerca de los fundamentos de la responsabilidad 
vemos como la responsabilidad tiene como fin conservar el equilibrio estable de los 
derechos y de los intereses de las personas en su vida de comunidad.  
Con base en lo que se expuso, podríamos dar una definición de responsabilidad 
civil, como aquella obligación que tiene el agente o causante de un daño de poner a 
la persona del perjudicado, en la situación que tendría de no haber mediado el 
acontecimiento dañoso.  
2. ANTECEDENTES DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL PERÚ 
2.1. En el Código Civil de 1852 
La cultura jurídica nacional, en materia de Derecho Civil, tiene su antecedente en la 
recepción de valores jurídicos y codificación que se generó antes de la promulgación 
del Código Civil de 1852. 
Jorge Basadre analizó en dos artículos el contencioso proceso que antecedió 
a la promulgación del citado Código, precisando los derechos y corrientes 
doctrinarias que ejercieron influencia en las tres comisiones codificadoras (1845-47; 
1849 y 1851) que para tal efecto se constituyeron, los mismos que fueron: el 
derecho romano; el canónico; el castellano; el germánico; la escuela francesa, a 
través de Domat; el Código de Napoleón y sus primeros comentaristas, tales como 
Duranton, Aubry y Rau; y, el Código de Santa Cruz . Cuerpos, estos últimos 
receptores del derecho natural en boga en aquella apoca; así mismo, haciendo 
referencia a la tradición y modernidad inmanente en nuestro Derecho decía que, "El 
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tradicionalismo está, en general, representado por el elemento canónico, el 
castellano y una parte del derecho romano. El elemento innovador está 
representado, en general, por la influencia francesa". Opinión que comparten otros 
comentaristas del citado Código " el Código Civil de 1852 representó "un evidente 
progreso dentro de la época que empezó a regirnos" y recogió "las tradiciones 
jurídicas, resistiendo a las exageraciones, respetando los sentimientos de la 
colectividad, por lo que se le ha considerado modelo de moderación, obra de árbitros 
y no de partidarios"...aunando el progreso con la tradición...la codificación de 1852 
respondió a una necesidad nacional y moral. Ambos extremos de esa exigencia 
fueron colmadamente satisfechos con la obra sabia, informada, sistemática y 
formalmente decorosa que constituyó el Código Civil derogado en 1936 "; por su 
parte el ex - Decano del Colegio de Abogados de Lima, Félix Navarro Irvine, 
consideraba que "fue síntesis de los derechos romano, español y patrio, adecuada 
prudentemente a la realidad social, moral y económica del país". 
En cuanto a la RCE, también existía coincidencia en que adoptó la 
perspectiva hegemónica en la época: La teoría de la culpa. Más la aparente simple 
constatación no se encuentra exenta de controversia. En lo que respecta a la RCE el 
legislador de 1852 consideró, según comentarios efectuados en 1911, que era "uno 
de los menos incompletos y casi podríamos decir de los menos imperfectos en 
materia de responsabilidad extracontractual, y sus disposiciones son exponentes de 
la teoría dominante" sin embargo, se indicaba seguidamente, "que las disposiciones 
de nuestro código son en la materia que nos ocupa, contradictorias cuando no 
injustas; y que esa contradicción é injusticia depende del principio que las informa, 
estrechamente vinculado á la idea de culpa". Algunos años más tarde, otro autor 
decía, refiriéndose al mismo tema, que "tuvo, fatal y necesariamente, que significar 
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un mero ensayo de adaptación a un pueblo integrado por el concurso de 
variadísimos y hasta opuestos factores, sin unidad étnica, nuevo y por consiguiente, 
sin experiencia propia, que no hacía sino amalgamar las leyes de sus antiguos 
señores, de quienes acababa de independizarse, combinándolas con otras de 
distinto origen y tendencias, que le imprimían un carácter puramente circunstancial y 
autoritario. 
Estas críticas cuestionaban a la teoría de la culpa que animaba al Código. En 
un país como el Perú, la responsabilidad por culpa devenía en inviable, más aún 
cuando esta no se presumía sino que debía ser probada (art. 1268); por cuanto 
terminaba siendo posibilidad de la minoría nacional integrada a la modernidad y, 
dentro de ésta minoría, privilegio de algunos pocos que alcanzaban a probar la 
responsabilidad del causante. Es decir, que sin proponérselo, devenía un factor de 
exclusión, más que de cohesión social, con lo que el Código Civil perdía su efecto 
modernizador. 
Pero autores contemporáneos consideran que el Código, en lo que es materia 
del presente trabajo, se adelantó a su época, debido a que en algunos articulados 
admitía "una inversión de la carga de la prueba", tal como se puede apreciar en los 
artículos 2192 y 2194; o, en otros "apunta aún más marcadamente el inicio de un 
pensamiento jurídico objetivista", como en el caso del artículo 2197 y del 2198, 
donde se aproxima a la teoría del riesgo "No cabe duda de que esta norma se 
aproxima bastante más a la teoría del riesgo creado que a la de la culpa, aun 
cuando la teoría del riesgo no había sido todavía formulada en esa época: se trata 
de instituciones que están en el ambiente jurídico y que llevarán posteriormente a los 
juristas a formular tal teoría". Aunque el artículo 2194 ha sido calificado también de 
injusto. 
21 
 
A pesar de estas aparentes posibilidades, el Código Civil en su conjunto 
comenzó a ser cuestionado a medida que el país se iba articulando a una nueva 
fase de expansión del capital, luego del colapso que significó la guerra con Chile. El 
inicio de la reconstrucción, la institucionalización de la denominada República 
Aristocrática y su visión de futuro del país centrada en el objetivo de devolver a la 
nación su tradicional prosperidad sobre la base de la iniciativa pública y privada, que 
articulara tanto al capital nacional, extranjero y al Estado, en cumplimiento de las 
metas siguientes: Irrigaciones en la costa; ampliación de la frontera agrícola; 
estructuración de un sistema vial; y, el fomento a la inmigración, así como la 
asunción de Leguía al poder, implicaron la incorporación de nuevos agentes 
económicos y la emergencia de actores sociales, hasta entonces no considerados 
relevantes, en la escena nacional. El Perú, durante los años de vigencia del Código 
Civil, especialmente entre los años 1895 - 1929 comenzó a transformarse 
aceleradamente, situación que hizo colapsar al citado cuerpo de leyes, 
cuestionándose, con ello, la teoría informante de la RCE "Se hace necesario 
determinar responsabilidades, que en conformidad con el derecho moderno, 
alcancen a los directores de establecimientos o empresas públicas, al Estado 
cuando obra por medio de sus agentes o tiene a su cargo la dirección o el monopolio 
de algunos servicios, a los que usan en sus industrias de máquinas peligrosas, 
sustancias explosivas, chimeneas o depósitos de materiales infectantes; a todo, en 
fin, lo que constituye el movimiento de la vida moderna, de donde surgen esas mil 
cuestiones que se promueven con motivo de los daños que a las personas y a las 
propiedades se causan diariamente por imprudencia, torpeza, mala dirección y 
negligencia. 
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Se cuestionaba también el hecho de que las reformas se estuvieran haciendo 
en forma aislada mediante leyes, tal como había sucedido con la incorporación del 
riesgo profesional al código por cuanto estas reformas aisladas, que han destruido la 
unidad de nuestro código, sin darle una orientación concreta y definida, no 
constituyen la suma de innovaciones del derecho actual. Se proponía, por ello, 
"reglamentar las obligaciones que se originan por hechos extracontractuales y aun 
extra voluntarios y dar cabida a nuevas formas de contratación; precisar el 
verdadero concepto de la responsabilidad civil; establecer reglas científicas para 
determinar el valor de la compensación de daños y perjuicios originados por el cuasi 
delito; planteando que la reforma del Código debía tenerse en cuenta que, 
tratándose de la preparación de elementos para la obra de la codificación civil, no 
hay que olvidar que existe un grave problema de cohesión nacional. No obstante las 
expresiones unitarias de la sociedad nacional por el Estado, no puede negarse la 
diversa psicología colectiva, la variada organización económica y el heterogéneo 
ideal de las regiones, que a su vez, se hallan trabajadas por influencias 
contradictorias que hacen ostensible la ausencia de unión y de solidaridad. Por eso 
la formación de un nuevo código, entre nosotros, no puede ser el resultado de la 
improvisación, sino el producto de la observación y del estudio de los adelantos 
científicos y de las necesidades de nuestro medio social. Sus materiales deben salir 
de las entrañas mismas del pueblo, para que pueda reflejar las aspiraciones 
generales y satisfacer las verdaderas exigencias de la nación. 
Las comisiones reformadoras tuvieron ante sí el reto no sólo de modernizar el 
código, sino, como se indica, de adaptarlo a la realidad nacional; tarea ardua debido 
a las condiciones del país. 
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2.2. En el Código Civil de 1936 
Las discusiones de las comisiones reformadoras del Código Civil de 1852 
comenzaron en 1922 y concluyeron en 1936, con la promulgación del nuevo Código. 
Durante éste período el quehacer nacional se caracterizó, en lo político, por el 
colapso de la República Aristocrática en manos del leguiísmo, por la expansión de la 
economía nacional, donde el Estado comenzó a asumir un rol protagónico, 
desarrollando con ímpetu la función de promotor y acelerador del progreso, así como 
su vinculación a la economía norteamericana, para concluir en la gran crisis 
económica de 1929. La coyuntura concluye con la instauración del Estado 
Oligárquico, el ocaso del régimen de Leguía y la crisis política que se generó durante 
el relevo, la misma que derivó en el asesinato del Presidente Sánchez Cerro; y en la 
promulgación de la Constitución Política de 1933, que devino en la salida política a 
la crisis que afectaba al país. 
En cuanto a influencias de corrientes doctrinarias y códigos de otros países, 
se tuvo en cuenta al Código alemán, el cual se afilió al sistema subjetivo, 
manteniendo el criterio de la responsabilidad fundada en la culpa y sólo 
excepcionalmente sin ella y, por disposiciones paralelas al Código Civil se dio lugar 
también a la responsabilidad por riesgo y el Código brasileño, cuyo sistema se basa 
también en el principio de la culpa. 
En cuanto al ambiente intelectual de la época, es ilustrativa la apreciación del 
Dr. Manuel Vásquez de Velasco, citado por el Dr. Fernando de Trazegnies, quien 
indicaba que La reforma del Código de 1852 se hizo en un momento de desconcierto 
del ambiente forense, agitado por las nuevas teorías de la responsabilidad sin culpa 
y de la responsabilidad por riesgo, genérica la primera, específica la segunda, y 
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revolucionarias y pugnaces ambas. Las propugnaba con calor en varios países de 
América una falange juvenil de abogados noveles, que estaban pagando el 
noviciado y así conjugaban su quijotismo doctrinario con las proficuas 
consecuencias de la responsabilidad a todo trance y la indemnización pecuniaria en 
todo caso. Impugnaban la teoría subjetiva de la responsabilidad, basada en el libre 
albedrío, la imputabilidad de los actos y la culpa, arguyendo que estaba informada 
por un individualismo caduco, era insuficiente para regular todos los casos con 
equidad y carecía de emoción social. Y se había ya introducido en la legislación del 
trabajo la teoría del riesgo, que aportaba una nueva tendencia, una tendencia 
objetiva, cuya aparición en el campo del Derecho no se podía dejar de acusar. 
En éste contexto social y doctrinario, se planteó el debate al interior de la 
Comisión Reformadora, el mismo que se produjo entre los juristas Manuel A. 
Olaechea y Juan José Calle, por un lado, y, por el otro, el Alfredo Solf y Muro. Los 
dos primeros plantearon que el nuevo Código Civil debía tener, en materia de RCE, 
una perspectiva objetivista; mientras que el Solf y Muro asumía la teoría subjetiva. Al 
final primó la posición del último de los citados, pero el debate se mantuvo por 
mucho tiempo. 
Al promulgarse el nuevo Código, luego de tan ilustrativo debate, se apreciaba 
que el principio de responsabilidad por culpa era el que informaba la RCE, dejando a 
futuras leyes especiales la aplicación de la teoría de la responsabilidad objetiva. El 
artículo 1136, fundamento de la citada Responsabilidad, que a la letra decía que 
“Cualquiera que por sus hechos, descuido o imprudencia, cause un daño a otro, está 
obligado a indemnizarlo", no era nuevo, sino que recogía casi textualmente lo que 
disponía el artículo 2191 del derogado Código de 1852, "Cualquiera que por sus 
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hechos, descuido o imprudencia cause un perjuicio a otro, está obligado a 
subsanarlo". 
Interpretaciones posteriores, tal como sucedió a raíz de la exposición que 
brindara en el Colegio de Abogados de Lima el Embajador de Colombia Eduardo 
Zuleta Ángel; o, los comentarios de José León Barandiarán comentado por  Zarate 
Polo, así como otros importantes debates que se fueron presentado en el devenir de 
los años, reflexionarían sobre a quién correspondía la carga de la prueba o, si se 
habrían incorporado factores objetivos de responsabilidad, tal como se aprecia en 
las diversas referencias que obran en los textos citados, pero lo cierto es que a 
pesar de la égida de la responsabilidad por culpa se comenzaron a abrir nuevas vías 
para ampliar la Responsabilidad, a pesar de la incomprensión de la propuesta del 
Olaechea, el medio jurídico peruano de la época no le permitió introducir a cabalidad 
en los textos legislativos lo que genial y solitariamente había intuido sobre las 
necesidades del derecho en esa nueva sociedad ya en ciernes, con lo que el espíritu 
jurídico del siglo XIX acompañó durante los próximos años a la legislación civil en 
materia de RCE. 
El proceso económico del país de las décadas siguientes que implicó la 
implementación de modelos económicos liberales, en algunos casos, y estatistas en 
otros; la exportación de materias primas e industrialización sustitutiva auspiciada por 
la CEPAL y los regímenes después de 1950; el acelerado proceso de urbanización y 
de crecimiento poblacional; así como las relaciones jurídicas que a su amparo de 
generaron tuvieron como marco jurídico en materia de RCE a las normas aprobadas 
en el Código de 1936. 
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Estos cambios, además de los ocurridos durante la década del setenta, bajo el 
Régimen Militar, que significaron modificaciones sustantivas en el Estado, economía 
y sociedad y el surgimiento de nuevos actores y espacios políticos, impusieron a 
inicios de los ochenta una realidad social cualitativamente distinta a la de 1936, 
brindando la oportunidad para repensar nuevamente en el tema del Derecho Civil. 
2.3. En el Código Civil de 1984 
Desde la promulgación del Código de 1936, hasta su derogatoria en 1984, 
transcurrieron 48 años, varios menos de los que estuvo vigente el de 1852, a pesar 
de lo cual la dinámica de la sociedad ya lo había agotado. Durante esos años el 
Perú procesó una transformación cualitativa, que tuvo su corolario en el Régimen 
Militar instaurado entre 1968 - 1978. 
A finales de los setenta, cuando se planteó el retorno a la institucionalidad 
democrática, los militares condicionaron su salida del poder a la incorporación, en la 
Constitución Política que la Asamblea Constituyente de 1978 estaba preparando, de 
las principales reformas que ellos habían implementado en el país. Estas exigencias, 
aunadas a las planteadas por las organizaciones políticas que participaron en dicha 
Asamblea, le otorgaron a la Constitución Política de 1979 un carácter híbrido. 
Al iniciar la década del ochenta, los peruanos ingresábamos, sin 
imaginárnoslo a la que quizás ha sido una de las etapas más graves de nuestra 
historia. En 1984, año de la promulgación del Código Civil, José Matos Mar describía 
la situación del país de la siguiente forma: "Uno de los procesos fundamentales que 
configuran la situación actual del Perú es la creciente aceleración de una dinámica 
insólita que afecta toda su estructura social, política, económica y cultural. Se trata 
de un desborde, en toda dimensión, de las pautas institucionales que encauzaron la 
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sociedad nacional y sobre las cuales giró desde su constitución como República. 
Esta dinámica procede de la movilización espontánea de los sectores populares que, 
cuestionando la autoridad del Estado y recurriendo a múltiples estrategias y 
mecanismos paralelos, están alterando las reglas de juego establecidas y 
cambiando el rostro del Perú. 
El desborde en marcha altera la sociedad, la cultura y la política del país 
creando incesante y sutilmente, nuevas pautas de conducta, valores, actitudes, 
normas, creencias y estilos de vida, que se traducen en múltiples y variadas formas 
de organización -social, económica y educativa- lo cual significa uno de los mayores 
cambios de toda nuestra historia.  
La historia del Código de 1984 se inicia en 1965, cuando se instala la 
Comisión Reformadora, cuya finalidad era, tal como su nombre lo indica, proponer 
enmiendas al Código Civil de 1936; pero, ante la posibilidad de que el Código 
perdiera organicidad los miembros de la Comisión optaron por proponer un nuevo 
Código, cuyo Proyecto fue alcanzado al Presidente del Congreso en 1981. 
Luego de la entrega del Proyecto, se instaló la Comisión Revisora que elaboró 
un nuevo Proyecto de Código Civil sobre la base del alcanzado por la Comisión 
Reformadora, el mismo que fue remitido al Poder Ejecutivo en julio de 1984 para la 
respectiva promulgación por parte del Presidente de la República, lo que sucedió el 
24 de julio de 1984, entrando en vigencia desde el 14 de noviembre del mismo año. 
Así, se concluía con 19 años de evaluación del Código Civil de 1936, la más larga de 
nuestra historia, en la que habían participado los mejores juristas del país. 
El proceso reformador, en materia de RCE, se caracterizó por las marcadas 
diferencias entre lo propuesto por la Comisión Reformadora y lo planteado, 
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finalmente, por la Comisión Revisora. En la Comisión Reformadora el ponente fue el 
Dr. Fernando de Trazegnies, quien planteó, sin abandonar el criterio de culpa, la 
orientación hacia "la distribución social de los riesgos individuales y a propugnar la 
creación de un seguro obligatorio"; pero la propuesta fue modificada por la Comisión 
Reformadora incorporando la responsabilidad objetiva. 
"El principio general propuesto por Trazegnies y que fue modificado en el 
Proyecto de la Comisión Reformadora, decía: "Todo aquel que sufra un daño 
material por acto de otro tiene derecho a ser resarcido dentro de las circunstancias y 
los límites establecidos por el presente título y por las leyes que se promulguen 
sobre la materia, salvo que el daño se derive de dolo o culpa inexcusable de la 
propia víctima". La modificación introducida por la Comisión Reformadora y 
plasmada en el artículo 2028 del Proyecto, dejo establecido: "Todo aquel que sufra 
un daño económico por acto de otro tiene derecho a ser resarcido dentro de las 
circunstancias y los límites establecidos en el presente título y por las leyes que se 
promulguen sobre la materia", con lo que la modificación no sólo se hacía en el texto 
sino también en el criterio informante, al sustraerle de la culpa y adoptando el de la 
responsabilidad objetiva, pero manteniendo el sistema recomendado por 
Trazegnies" 
Por su parte el Dr. Fernando de Trazegnies, refiriéndose a la controversia 
suscitada con la Comisión Revisora indica que la propuesta de la Comisión 
Reformadora avanzó respecto a lo expuesto en el Código del 36, por cuanto "planteó 
la distribución social de los riesgos como principio de responsabilidad en los casos 
de accidentes; sin perjuicio de seguir responsabilizando el dolo y la culpa 
inexcusable en todos los casos, así como manteniendo el principio de la culpa para 
aquellos daños y perjuicios que no son la consecuencia estadísticamente inevitable 
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del modo de vivir contemporáneo los accidentes sino producto de la acción 
propiamente ilícita de un individuo en particular (la calumnia, la infamia, los perjuicios 
resultantes de las infracciones a los derechos de la personalidad, etc.). Esta 
propuesta que, según el Dr. de Trazegnies, recogía y desarrollaba lo formulado por 
el Dr. Olaechea, Savatier y la doctrina norteamericana "fue considerado demasiado 
"novedoso y revolucionario, siendo criticada por diversos sectores, en especial por 
parte de las Compañías de Seguros. 
Esta historia relativa a la controversia y modificaciones difiere, en cuanto a la 
Comisión donde se incorporó el principio de objetividad, entre lo narrado entre el Dr. 
de Trazegnies y el Dr. Vidal; sin embargo, ambos coinciden en que los cambios 
sustanciales provinieron de la Comisión Revisora, la que no aceptaba la propuesta 
alcanzada por la Comisión Reformadora. "El nuevo articulado presentado por el 
ponente en la Comisión Revisora sufrió todavía algunos recortes, pero fue 
conservado en términos generales; por lo que formó parte del Proyecto de la 
Comisión Revisora publicado en el diario oficial "El Peruano" en febrero de 1984. Sin 
embargo, entre la publicación de ese Proyecto y la promulgación del Código (es 
decir, en las escasas semanas que mediaron entre uno y otro evento), la Comisión 
Revisora decidió dar un nuevo vuelco al articulado, esta vez sin conceder 
oportunidad al ponente de la Comisión Reformadora para enterarse y dar su opinión. 
Es así como, al promulgarse el Código, la responsabilidad extracontractual apareció 
con un articulado sustancialmente diferente al conocido hasta entonces y que 
otorgaba el lugar prioritario al principio de culpa. Por su parte del Dr. Fernando Vidal 
narra el incidente de la forma siguiente: Ante las críticas al Proyecto de la Comisión 
Revisora, que ya estaba sometido al debate nacional, y a las discrepancias que 
surgidas con la Comisión Reformadora, se decidió por la dirimencia del maestro 
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León Barandiarán, quien propuso la norma que a la postre es el principio general 
adoptado por el Código Civil en su artículo 1969: "Aquel que por dolo o culpa causa 
un daño a otro está obligado a indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa 
corresponde a su autor". El sistema subjetivo adoptado lo comparte el Código con el 
de la responsabilidad por riesgo al que da contenido el artículo 1970 "Aquel que 
mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de una actividad riesgosa o 
peligrosa, causa daño a otro, está obligado a repararlo. 
Los términos en que se resolvió la controversia suscitada, añeja en nuestro 
Derecho Civil, implicó el mantenimiento de la tradición jurídica iniciada en 1852, por 
cuanto como se podrá apreciar, el artículo 1969 del Código del 84 tiene similitud con 
el 1136 del Código del 36 y con el 2191 del Código de 1852. En relación a la 
decisión adoptada respecto al criterio informador de la responsabilidad 
extracontractual del Código del 84, el Dr. Fernando de Trazegnies mencionaba, 
finalmente que "Como puede apreciarse, la historia del articulado sobre la 
responsabilidad extracontractual en el Código Civil de 1984 recorre los tres 
principios más discutidos en el mundo moderno para organizar esta institución; pero 
los recorre a la inversa del sentido de la historia del Derecho. Mientras que la 
responsabilidad extracontractual ha ido evolucionando en el mundo del principio de 
la culpa (teoría subjetiva) al principio del riesgo primero (teoría objetiva) y luego al 
principio de la difusión social del riesgo, el articulado del Código Civil de 1984 fue 
organizado primero sobre la base de la difusión social del riesgo, luego se replegó 
estratégicamente hasta la teoría objetiva y finalmente terminó recluido en el viejo 
principio de la culpa. Dejando en manos de los magistrados las posibilidades de 
desarrollo de la responsabilidad extracontractual, a pesar de la voluntad del 
legislador. 
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3. FUNCIONES DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
La premisa según la cual la responsabilidad civil cumple cuatro funciones 
fundamentales (sin importar el tiempo o el lugar) goza de acogida en gran parte de 
los estudios de carácter institucional que se han dedicado a esta materia38. 
3.1. Resarcitoria 
La de reaccionar contra el acto ilícito dañino, a fin de resarcir a los sujetos a los 
cuales el daño ha sido causado39. 
3.2. Restaurativa 
La de retornar el status quo ante el cual la víctima se encontraba antes de sufrir el 
perjuicio40. 
3.3. Punitiva 
La de reafirmar el poder sancionador o punitivo del Estado41. 
3.4. Desincentivación o preventiva 
La disuasión a cualquiera que intente, voluntaria o culposamente, cometer actos 
perjudiciales para terceros42. 
Autorizada doctrina italiana ha distinguido, frente a las tradicionales, nuevas 
funciones de responsabilidad civil: 
La distribución de las pérdidas 
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 ALPA, Guido. Op. cit., p.197. 
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 Ibíd. 
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 Ibíd. 
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 Ibíd. 
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 Ibíd. 
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La asignación de costos43. 
4. SISTEMA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
La doctrina clásica ha distinguido la culpa contractual de la culpa extracontractual, 
delictual o aquiliana. La culpa contractual supone una obligación concreta, 
preexistente, formada por la convención de las partes y que resulta violada por una 
de ellas; la culpa extracontractual es independiente de una obligación preexistente 
y consiste en la violación no de una obligación concreta sino de un deber genérico 
de no dañar. De allí que la culpa contractual es simplemente un efecto de la 
obligación y, en cambio, la culpa extracontractual es fuente de una obligación 
nueva. 
Definida la culpa como la violación de una obligación preexistente sea ésta una 
obligación convencional, sea una obligación legal cuyo objeto es ordinariamente 
una abstención, se impone el concepto de unidad de la culpa civil. 
En ambos casos la culpa es la causa o fuente de la obligación de indemnizar al 
daño causado, pues aun cuando se trate de la llamada culpa contractual la 
obligación resarcitoria que de ella nace no se confunde con la obligación primitiva 
del contrato. Así "la obligación nacida de la culpa tiene por objeto la reparación del 
daño causado. Esta obligación es enteramente distinta de la obligación que ha 
sido violada por culpa; no tiene el mismo objeto.La obligación primitiva podrá tener 
un objeto cualquiera: una dación, un hecho, una abstención; la obligación nacida 
de la culpa tiene siempre por objeto la reparación del daño, ordinariamente 
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pecuniaria, de la lesión causada a la otra parte por la inejecución del objeto 
debido44 
La disciplina de la responsabilidad civil está referida al aspecto fundamental de 
indemnizar los daños ocasionados en la vida de relación a los particulares, bien se 
trate de daños producidos como consecuencia del incumplimiento de una 
obligación voluntaria, principalmente contractual, o bien se trate de daños que 
sean el resultado de una conducta, sin que exista entre los sujetos ningún vínculo 
de orden obligacional45. 
Desde el punto de vista formal es muy fácil efectuar la distinción entre 
responsabilidad contractual y responsabilidad extracontractual, porque la primera 
nace del incumplimiento de una obligación, mientras que la segunda nace de la 
comisión de un acto ilícito46. 
4.1. Responsabilidad contractual 
Es el conjunto de consecuencias jurídicas que la ley le asigna a las obligaciones 
derivadas de un contrato. En razón de esta definición es que a esta materia también 
se le conoce como efectos de las obligaciones. 
El incumplimiento de una obligación nacida de un contrato se denomina 
responsabilidad contractual. 
Cuando el daño es consecuencia del incumplimiento de una obligación 
voluntaria, se habla en términos doctrinarios de responsabilidad civil contractual, y 
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 STC. Expediente Nº 0001-2005-AI/TC, FJ.17 primer párrafo. 
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 ALPA, Guido. Op. cit., p.160. 
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dentro de la terminología del Código Civil Peruano de responsabilidad derivada de 
la inejecución de obligaciones47. 
Durante muchísimo tiempo se debatió arduamente en la doctrina de los 
diferentes sistemas el problema referido a la unidad de la responsabilidad civil como 
sistema normativo, cuya finalidad es resolver conflictos entre particulares como 
consecuencia de la producción de daños. Según el criterio tradicional, deben 
mantenerse como ámbitos separados la responsabilidad civil contractual de la 
responsabilidad extracontractual, en la medida en que el origen del daño causado 
difiere en un caso y en el otro. Y es esta, justamente, la posición actual del Código 
Civil peruano, que ha regulado por separado ambos aspectos de la responsabilidad 
civil. Contrariamente, la doctrina moderna, y desde hace mucho tiempo, es unánime 
en que la responsabilidad civil es única, y que existen solamente algunas diferencias 
de matiz entre la responsabilidad contractual y la extracontractual. No obstante lo 
cual, y aun cuando nuestro Código Civil se adhiere al sistema tradicional, en nuestro 
concepto ello no es impedimento para que se entienda que la responsabilidad civil 
en el sistema jurídico es una sola, y que se estudie ambas clases de responsabilidad 
sobre la base de elementos comunes, señalando con toda claridad, las diferencias 
de matiz, tanto en el ámbito teórico como en el ámbito normativo. En tal sentido, 
nuestra opinión es que la actual regulación del Código Civil peruano no es impedi-
mento para estudiar el sistema de la responsabilidad civil desde una óptica unitaria, 
en la medida en que se respeten las diferencias de orden legal existentes48. 
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 STC. Expediente Nº 0001-2005-AI/TC, FJ.17 segundo párrafo. 
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 TABOADA CORDOVA, Lizardo. Elementos de la responsabilidad civil. Lima, Grijley, 2013, p.34-
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4.2. Responsabilidad extracontractual 
Una de las diferencias fundamentales entre la responsabilidad contractual y la 
extracontractual reside en la carga de la prueba, pues en la responsabilidad derivada 
de un contrato, el acreedor de la respectiva prestación no está obligado a demostrar 
la culpa del deudor, ya que ésta se presume en tanto el segundo no demuestre que 
su incumplimiento o el atraso no le son imputables, como el caso fortuito o la fuerza 
mayor; en cambio, en la responsabilidad extracontractual le compete al damnificado 
demostrar la culpabilidad del autor del acto lícito. 
Por el contrario, cuando el daño se produce sin que exista ninguna relación 
jurídica previa entre las partes, o incluso existiendo ella, el daño es consecuencia, no 
del incumplimiento de una obligación voluntaria, sino simplemente del deber jurídico 
genérico de no causar daño a otro, nos encontramos en el ámbito de la denominada 
“responsabilidad civil extracontractual49” 
4.3. Responsabilidad subjetiva y objetiva 
Otra premisa es la de dejar de ver a la responsabilidad civil (sólo) con anteojos 
subjetivistas. El derecho que regula esta disciplina, como cualquier producto cultural, 
es hijo de su tiempo: la responsabilidad subjetiva correspondió a una economía 
agrícola y la responsabilidad objetiva fue una respuesta frente a los avances de la 
sociedad industrial. En la actualidad, ambos tipos de responsabilidad concurren, no 
en una relación de género a especie, sino como dos categorías, con sus propios 
principios, cada una en su propio escenario, que se aplican frente al caso concreto50. 
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En nuestra legislación se han recogido dos criterios en materia de responsabilidad 
civil (subjetiva y objetiva) aplicables a nivel contractual y extracontractual, a fin de 
procurar el resarcimiento de la víctima del daño causado por la conducta lesiva51. 
4.4. Responsabilidad subjetiva 
La responsabilidad civil subjetiva es la responsabilidad civil tradicional, conocida por 
la doctrina desde épocas remotas y estructuradas desde los tiempos de Roma, 
según la cual sólo deben ser reparados los daños que el agente cause por su propia 
culpa. Si el agente que causa el daño no incurrió en culpa al ocasionarlo, debe 
quedar exonerado de la reparación. Sólo existe responsabilidad civil si el agente 
procede con culpa. La responsabilidad civil depende de la condición subjetiva de 
actuación culposa. 
Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a 
indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su autor52 
Todo el que ejecuta un hecho, que por su culpa o negligencia ocasiona un 
daño a otro, está obligado a la reparación del perjuicio. 
Así, en materia de responsabilidad civil contractual, el criterio subjetivo de 
responsabilidad (culpa) se encuentra regulado en el artículo 1321º del Código Civil, 
ligado a la inejecución de las obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve; 
mientras que en materia de responsabilidad civil extracontractual, se encuentra 
regulado en el artículo 1969º del mismo cuerpo legal, conforme al cual, todo daño 
producido por dolo o culpa resulta pasible de indemnización. Es así que en cada 
                                             
51
 STC. Expediente Nº 0001-2005-AI/TC, FJ.19. 
52
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caso, el juzgador analiza –dentro de cada criterio– los elementos de la 
responsabilidad civil a fin de establecer el monto indemnizatorio correspondiente53. 
4.5. Responsabilidad objetiva 
La responsabilidad civil objetiva parte de la idea de que todo daño debe ser 
reparado, independientemente de que el agente actúe o no con culpa en el momento 
de causarlo. No es necesaria ninguna actuación culposa -subjetiva- del agente, 
basta con que el daño se ocasione para que deba repararse. Se crea así una 
“objetivación de la responsabilidad”, que cobra cada vez mayor vigencia en los 
ordenamientos jurídicos positivos modernos. 
Es un tipo de responsabilidad civil que se produce con independencia de toda 
culpa por parte del responsable 
En la responsabilidad objetiva no se requiere que medie una conducta dolosa 
o culposa por parte del demandado. Basta que exista el nexo causal entre el 
desarrollo de la actividad peligrosa con el daño causado al agraviado a 
consecuencia de dicha actividad. Al invertirse la carga de la prueba, el autor debe 
probar que hubo ruptura del nexo causal para determinar su no obligación a reparar 
el daño54 
Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de una 
actividad riesgosa o peligrosa, causa un daño a otro, está obligado a repararlo55. 
De otro lado, el criterio objetivo de responsabilidad (artículo 1970º del Código 
Civil) resulta aplicable a supuestos de responsabilidad extracontractual sobre la base 
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del riesgo creado, que se constituye como el factor objetivo de atribución de 
responsabilidad, mediante el cual “(...) basta acreditar el daño causado, la relación 
de causalidad y que se ha tratado de un daño producido mediante un bien o 
actividad que supone un riesgo adicional al ordinario y común y que por ello mismo 
merecen la calificación de riesgosos”56 
5. POSICIONES SOBRE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
5.1. Tesis dualista 
Las diferencias irreductibles entre uno y otro sistema, llegando a sostener que se 
debía de buscar una denominación distinta para cada tipo de responsabilidad. Más o 
menos se encuentra en esta línea de pensamiento quien sostiene quela 
responsabilidad contractual debería llamarse "falta de pago" porque "tiene la ventaja 
de impedir una asociación inconsciente con la violación de un deber general57 
Otro sector de la doctrina francesa explica que la responsabilidad 
extracontractual se manifiesta en dos aspectos: el primero se da al cumplirse las 
condiciones necesarias para determinar si se ha producido esta responsabilidad, lo 
cual se  ubica perfectamente en las fuentes de las obligaciones y el segundo, se 
pone de relieve, una vez acreditada la existencia del vínculo jurídico, a partir del cual 
se va a determinar sus consecuencias, vale decir, su alcance y régimen. Este último  
perfil (en materia de responsabilidad extra-contractual). 
Doctrina nacional sostiene que existen diferencias accidentales y sustanciales 
entre uno y otro tipo de responsabilidad. Dentro de las últimas están la naturaleza 
                                             
56
 STC. Expediente Nº 0001-2005-AI/TC, FJ.21. 
57
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de las normas violadas por cada una y la función que cada una de estas 
instituciones cumple. Se afirma que en la responsabilidad contractual se da una 
función de cooperación con respecto a una expectativa que ha quedado frustrada y 
en la responsabilidad extracontractual se una situación de solidaridad social, que 
provea a la reparación, ante el conflicto dado. Se debe tener en cuenta que más 
importante que el origen del daño, es la manera de repararlo: en ambas 
situaciones se ha lesionado una situación jurídica preexistente, la única diferencia 
es que en un caso medió una obligación previa y en el otro. No debería afirmarse, 
de manera excluyente, que en una hipótesis se ha conculcado un deber genérico y 
en la otra un deber específico, porque en ambos están presentes deberes 
genéricos y específicos58. 
Siguiendo esta orientación los autores estudian sólo un tipo o clase de la 
responsabilidad civil, en tal sentido, algunos publican sólo sobre la responsabilidad 
civil extracontractual y otros sobre la responsabilidad civil contractual, porque 
ameritarían conocimientos totalmente diferentes, o dicho de otro modo separados 
entre sí, como el agua con el aceite, lo cual trae como consecuencia que los 
estudios deben necesariamente realizarse en forma o manera separada. Porque se 
tratarían de materias que pueden ser conocidas como irreconciliables. 
Según esta tesis existe incompatibilidad entre la responsabilidad civil contractual 
y la responsabilidad civil extracontractual. Por lo cual, se afirma que resultan ser 
incompatibles al momento de estudiar estos dos tipos de responsabilidad civil, lo 
cual trae como consecuencia que deben ser estudiadas en forma totalmente 
separada. Es decir, la incompatibilidad se refiere a que serían como el agua y el 
aceite, tesis o posición doctrinaria que no compartimos. 
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La concepción de la unitaria de la responsabilidad civil prevalece actualmente 
en la doctrina como un sistema orgánico con autonomía conceptual, en orden de 
los elementos comunes que le son propios, y con relativa autonomía científica 
dentro de la teoría de las obligaciones, en la cual se inserta como una de sus 
fuentes principales59. 
5.2. Tesis monistas 
Denominada también teoría de la unidad, sostiene que no existe diferencia esencial 
alguna entre la responsabilidad contractual y la responsabilidad extracontractual, 
como tampoco existen dos tipos de culpa. 
La teoría de la unidad, en contra de la tesis dualista, propugna la unidad de la 
responsabilidad civil partiendo de la unidad de la culpa y definiéndola como “la 
violación de una obligación preexistente, sea ésta una obligación convencional, sea 
una obligación legal” 
La tesis monista sostiene que la responsabilidad civil contractual y 
responsabilidad civil extracontractual deben ser estudiadas en forma conjunta. 
Esta tesis se considera moderna con relación a la anterior, dentro de la cual 
se sostiene la existencia de una nueva disciplina jurídica, la cual es conocida como 
"Derecho de la responsabilidad civil". 
 Uno de los defensores de esta posición, criticó a los dualistas, alegando que 
no existe diferencia entre la ley y el contrato, basándose en que la ley es el contrato 
social y el contrato es la ley entre las partes60.  
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 Como se puede observar, el juicio crítico que merece la posición monista es 
severo por cuanto, si bien se puede compartir la unidad del tratamiento de ambas 
responsabilidades, los fundamentos que se utilizan para tal efecto, son insostenibles. 
Sin embargo, ubicándola dentro de su contexto histórico, esta corriente “influyó 
sobre los defensores de la dualidad, quienes fueron cambiando de parecer y 
adoptando criterios mucho menos radicales”61 
5.3. Tesis eclécticas 
La posición de estas tesis es la de tratar de conciliar las anteriores. Así, un 
sector de la doctrina francesa parte de la premisa que la responsabilidad es una 
sola, de tal manera que no se podrá diferenciar la responsabilidad contractual de la 
extracontractual, Sin embargo existen diferencias de régimen. Esto quiere decir que 
ambas responsabilidades se identifican en sus principios más no en sus efectos62. 
Se sostiene, por ello, que “aun cuando la responsabilidad delictual y responsabilidad 
contractual obedezcan a los mismos principios, sigue siendo necesario distinguir una 
de otra: por que las separan algunas diferencias, accesorias, sin duda, pero 
diferencias reales, y pueden darle, en tal o cual pleito, un interés práctico de primer 
plano a la cuestión de saber si rige las reglas de una u otra responsabilidad”63 
Es una teoría intermedia, la cual toma un poco de cada tesis, para conformar 
una tercera tesis que supera a las anteriores, y en todo caso es más actual que las 
dos tesis anteriores. 
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La tesis ecléctica sostiene que existen zonas comunes entre ambas tesis, y 
además existen zonas totalmente independientes, es decir, sería una teoría 
intermedia 
6. DERECHO COMPARADO 
6.1. Código civil de Francia  de 1804 
El Código Civil francés es uno de los más conocidos códigos civiles del mundo. 
Denominación oficial que en 1807 se dio hasta entonces llamado Código Civil de 
los franceses, aprobado por la Ley del 21 de marzo de 1804 y todavía en vigor, 
aunque con numerosas e importantes reformas. Creado por una comisión a la que 
le fue encomendada la recopilación de la tradición jurídica francesa, dio como 
resultado la promulgación del Code civil des Français el 21 de marzo de 1804, 
durante el gobierno de Napoleón Bonaparte. 
Que el Código Civil Francés o Código Napoleón como también se lo conoce 
es un monumento jurídico no nos quedan dudas. Lo que queremos destacar ahora 
es como sin haber sido derogado, ha podido servir al progreso de Francia 
mediante una adecuada interpretación doctrinaria y jurisprudencial y legislación 
innovadora. Henri Capitant al prologar la primera obra de los Mazeaudalla por 1940 
se sorprendía de la juventud del código a pesar de sus 130 años. Hoy tiene 
doscientos y sigue aún joven.   
A la enumeración que realiza Bustamante Alsina nos permitimos agregar que 
el Código no menciona la posibilidad de reparar el daño moral, ni en forma 
extracontractual ni contractual, sin embargo esto no ha sido obstáculo para su 
reconocimiento jurisprudencial. También debemos resaltar que ni en los arts. 1382 ni 
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1383 se menciona a la ilicitud como requisito, no obstante lo cual, jurisprudencia y 
doctrina la exigen.   
Si tuviéramos que definir al Código Civil Francés en pocas palabras diríamos 
que es un sistema de atipicidad del ilícito, o con cláusula abierta, centrado en la 
culpa, y con dualidad de regímenes contractual y extracontractual. 
6.2. Código civil de Alemania de 1900 
El Código Civil de Alemania (en alemán Bürgerliches Gesetzbuch o BGB) es el 
código civil de Alemania. Su redacción comenzó en 1881, y entró en vigor el 1 de 
enero de 1900, considerándosele un proyecto de vanguardia para su época. 
El BGB ha servido de fuente para la legislación civil de otros países de 
tradición continental, tales como la República Popular China, Japón, Corea del 
Sur, Taiwán y Grecia, entre otros. 
La doctrina alemana ha tratado de proceder a una ordenación unitaria del 
derecho de daños afirmando que debería hacerse en base a dos partes, la 
primera, basada en la doctrina de la culpa y, la segunda, en la responsabilidad por 
riesgo. Sin embargo, son escasos los sistemas que han admitido sin limitaciones 
tal responsabilidad, que tiene como base y fundamento la sustitución de la culpa 
del sujeto productor que hace nacer la responsabilidad por el riesgo generado por 
su acción, aun cuando el resultado lesivo no sea imputable a su conducta. 
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6.3. Código civil de Italia de 1942 
En el derecho civil italiano se encuentra contenido el código civil italiano de 1942, el 
cual es bastante importante en el mundo porque marcó un hito en la codificación 
moderna. 
 A no dudarlo, en materia de responsabilidad civil el Código Civil peruano tiene 
diversos puntos de contacto con el Código Civil italiano. En efecto, estos puntos de 
contacto los encontramos desde la cláusula general de la responsabilidad civil, en la 
cual se estable ce que quien ocasiona un daño u otro está obligado a indemnizarlo. 
Se podrá tener diferencias de terminología (como en el caso que el Código Civil 
italiano habla del daño injusto, mientras que el peruano del daño o que el Código 
Civil italiano se refiere al incapaz de querer y entender, mientras que el peruano 
hace lo propio con el privado de discernimiento; pero, en la mayoría de los casos 
existe un nombre común. No obstante ello, ambos modelos legislativos han sido 
interpretados tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial de diversa manera.  
6.4. Código civil de España de 1889 
El Código Civil de España promulgado en 1889 es la norma jurídica que contiene el 
fundamento del Derecho civil de carácter común en España. Es uno de los códigos 
civiles más tardíos en aparecer debido a tensiones sociopolíticas, religiosas y 
territoriales. 
La responsabilidad civil española tiene como punto de partida el Artículo 1902 
del Código Civil Español, según el cual las conductas del agente que generen un 
daño a terceros deberán ser reparadas por este o indemnizarlas en aquellas que 
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sobrevinieran por culpa. Por lo tanto, el régimen general de responsabilidad civil 
obedece a un criterio subjetivo de imputación por culpa. 
El régimen de responsabilidad civil imperante en los ordenamientos jurídicos 
hasta finales del siglo XIX basaba la responsabilidad en la culpa del agente y exigía 
como requisito sine qua non una conducta negligente o culposa. La culpa es, 
entonces, un elemento subjetivo de reproche de la conducta cuyo objetivo es 
prevenir comportamientos dañosos por medio de la reparación o indemnización. 
El Código Civil español solo incluyó el régimen general de responsabilidad 
civil subjetiva y limitó a una regulación particular las situaciones que requieran una 
aplicación objetiva del régimen de responsabilidad. Esto conduce a que aquellas 
situaciones que por su carácter riesgoso deben tener una regulación especial 
carecen de ella, lo cual dificulta una adecuada aplicación de justicia. Por tal razón la 
responsabilidad por culpa sigue siendo la regla y la responsabilidad objetiva, la 
excepción. 
Como se ha puesto de manifiesto, el Artículo 1902 CCE es claro: el que cause 
un daño a otro debe repararlo. La doctrina afirma que ante tan lúcidos conceptos, el 
desarrollo doctrinal de la responsabilidad civil se basa en la responsabilidad 
extracontractual. 
Ante las circunstancias que determinan el deber indemnizar, la doctrina ha 
planteado en el régimen subjetivo la siguiente respuesta. El agente responderá por 
el daño que se ha producido por su culpa. No responderá, entonces, quien ha 
actuado con diligencia debida. Por tal razón, en el régimen subjetivo deberá la 
víctima probar la culpa del autor. 
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CAPÍTULO III 
ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL  
Desde el punto de vista didáctico y epistemológico, una mejor comprensión de la 
regulación de la responsabilidad civil y de la aplicación de sus reglas es posible si se 
ilustra el campo en el cual dichas reglas están destinadas a operar, con el recurso a 
una "estructura" compuesta de elementos. Desde el punto de vista sistemático, la 
descomposición en elementos brinda claridad y organicidad a la materia. Desde el 
punto de vista práctico, la identificación de los elementos permite dar certeza al 
derecho, apreciar la presencia, aparición simultánea o ausencia de tales 
elementos64. 
La responsabilidad civil o el fenómeno de la reparación de los daños 
causados deben ser analizados y estudiado como un sistema único que exige para 
su nacimiento la reunión de determinados elementos. En la doctrina no existe 
absoluta coincidencia respecto del número e índole de los elementos necesarios 
para que exista responsabilidad civil. 
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Los elementos constitutivos de la responsabilidad civil, tanto la derivada del 
incumplimiento de las obligaciones como la denominada extracontractual o 
aquiliana, son: 
La imputabilidad, entendida como la capacidad que tiene el sujeto para 
hacerse responsable civilmente por los daños que ocasiona. 
La licitud o antijuricidad, vale decir la constatación que el daño causado no 
está permitido por el ordenamiento jurídico. 
El factor de atribución, o sea, el supuesto justificante de la atribución de 
responsabilidad del sujeto. 
El nexo causal, concebido como la vinculación entre el evento lesivo y el daño 
producido. 
El daño, que comprende las consecuencias negativas derivadas de la lesión 
de un bien jurídico tutelado65. 
La diferencia esencial entre ambos aspecto de la responsabilidad civil radica 
en que en un caso el daño es consecuencia del incumplimiento de una obligación 
previamente pactada, y en el otro caso el daño es producto del incumplimiento del 
deber jurídico genérico de no causar daño a los demás. Esta distinción justifica las 
diferencias de matiz en la regulación legal de ambos aspectos de la responsabilidad 
civil66 
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Los requisitos comunes a la responsabilidad civil son la antijuricidad, el daño 
causado, la relación de causalidad y los factores de atribución67 
En el derecho alemán, por ejemplo, basado en el BGB, en vigor desde 1900, 
la acción de resarcimiento se concede si concurren cuatro elementos: (i) la violación 
de un interés típico (vida, integridad física, salud, libertad, propiedad u "otro 
derecho"); (ii) la violación antijurídica, (iii) culpable y (iv) causalmente ligada con la 
conducta del demandado68. 
Los juristas franceses prefieren hablar de las "condiciones de la 
responsabilidad"; los ingleses prefieren "elementos del tort"; los juristas italianos 
usan sin distinción expresiones como "presupuestos", "requisitos", "elementos" del 
hecho ilícito, o "presupuestos de la responsabilidad". En todos estos casos hay 
implícita una concepción analítica del acto ilícito69. 
En cuanto a la concepción del acto ilícito, la doctrina no se pone de acuerdo 
sobre el número de tales elementos. Según Stolfi, los elementos son solamente tres: 
(i) violación de un derecho ajeno; (ii) responsabilidad subjetiva (culpa o dolo); (iii) 
daño. Según De Ruggiero, son cuatro: (i) violación del derecho; (ii) comportamiento 
positivo; (///) daño; (iv) voluntariedad e imputabilidad70. 
El problema de la reparación de daños causado a otro constituye una cuestión 
de responsabilidad civil, sea que el daño se hubiese originado en el incumplimiento 
de un contrato, sea que el daño resulte la consecuencia de un acto ilícito71. 
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En cualquiera de los supuestos enunciados el autor del daño ha incurrido en 
una conducta antijurídica72. 
Existe entonces dos ámbitos de responsabilidad civil: el del incumplimiento 
contractual (responsabilidad contractual) y el acto ilícito (responsabilidad 
extracontractual). Estos ámbitos tienen un distinto régimen normativo y configuran 
por lo tanto dos distintos sistemas de responsabilidad civil73. 
Son elementos comunes a ambos regímenes de responsabilidad: 1. 
Antijuricidad. 2 Daño. 3 Relación de causalidad entre el daño y el hecho. 4 Factores 
de imputabilidad o atribución legal de responsabilidad74. 
1. IMPUTABILIDAD 
Entre los elementos del ilícito suele también incluirse la imputabilidad, es decir, la 
aptitud del sujeto agente para entender, para darse cuenta de lo que ocurre y 
entender lo que se debe hacer, y para querer, para determinarse sobre el 
comportamiento a seguir (la llamada "capacidad de entender y de querer")75 
En sentido negativo, la incapacidad de entender y de querer es apreciada, por algún 
autor, como eximente de responsabilidad, porque en ausencia de la imputabilidad no 
existe ilícito ni tampoco, por lo tanto, responsabilidad76. 
Se afirma, con razón, que al negar la responsabilidad del incapaz (de querer y 
entender para el sistema italiano, privado de discernimiento para el nuestro) se "está 
entendiendo a la capacidad como una condición de la responsabilidad, pero no de la 
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culpa". En mi opinión, habrá responsabilidad sin culpa; pero no responsabilidad sin 
capacidad de imputación. En el caso de la responsabilidad sin culpa (objetiva) 
estarán los representantes legales de aquel que, careciendo de capacidad de 
imputación, causó el daño77. 
Para el art. 20º código penal, está exento de responsabilidad penal, entre 
otros supuestos: "El que, por anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia, o 
por sufrir alteraciones en la percepción, que afectan gravemente su concepto de la 
realidad, no posea la facultad de comprender el carácter delictuoso de su acto o 
para determinarse según esta comprensión", que guarda relación con el artículo 
1974º78 del c.c. 
Para un sector de la doctrina, a propósito del modelo italiano, el fundamento 
de la norma "no es la ausencia de un elemento constitutivo del ilícito, sino una 
primaria razón de protección del incapaz. La incapacidad natural, precisamente, es 
un eximente personal de responsabilidad sancionada a tutela del incapaz". 
Entonces, en lo que a estado de salud mental se refiere, la falta de imputación penal 
coincide con la civil, la cual se basa en el parámetro del discernimiento. La diferencia 
entre la imputación penal y la proveniente de la responsabilidad civil, es que la 
primera es a partir de los 18 años y, en la civil, a partir que el menor tenga 
discernimiento.  
De los actos ilícitos del incapaz de entender y querer responde quien lo tiene 
bajo su cuidado, a menos que demuestre que no pudo impedir el evento dañoso79. 
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Sin mucha fatiga, se puede observar que un sujeto puede no ser imputable 
penalmente; pero sí a nivel de responsabilidad civil. Se puede observar que, en 
materia civil, "la edad, de por sí, no es un dato suficiente para excluir la 
imputabilidad, debiendo ser comprobados, por separado, el desarrollo intelectual, la 
fuerza del carácter, la ausencia de enfermedades". En suma: todos aquellos 
elementos que permitan comprobar la presencia de discernimiento en el sujeto. Si 
bien es cierto que el art. 1974º80 c.c., regula el estado de inconciencia transitorio, hay 
un común denominador con los artículos que regulan la responsabilidad civil de los 
denominados incapaces. Así, el art. 458º c.c. tiene que ser interpretado 
sistemáticamente con el art. 1975º c.c., que establece que, cuando el incapaz de 
ejercicio con discernimiento ocasiona un daño, éste es responsable en vía solidaria 
con su representante legal. Cuando el incapaz sin discernimiento es autor de un 
hecho dañoso, responde sólo su representante legal (art. 1976º81 c.c.), previéndose 
una indemnización equitativa cuando la víctima no haya podido obtener una 
reparación. Esta indemnización será autorizada por el juez en vista de la situación 
económica de las partes (art. 1977º82 c.c.). Entonces, a efectos de atribuir 
responsabilidad civil, el sujeto capaz o incapaz, debe tener discernimiento. 
Debe de distinguirse, entonces el elemento de la imputabilidad del de la culpa 
(como perteneciente al elemento factor de atribución). El análisis de la culpa, 
obviamente si se entiende a la misma de manera objetiva, no tiene como objeto "el 
componente psíquico de la conducta del autor". El análisis de la culpa "se refiere a la 
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disconformidad de la conducta, respecto de un canon de comportamiento 
socialmente dado o establecido normalmente" 
La imputabilidad no sólo es referible a la persona natural, también lo será 
respecto a la persona jurídica y a las organizaciones de personas no inscritas. 
Ambas responderían objetivamente por los actos de los titulares de sus órganos, de 
sus representantes o dependientes.  
Entre los elementos del ilícito suele también incluirse la imputabilidad, es 
decir, la aptitud del sujeto agente para entender, para darse cuenta de lo que ocurre 
y entender lo que se debe hacer, y para querer, para determinarse sobre el 
comportamiento a seguir (la llamada "capacidad de entender y de querer"). En 
sentido negativo, la incapacidad de entender y de querer es apreciada, por algún 
autor, como eximente de responsabilidad, porque en ausencia de la imputabilidad no 
existe ilícito ni tampoco, por lo tanto, responsabilidad83.  
Si se enlazan las dos disposiciones previstas por el Código Civil italiano, los 
artículos 2046º84 y 2047º85, advertimos que estos han sido redactados teniendo en 
cuenta el daño provocado por un sujeto agente al cual, por sus condiciones 
psíquicas, no se puede imputar el hecho dañoso aunque ha sido él quien lo ha 
ocasionado ni tampoco, por lo tanto, sus consecuencias.  
Según la noción de ilícito que se acoge, por lo tanto, el hecho dañoso 
ocasionado por el incapaz dará lugar a un acto ilícito o bien a un hecho dañoso del 
                                             
83
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 Imputabilidad del hecho dañoso.- No responde de las consecuencias del hecho dañoso quien 
no tenía capacidad de entender o de querer al momento de la comisión del hecho, a menos que 
el estado de incapacidad haya derivado de su propia culpa 
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 Daño ocasionado por el incapaz.- En caso de daño ocasionado por persona incapaz de 
entender o de querer, el resarcimiento es debido por aquel que estaba obligado a cuidar al 
incapaz, salvo que demuestre que no pudo impedir el hecho 
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cual se responde al margen de la ilicitud. Según lo que hemos señalado en los 
capítulos precedentes, y conforme a lo que indicaremos más adelante, el acto 
realizado por el incapaz es siempre ilícito, aunque él no responda, sino terceros 
(quien lo tiene a su cuidado, o los padres o preceptores), o le sea asignado el deber 
de brindar una compensación a la víctima86. 
Los artículos 2046º y 2047º del Código Civil italiano dejan entender, así 
mismo, que el legislador aplicaba la noción de imputabilidad en conexión con la 
culpa; en las hipótesis de responsabilidad sin culpa, en las cuales el deber de 
resarcimiento es impuesto al sujeto sobre la base de criterios diversos de la culpa, 
como la vigilancia, la propiedad, etc., no surge ni siquiera un problema de 
imputabilidad ni de incapacidad de entender y de querer. 
Siempre en las intenciones del legislador, la noción de "imputabilidad" y de 
"incapacidad natural" del derecho civil debía ser unitaria. Sin embargo, la 
jurisprudencia hubo de distinguir, rápidamente, entre la imputabilidad penal y la 
imputabilidad civil, y se ha mantenido firme al respecto.87. 
Es necesario, por lo tanto, que el daño injusto "sea matizado por aquella luz 
psicológica bajo la cual el derecho capta una relación bien determinada" entre la 
psique del sujeto agente y el ambiente social. 
Lo anterior postula, según observa la Corte, una capacidad de entender y de 
querer que existe "en la atribución del agente mismo para determinarse 
psicológicamente, atendiendo al ambiente social y al ordenamiento jurídico". 
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Recordando el debate nacido en el seno de la doctrina del derecho penal, los 
jueces distinguen la noción penalística que indica las causas típicas por las cuales el 
sujeto debe ser considerado no imputable; en el ámbito civilístico, por el contrario, la 
norma del Código Civil dejaba libre al juez para evaluar la existencia de la 
capacidad. 
De aquí la conclusión de que un menor de edad puede ser incapaz para 
efectos penales, pero capaz para efectos civiles, y puede, por lo tanto, ser 
exonerado de responsabilidad por daños morales. 
La noción de imputabilidad civil pierde sus connotaciones de naturaleza penal 
porque las funciones de los dos tipos de responsabilidad se reconocen (en ambos 
casos) como distintas (aunque en los dos casos se deducen consecuencias 
opuestas de estas premisas). 
No debe confundirse imputabilidad con culpa, uno de los factores de atribución 
de responsabilidad; en efecto, conocido es que puede haber responsabilidad sin 
culpa, como por ejemplo los supuestos de responsabilidad objetiva, sin embargo, no 
puede existir responsabilidad sin imputabilidad88. 
2. ILICITUD O ANTIJURICIDAD 
Modernamente existe acuerdo en que la antijuricidad, consiste en que una conducta 
es antijurídica no solo cuando contraviene una norma prohibitiva, sino también 
cuando la conducta viola el sistema jurídico en su totalidad, en el sentido de afectar 
los valores o principios sobre los cuales ha sido construido el sistema jurídico. Esto 
ha llevado a la doctrina a señalar que en el ámbito de la responsabilidad civil no rige 
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el criterio de la tipicidad en materia de conductas que pueden causar daños y dar 
lugar a la obligación legal de indemnizar, sino que dichas conductas pueden ser 
típicas, en cuanto previstas en abstracto en supuestos de hecho normativos, y 
atípicas, en cuanto a pesar de no estar reguladas en esquemas legales, la 
producción de las mismas viole o contravenga el ordenamiento jurídico. Sin 
embargo, este concepto de la antijuricidad, en el sentido de antijuricidad genérica, 
no se acepta sino en el ámbito de la responsabilidad extracontractual, por cuanto en 
el lado contractual se acepta que la antijuricidad es siempre exclusivamente típica y 
no atípica, pues ella resulta del incumplimiento total de una obligación, del 
cumplimiento parcial, del cumplimiento defectuoso, o del cumplimiento tardío o 
moroso. Esto significa que en la responsabilidad contractual las conductas que 
pueden dar lugar a la obligación legal de indemnizar son siempre conductas 
tipificadas legalmente89. 
 Se puede sostener que darán lugar a responsabilidad civil extracontractual, no 
son aquellas conductas prohibidas por una norma específica que causan daño, sino 
también aquellas conductas, que no obstante no estar previstas específicamente, 
son ilícitas por contravenir normas imperativas, el orden público o las buenas 
costumbres90 
La doctrina argentina distingue la antijuridicidad formal de la material. La 
primera se identifica con la ilegalidad y la segunda con la contrariedad a la 
prohibiciones que surgen de los principios que sostiene el orden público político, 
social y económico, las buenas costumbres, etcétera"91.  
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Para un sector de la doctrina italiana, ilicitud y antijuridicidad expresan "la 
misma noción de contrariedad a la norma"92. Nótese que el concepto de ilicitud (o 
antijuridicidad) se aplica tanto en la responsabilidad por inejecución de las 
obligaciones, como en la responsabilidad extracontractual o aquiliana. Para otro 
sector, el concepto de ilicitud equivale al de "violación de un mandato o de una 
prohibición", agregando que la ilicitud es "predicable sólo del acto humano, realizado 
en violación de una regla de conducta". Sin embargo, se objeta que esta definición 
es "exacta; pero pobre de contenido", "quedando abierto el problema de determinar 
cada una de las reglas de conducta". Por otro lado, se observa que "el significado 
normativo de ilicitud o de (hecho) ilícito no puede ser otra cosa que un concepto de 
síntesis para indicar una cualidad requerida por la ley para todos los hechos 
productivos de un daño resarcible"93. 
La antijuricidad típica contractual se encuentra expresamente prevista en el 
artículo 1321°94 del Código Civil, mientras que la antijuricidad típica y atípica, es 
decir, antijuricidad en sentido amplio y material (no formal), fluye de los artículos 
1969° y 1970° del mismo texto, pues en ambos se hace referencia únicamente a la 
producción de un daño, sin especificar el origen del mismo o la conducta que lo 
hubiera podido ocasionar o causar; entendiéndose que cualquier conducta que 
cause un daño, con tal que sea ilícita, da lugar a la obligación legal del pago de una 
indemnización. Esto es evidente, por cuanto mientras en el ámbito contractual, al 
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estar tipificadas y predeterminadas las conductas ilícitas o antijurídicas, resulta 
notorio que la obligación de indemnizar nacerá siempre que se cause un daño al 
acreedor como consecuencia de haber incumplido absoluta o relativamente una 
obligación; en el ámbito extracontractual por el contrario al no estar predeterminadas 
dichas conductas, debe entenderse que cualquier conducta será susceptible de dar 
lugar a una responsabilidad civil, en la medida en que se trate de una conducta ilícita 
que cause un daño95. 
 El concepto de antijuricidad es sinónimo de ilicitud, aunque puede 
entendérselo con una mayor comprensión por abarcar no solamente los casos de 
violación directa de la ley, sino las hipótesis de infracción del deber impuesto por la 
voluntad de las partes en el contrato96. 
 La mayor parte de los autores, no así los cuerpos legales, consideran que la 
antijuricidad es uno de los requisitos fundamentales de la responsabilidad civil en 
general, sea esta contractual o extracontractual por cuanto se entiende que solo 
nace la obligación legal de indemnizar cuando se causa daño a otro u otros 
mediante un comportamiento o conducta que no es amparada por el Derecho, por 
contravenir una norma imperativa, los principios que conforman el orden público o 
las reglas de convivencia social que constituyen las buenas costumbres. 
Evidentemente, si se causa un daño mediante una conducta, existiendo la relación 
de causalidad adecuada y los factores de atribución correspondientes, no habrá 
responsabilidad, vale decir, el autor del daño no será responsable si la conducta 
realizada se efectuó dentro de los límites de lo permitido por el Derecho, esto es, 
dentro de los límites de lo lícito. Esto significa, en consecuencia, que no existe 
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responsabilidad civil en los casos de daños causados en el ejercicio regular de un 
derecho, por cuanto se trataría de daños causados dentro del ámbito de lo permitido 
por el sistema jurídico, es decir, supuestos de daños autorizados o justificados por el 
ordenamiento jurídico. En otras palabras, resulta evidente, por la propia fuerza de los 
conceptos y de los hechos, que siempre es necesaria una conducta que sea ilícita, 
antijurídica o ilegítima, para poder dar nacimiento a la obligación legal de indemnizar 
y, por ende, a un supuesto de responsabilidad civil extracontractual o contractual. 
Resulta inimaginable plantear un problema de responsabilidad civil sin hacer 
referencia al concepto de la antijuricidad, cualquiera que sea la denominación que se 
le dé al mismo. Podría señalarse inclusive que por tratarse de un concepto tan 
evidente, sería innecesaria cualquier referencia a este. Como veremos más 
adelante, en el caso de la responsabilidad contractual, el problema de la antijuricidad 
es menos discutible, presentándose en toda su magnitud en el ámbito de la 
responsabilidad extracontractual97. 
El acto ilícito consiste en una infracción a la ley que causa daños a otro y que 
obliga a la reparación a quien resulte responsable en virtud de imputación o 
atribución legal del perjuicio98. 
Por lo expuesto, resulta claro que la antijuricidad es un aspecto fundamental 
de la estructura de los hechos jurídicos ilícitos que originan una responsabilidad civil. 
Más aún podríamos decir que la antijuricidad es precisamente lo que caracteriza 
esta clase de hechos jurídicos. Recuérdese lo que señalamos en el primer capítulo 
sobre los hechos jurídicos en general, cuando los clasificamos y llegamos a ubicar 
dentro de ese universo a los hechos jurídicos ilícitos, como una especie dentro de 
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los hechos jurídicos voluntarios, los cuales se clasifican en hechos jurídicos 
voluntarios lícitos e ilícitos. La antijuricidad es, pues, el elemento caracterizador de 
los hechos jurídicos voluntarios ilícitos que originan un supuesto de responsabilidad 
civil, sea contractual o extracontractual, así como respecto de los hechos jurídicos 
voluntarios con declaración de voluntad que constituyen los denominados actos 
jurídicos. La doctrina es unánime en señalar que uno de los aspectos fundamentales 
que los caracterizan es justamente por el contrario la licitud99. 
De esta manera, no se puede negar la necesidad y la importancia de la 
antijuricidad en la estructura de los hechos jurídicos voluntarios ilícitos, así como 
nadie niega la importancia de la licitud en la estructura de los hechos jurídicos 
voluntarios que constituyen los actos jurídicos, definidos por el Código Civil pe-ruano 
en su artículo 140° como las manifestaciones de voluntad destinadas a crear, 
modificar, regular o extinguir relaciones jurídicas. Negar el concepto de antijuricidad 
sería como negar la propia clasificación de los hechos jurídicos voluntarios, que 
unánimemente se dividen en jurídicos lícitos e ilícitos100. 
Sin embargo, en la diversidad de los sistemas se presentan una característica 
recurrente: el sector de la responsabilidad civil se ilustra con la identificación de los 
elementos del ilícito (entendido en términos generales y según las posibles 
traducciones léxicas y conceptuales)101. 
Sin embargo, el problema sobre la necesidad de este requisito fundamental y 
evidente para la estructura de los hechos jurídicos ilícitos que originan una 
responsabilidad civil se plantea en nuestro ordenamiento jurídico, desde el momento 
mismo en que los artículos 1969° y 1970°, que hacen referencia directa a los hechos 
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jurídicos ilícitos, no mencionan de modo alguno que deba tratarse de un daño 
consecuencia de una conducta ilícita o antijurídica, limitándose a disponer ambas 
normas que cuando se cause un daño a otro por dolo o culpa, o, mediante una 
actividad riesgosa o peligrosa, respectivamente, existirá para el autor la obligación 
de indemnizar a la víctima. Obviamente, el artículo 1971° al señalar en su primer 
inciso que no hay responsabilidad por daño causado en el ejercicio regular de un 
derecho, está haciendo referencia implícita al concepto de antijuricidad: por la simple 
y evidente razón de que cuando se actúa en el ámbito del ejercicio regular de un 
derecho, pesar de que se pueda causar daño, el mismo será resultado de una 
actividad lícita, ajustada a Derecho y por ende, permitida y plenamente justificada 
por el ordenamiento jurídico102. 
 El concepto de ilicitud puede originar dudas y aun divergencias favorecidas 
por un lenguaje confuso sobre textos legales diferentes. Los textos de los diversos 
códigos no son siempre, al menos literalmente, análogos, y esta circunstancia 
determina discrepancias doctrinarias en el derecho comparado103. 
No obstante, desde nuestro punto de vista, ello no es suficiente, por cuanto se 
da lugar a ideas o planteamientos, en nuestro concepto, errados, que consideran 
que la antijuricidad o ilicitud no es un requisito fundamental e imprescindible de la 
responsabilidad civil en general, trátese del campo contractual o extracontractual. 
Dicho muy brevemente, en nuestra opinión no basta con deducir este fundamental 
requisito del primer inciso del artículo 1971°, de manera indirecta, o con afirmar que 
por ser evidente no es necesaria ninguna referencia al mismo, sino que es necesario 
que este código establezca directamente en los artículos 1969° y 1970° el requisito 
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de la antijuricidad, para poder concebir un supuesto de la responsabilidad civil y 
fundamentalmente para que no queden dudas sobre la necesidad imperiosa de este 
aspecto dentro del sistema de responsabilidad civil a nivel normativo. Esta 
necesidad en nuestra opinión es imperiosa para combatir los intentos doctrinarios 
que buscan negar, sin lógica alguna, la antijuricidad dentro del sistema de la 
responsabilidad civil en general. No debe olvidarse que en nuestro medio 
lamentablemente se le da poca importancia a la teoría general del acto jurídico, en la 
que se estudia la clasificación de los hechos jurídicos voluntarios en lícitos e ilícitos. 
Debido a esto resulta muy fácil para algunos negar la necesidad de la antijuricidad 
sobre la base de la exclusiva interpretación literal de los artículos 1969° y 1970°104. 
No debe olvidarse igualmente que el primer inciso del artículo 1971°, al igual 
que toda la norma en su conjunto, es interpretada en su exacto sentido, como 
aquella que contempla de manera específica los supuestos del daño autorizado o 
del daño justificado, es decir, de aquellos casos en los cuales no hay 
responsabilidad civil por haber actuado el causante del daño justificadamente, según 
el ordenamiento jurídico. El mismo inciso preceptúa que en los casos de legítima 
defensa, estado de necesidad y ejercicio regular de un derecho, no existe 
responsabilidad de ninguna clase, a pesar del daño causado, limitándose de esta 
manera, el entendimiento y el supuesto de aplicación del artículo a regular los 
supuestos de daño autorizado o justificado105. 
Una distinción debemos hacer aún, cuando nos referimos a los actos ilícitos, 
entre actos ilícitos propiamente dichos y actos ilícitos potenciales. 
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Hay actos cuya ilicitud se configura por que el hecho en sí mismo es contrario 
a la ley y causa daño a otro, ya sea porque el agente actúe con culpa, con dolo o 
ejerciendo antifuncionalmente sus derechos, o porque el uso de la cosa se hace 
viola los límites de la normal tolerancia entre vecinos106. 
Sin embargo, para poder comprobar nuestra afirmación, es necesario, 
examinar el concepto mismo de antijuricidad, habida cuenta de que existe un 
planteamiento, con muchos adeptos actualmente, que señala que no es necesaria la 
antijuricidad, o que en todo caso, esta debe reemplazarse por otro concepto como 
aquel del daño injusto, siguiendo el ejemplo del Código Civil italiano de 1942. Desde 
este planteamiento, que obviamente no compartimos, los artículos 1969° y 1970° 
serían perfectos, no existiendo ninguna necesidad de revisarlos o modificarlos. 
Lamentablemente en nuestro medio existen muchos que piensan que todo lo que 
proviene de la doctrina y legislación italiana debe ser adaptado a nuestro sistema 
jurídico107. 
2.1. La antijuricidad típica y la antijuricidad atípica o genérica. 
Una manera muy sencilla y clara de abordar la noción de antijuricidad o ilicitud en la 
estructura de los hechos jurídicos ilícitos dentro del sistema de responsabilidad civil, 
es haciendo referencia a los casos en los cuales resulta evidente la existencia de un 
supuesto de responsabilidad civil extracontractual, por ser la conducta causante del 
daño, una actividad contraria a Derecho, no por atentar contra el orden público, o las 
buenas costumbres, es decir, los patrones de comportamientos socialmente 
aceptados como válidos o legítimos, sino por contravenir una norma jurídica que 
prohíbe expresa o tácitamente dicha conducta. La estructura del ilícito puede ser 
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conceptual o formal108. Así, por ejemplo, con independencia de la vinculación entre 
la pretensión penal y la civil, y los problemas procesales que ello origina, resulta muy 
fácil entender que en cualquier caso de una conducta  tipificada como delito, cuando 
se haya causado daño efectivamente, el autor del mismo no solo será responsable 
penalmente, sino también civilmente, siendo merecedor por ello, no solo de una 
pena, sino también de una obligación de indemnizar a la víctima, impuesta por la 
ley109. 
En estos casos, la antijuricidad resulta evidente, por cuanto se trata del daño 
causado como consecuencia de una conducta prohibida, no permitida por el sistema 
jurídico y como tal ilícita o antijurídica. Sin embargo, ello no nos puede llevar a 
confundir la responsabilidad penal con la responsabilidad civil. Lo que sucede es que 
en estos casos el problema de la necesidad de la antijuricidad se encuentra 
totalmente resuelto, por cuanto el hecho ilícito que ha originado una responsabilidad 
civil por haber causado un daño, ha sido previamente valorado y calificado 
legalmente como delito, es decir, previsto abstractamente en el supuesto de hecho 
de una norma jurídica como una conducta prohibida o antijurídica que origina una 
responsabilidad penal. Obviamente, esta antijuricidad directa, que podríamos 
calificar de antijuricidad típica, por estar prevista en la norma jurídica, no solo es 
resultado de una conducta tipificada legalmente como un delito penal, sino también 
puede resultar de una conducta que no esté permitida, sin que la misma llegue a 
constituir un delito, por tratarse simplemente de una conducta no permitida por el 
derecho privado110. 
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Actos de violación positivos y negativos. La ley se viola por actos positivos o de 
comisión (culpa por acción) o por actos negativos o de omisión (culpa por 
abstención)111. 
Los presupuestos hermenéuticos de la elaboración de la estructura del ilícito 
varían, igualmente, de experiencia en experiencia, y según el periodo histórico que 
le sirven de marco112. 
Solo es posible hablar de antijuricidad típica en los casos de conductas 
delictivas, como si las únicas conductas que estuvieran prohibidas por el 
ordenamiento jurídico, fueran aquellas tipificadas como delitos, olvidándose que 
existen muchas conductas prohibidas expresa o tácitamente por normas de derecho 
privado, sin ninguna implicancia de orden penal y que son en esencia, y al igual que 
las otras, conductas perfectamente antijurídicas. La antijuricidad típica o tipificada 
legalmente, que supone siempre una previsión en abstracto dentro del supuesto de 
hecho de una norma jurídica de una determinada conducta como prohibida o no 
permitida, no es únicamente resultado de las normas que tipifican delitos, es decir, 
hechos ilícitos que originan una responsabilidad penal, sino también de todas las 
normas de derecho privado que directamente prohíben determinadas conductas. 
Debe pues desecharse la idea falsa y equivocada según la cual la antijuricidad típica 
es privativa del ámbito de la responsabilidad penal. El concepto del tipo juega 
también un rol muy importante en el ámbito del derecho privado. Así, por ejemplo, 
tenemos el caso del artículo 882° del Código Civil, que dispone expresamente que 
no se puede establecer contractualmente la prohibición de enajenar o gravar, salvo 
que la ley lo permita, lo que significaría que la existencia de un pacto con dicho 
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contenido sería justamente una conducta antijurídica, que en caso de causar daño a 
una de las partes, como consecuencia de su misma celebración, daría lugar a un 
supuesto perfecto de responsabilidad civil extracontractual, dentro de la lógica de la 
actual regulación de nuestro Código Civil. Otro caso típico de conducta prohibida por 
normas que no tipifican delitos, es también el artículo 240° del Código Civil, que para 
el caso de los esponsales, dispone que si los mismos se han formalizado indu-
bitablemente entre personas legalmente aptas para casarse y dejan de cumplirse 
por culpa exclusiva de uno de los prominentes, ocasionando con ello daños y 
perjuicios al otro, el autor de la ruptura estará obligado a indemnizarlos113.  
En cualquiera de estos ejemplos, resulta evidente, al igual que en los dos artículos 
882° y 240° del Código Civil, que cuando como consecuencia de la conducta 
prohibida se cause un daño a un tercero, nacerá a cargo del autor del daño la 
obligación legal de indemnizar por ser responsable, bien sea contractual o 
extracontractualmente. Según lo presentado, estaremos frente a supuestos de 
hechos jurídicos ilícitos tipificados legalmente, que han determinado un supuesto de 
responsabilidad civil, por haberse causado a través de los mismos daños a 
terceros114. 
La culpa en el acto ilícito se patentiza en el daño causado a otro con negligencia o 
imprudencia. Este daño y esta conducta constituyen en sí mismos y por su 
conjunción, el ilícito extracontractual cuando no se viola una específica norma 
legal115. 
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Es necesario que quede destruido de una vez por todas, el infundado y absurdo 
prejuicio, muy frecuente lamentablemente en nuestro medio, de que solamente es 
posible hablar de responsabilidad civil extracontractual cuando se trata de una 
conducta tipificada como delito y como tal sancionada con una pena, por cuanto la 
antijuricidad puede ser consecuencia de una conducta sancionada penal o 
civilmente. Esta absurda y totalmente equivocada opinión no solo desconoce la total 
diferencia entre la responsabilidad penal y la responsabilidad civil, sino que se basa 
sobre un concepto totalmente falso de la noción de antijuricidad típica. En este 
sentido, resulta bastante claro comprender el concepto de la antijuricidad típica, esto 
es, como de una conducta no permitida prevista específicamente en la norma 
jurídica116. 
En cambio hay otros actos en que el daño es el resultado del actuar de una persona 
dependiente de otra por la que ésta debe garantía, o del empleo de una cosa con 
riesgo, o de la actuación involuntaria de un sujeto inimputable en las circunstancias 
fácticas que lo hacen responsables; cualquiera de los hechos es también ilícito, en el 
sentido de que tales actos constituyen la fuente de la obligación de resarcir el daño. 
Pero no son actos ilícitos por que violen la ley117. 
En el Código Civil italiano, la característica de ilicitud es atribuida al hecho. Parte de 
la doctrina la atribuye en cambio al acto. En textos normativos alemanes, lo ilícito es 
el acto para la doctrina germana lo es el hecho; la situación es igual en la 
experiencia francesa118. 
                                             
116
 TABOADA CORDOVA, Lizardo.Op. cit., p. 55. 
117
 BORDA, Guillermo. Tratado de derecho civil argentino. Obligaciones, Tomo II, p. 211, citado por 
BUSTAMANTE ALSINA, Jorge. Op. cit., p. 109. 
118
 ALPA, Guido. Op. cit., p. 150. 
67 
 
En otras palabras, como en el campo de la responsabilidad penal se identifica 
antijuricidad con tipicidad, algunos creen que el concepto de antijuricidad supone 
siempre la tipicidad. Y es por ello mismo que sin ningún fundamento se atreven a 
decir que la antijuricidad no es aplicable al campo de la responsabilidad civil119. 
La responsabilidad objetiva se encuentra fuera del ilícito, porque no está asociada 
con al imputabilidad y con la culpa, sino con el riesgo120. 
La importancia del tema es fundamental, pues, debido al infundado prejuicio de 
identificar necesariamente antijuricidad con tipicidad legal, se hace en nuestro medio 
muy difícil para los profesionales y estudiantes de Derecho en general, saber, si en 
esos casos de conductas no prohibidas específicamente, puede darse lugar o no a 
un supuesto de responsabilidad civil, con la consiguiente confusión entre la 
responsabilidad penal y civil, cuyas lógicas, fundamentos y requisitos son 
completamente distintos, pues en el ámbito civil lo que se persigue básicamente es 
reparar o resarcir los daños ocasionados, mientras que en la responsabilidad penal 
el objetivo fundamental es sancionar al autor del delito, haya habido daño o no121. 
En consecuencia, queda claro que solo se puede hablar de responsabilidad 
obligacional, cuando el deudor cause daño al acreedor como consecuencia 
inmediata y directa del incumplimiento total, parcial, tardío o defectuoso de la 
prestación a su cargo, en la medida en que tal incumplimiento, en sus cuatro tipos le 
sea imputable por dolo, culpa grave o culpa leve. De esta manera, se hace evidente 
el concepto de una antijuricidad estrictamente típica en el ámbito de la 
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responsabilidad civil obligacional, llamada doctrinariamente "responsabilidad 
contractual"122. 
La distinción entre responsabilidad contractual y extracontractual ha sido siempre 
débil en el commonlaw, donde jamás ha tenido arraigo, por razones históricas, la 
distinción entre efectos del tort y efectos del contract, y, por lo tanto, entre daño 
contractual por incumplimiento y daño aquiliano123. 
La necesidad de que exista un contrato señala la presencia de un elemento más 
estricto en esta responsabilidad que en la responsabilidad extracontractual. Ello es 
así porque la culpa tiene que ser referida, en cada caso, a la naturaleza de la 
obligación impuesta convencionalmente, y no ya al genérico e indeterminado deber 
legal de actuar de tal manera de causar daño a otro124. 
Por ello mismo, el tema de la antijuricidad adquiere importancia fundamental en el 
ámbito de la responsabilidad extracontractual, pues es ahí en que se manifiesta en 
toda su amplitud la importancia y sobre todo la necesidad de establecer con claridad 
cuando hay responsabilidad civil, en los casos en que no exista una conducta 
prohibida expresa o tácitamente por una norma jurídica de manera específica125. 
Como resulta evidente, si en este caso las conductas fueran siempre típicas, no 
habría necesidad de acudir a una teoría que distingue y discrimina, entre las 
múltiples conductas del hombre, cuáles pueden dar origen a una responsabilidad y 
cuáles no126. 
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Sin embargo, hay que ser conscientes de que la creación de una estructura, 
descomponible en elementos esenciales, es una pura ficción. Es un modo para 
considerar el ilícito y para aplicar, entonces, la consecuencia jurídica (sanción, 
reparación, etc.) que el ordenamiento conecta con aquél127 
La diferencia resulta clarísima si se observa que en el ámbito obligacional la 
responsabilidad nace del incumplimiento de una obligación por parte del deudor, lo 
cual implica siempre necesariamente la existencia previa del vínculo obligacional, el 
mismo que solo se puede incumplir absoluta o relativamente, mientras que en el 
campo extracontractual la responsabilidad nace de una conducta que simplemente 
causa daño, razón por la cual se hace imperioso establecer qué conductas pueden 
dar lugar o no a dicha responsabilidad civil, sobre todo si en este caso no es 
necesaria la existencia previa de un vínculo obligacional128. 
El incumplimiento contractual tipifica la conducta del deudor en relación a cada 
contrato considerado, porque la viola de este particular deber jurídico tiene en el 
contrato y en la ley su regulación propia. Es así que el incumplimiento contractual 
está regulado normativamente en cuanto al modo, lugar y tiempo de la ejecución de 
la prestación, y ello con independencia de la imputabilidad del deudor que supone la 
concurrencia de otro elemento, que es la culpa o el dolo129.  
La antijuricidad atípica o genérica es justamente lo que caracteriza la 
responsabilidad civil, y que permite diferenciarla nítidamente de la responsabilidad 
penal. La única manera de establecer cuándo una conducta está prohibida 
genéricamente, es en nuestra opinión acudiendo al artículo V del Título Preliminar 
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del Código Civil, y adicionalmente al criterio de valoración social en una determinada 
sociedad y en un momento histórico determinado130. 
2.2. Causas de justificación del hecho dañino 
El art. 1971 c.c. establece como causas de exoneración de responsabilidad al 
ejercicio regular de un derecho, la legítima defensa y el estado de necesidad. 
La exclusión de la responsabilidad puede deberse a varias razones. Puede 
depender del dictado normativo, es decir, cuando es el legislador mismo quien 
dispone la exclusión o establece límites al resarcimiento del daño131 
Puede depender también de razones inherentes a la posición del dañador, como 
ocurre para el ejercicio del derecho, la legítima defensa y el estado de necesidad. Y 
puede depender, en fin, de acuerdos celebrados entre las partes, como ocurre para 
las cláusulas de exoneración de responsabilidad que se consideren válidas132. 
2.2.1. Ejercicio regular de un derecho 
Se observa que "debe tenerse muy en cuenta que la mera irregularidad y aún la 
excentricidad en el ejercicio del derecho, así sea con perjuicio propio y sin beneficio 
para nadie, no constituyen de por sí un ejercicio ilegítimo". En efecto, si se ocasiona 
un daño a otro derecho, nos encontraremos frente a un supuesto genérico de 
responsabilidad civil y, si se lesiona un legítimo interés, nos encontramos frente a un 
abuso de derecho y, en ambos casos, los daños ocasionados deben ser resarcidos. 
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En ambos supuestos se da el requisito de la ilicitud o antijuridicidad, aplicándose los 
mismos criterios y principios133. 
2.2.2. Legítima defensa 
Se sostiene que esta figura se inspira en «un principio bien enraizado en la 
conciencia social y jurídica, en virtud del cual, toda persona puede defenderse del 
peligro de agresión, cuando no haya manera de contar con la tempestiva y 
adecuada intervención de los órganos competentes del ordenamiento estatal 
destinados a la defensa de sus ciudadanos". Existe una íntima conexión entre 
legítima defensa y ejercicio del derecho, pero ello no es sino uno de los posibles 
aspectos del régimen, porque la legítima defensa también puede prescindir del 
ejercicio del derecho134. El inc. I, del art. 1971 c.c. precisa que la legítima defensa es 
"de la propia persona o de otra o en salvaguardia de un bien propio o ajeno". Sus 
características son las siguientes": 
i. El peligro debe ser actual. 
ii. El peligro debe amenazar un interés directa y plenamente tutelado por el 
derecho. 
iii. La amenaza debe ser injusta. En cuyo caso, no constituye tal, de acuerdo a lo 
prescrito por el art. 217º c.c., "la amenaza del ejercicio regular de un derecho". 
¡v. El recurso a la defensa debe ser necesario e inevitable, v. La reacción debe ser 
proporcional a la agresión. En este mismo sentido, el art. 920 c.c. establece que: 
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"El poseedor puede repeler la fuerza que se emplee contra él y recobrar el bien, sin 
intervalo de tiempo, si fuere desposeído, pero en ambos casos debe abstenerse de 
las vías de hecho no justificadas por las circunstancias135". 
En otras palabras, el ejercicio del derecho puede ser anterior o posterior a la 
reacción; en cambio, en la disposición ahora examinada, lo que importa aunque 
existiera conexión con el ejercicio de un derecho es que la reacción sea legítima136 
2.2.3. Estado de necesidad 
El estado de necesidad puede incidir tanto en el incumplimiento contractual cuanto 
en el ilícito extracontractual; en ambos casos, si se sacrifica lícitamente, para evitar 
el peligro, el interés ajeno, se obtiene, entre otras cosas, la ventaja de excluir o de 
reducir el daño propio137 
Es igualmente excesivo admitir que el autor del daño se encuentra siempre obligado 
a una indemnización. Si bien el sacrificio del interés ajeno se produce 
conscientemente, hay que considerar siempre, y según el caso, la inevitabilidad del 
acto que deriva del indomable instinto de conservación propio o de solidaridad para 
con el tercero en peligro138 
El inc. 3, del art. 1971 c.c., establece que no hay responsabilidad:"en la pérdida, 
destrucción o deterioro de un bien por causa de la remoción de un peligro inminente, 
producidos en estado de necesidad, que no exceda lo indispensable para conjurar el 
peligro y siempre que haya notoria diferencia entre el bien sacrificado y el bien 
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salvado. La prueba de la pérdida, destrucción o deterioro del bien es de cargo del 
liberado del peligro"139. 
Atribuir al damnificado en caso de que el autor del hecho dañoso haya obrado en 
estado de necesidad, es que la conducta de este último consista en una acción 
dirigida a ocasionar el daño; por lo tanto, es correcto negar dicha indemnización 
cuando, a tenor de la evaluación de todos los elementos del supuesto concreto, 
resulta que la acción del damnificado se dirigió solamente a buscar el alivio del 
sujeto en peligro140 
3. FACTOR DE ATRIBUCIÓN 
Como ya lo hemos explicado en los puntos anteriores, para que se configure un 
supuesto de responsabilidad civil extracontractual es necesaria la concurrencia de 
determinados requisitos: la conducta antijurídica del autor o coautores, el daño 
causado a la víctima o víctimas, la relación de causalidad y finalmente los factores 
de atribución141. 
Por ello, los factores de atribución de los sistemas subjetivos reciben también la 
calificación de factores de atribución subjetivos y los correspondientes a los factores 
de atribución de los sistemas objetivos merecen la calificación de factores de 
atribución objetivos.142 
3.1. Factores de atribución subjetivos 
En el Código Civil peruano, el sistema subjetivo de responsabilidad civil 
extracontractual se encuentra regulado en el artículo 1969°, cuyo texto señala lo 
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siguiente: "Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a 
indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su autor" 
3.1.1. Culpa 
La culpa es definida en su acepción subjetiva como impericia, negligencia, 
desatención, etc.; y en su acepción objetiva, como violación de leyes o 
reglamentos143. 
La calificación de la culpa va frecuentemente de la mano con su adjetivación. 
Así, este estado subjetivo, o el comportamiento objetivo, se ubica en el ámbito de las 
distinciones conceptuales que se han estratificado en la tradición144. 
Obviamente, culpa en sentido amplio, que comprende tanto la negligencia o 
imprudencia como el dolo, es decir, el ánimo deliberado de causar daño a la víctima. 
Por otro lado, el sistema objetivo se construye sobre la noción de riesgo creado, 
constituyendo esta noción de riesgo el factor de atribución objetivo145. 
En efecto, debemos abandonar la concepción psicológica y moralista de la 
culpa, heredera de la noción religiosa del pecado y abordar un concepto que no se 
limite a "la trasgresión de una norma o de un deber jurídico, sino que sea el fiel 
reflejo de la conciencia social146". 
La culpa es, pues, el fundamento del sistema subjetivo de responsabilidad civil y es 
por ello que dicha exigencia fluye claramente del artículo 1969° antes anotado. Sin 
embargo, ante la dificultad de probar en muchos casos la culpa del autor, es decir, 
dado lo difícil que es conocer el aspecto subjetivo del autor, la doctrina moderna, y 
                                             
143
 ALPA, Guido. Op. cit., p. 323..  
144
 Iíbd. 
145
 TABOADA CORDOVA, Lizardo.Op. cit., p. 113. 
146
 ESPINOZA ESPINOZA, Juan.Op. cit., p.164. 
75 
 
en tal sentido nuestro Código Civil, ha considerado que es conveniente establecer 
presunciones de culpabilidad, invirtiendo la carga de la prueba, de modo tal que la 
víctima ya no estará obligada a demostrar la culpa del autor, lo cual es por regla 
general bastante difícil, sino que corresponderá al autor del daño demostrar su 
ausencia de culpa. Esta inversión de la carga de la prueba y correlativa presunción 
de culpabilidad del autor en el sistema subjetivo de responsabilidad civil 
extracontractual en el sistema legal peruano, fluye claramente del mismo artículo 
1969°, cuando dispone: "el descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su 
autor", lo que significa nítidamente que se presume la culpa del autor del daño 
causado. Conviene precisar que este artículo contiene un gravísimo error de 
redacción, por cuanto no puede interpretarse, como lo señala literalmente el artículo, 
que se presuma el dolo del autor; solamente se presume la culpa y en tal sentido 
debe entenderse el significado del mismo147. 
Desde otra perspectiva, se entiende por culpa, la "creación de un riesgo injustificado 
y para evaluar si ese riesgo sea justificado o no, se necesitará confrontarlo con la 
utilidad social de la actividad a la cual éste se refiere, teniendo en cuenta el costo de 
la remoción de éste: cuando más grandes son la utilidad social y el costo de 
remoción, tanto más grande es el riesgo justificado"148. 
Con esta inversión de la carga de la prueba de la culpabilidad, lo que se logra es 
favorecer a las víctimas, por cuanto se les libera de la tarea de demostrar la 
culpabilidad del autor, pues el mismo se presume culpable, correspondiéndole en 
todo caso a él probar su ausencia de culpa, a fin de poder liberarse de 
responsabilidad civil extracontractual. 
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3.1.1.1. Culpa objetiva 
La culpa objetiva es apreciada en cuanto tal, sin tener en cuenta la voluntad interna 
ni las intenciones o condiciones psicológicas del dañador. El criterio que se usa es el 
comportamiento del hombre promedio149. 
Es la culpa por violación de las leyes. La culpa es in re ipsa, vale decir, el 
ordenamiento determina el parámetro del comportamiento y si el agente no lo 
cumple, éste es responsable. Apreciar la culpa in abstracto es preguntarse, sin 
entrar en semejante averiguación, lo que habría hecho otra persona en las mismas 
circunstancias, proceder por comparación con la conducta de un tipo abstracto"150. 
 La culpa objetiva no debe ser confundida con la responsabilidad 
objetiva, esta última es ajena al concepto de culpa. La culpa objetiva se basa en 
parámetros determinados por la ley (es por ello que recibe dicha calificación). En 
efecto, "una cosa es exigir la responsabilidad del autor de un daño negando todo 
examen de su conducta (teoría del riesgo), y otra cosa es no declararlo responsable 
sino en los casos en que otra persona habría obrado de manera distinta (apreciación 
de la culpa in abstracto)"151. 
3.1.1.2. Culpa subjetiva 
Es aquella que se basa en las "características personales del agente". En este tipo 
de culpa, "se tiende, generalmente, por ejemplo, a atribuir relieve a las cualidades 
físicas del agente; así, el comportamiento del portador de handicap será evaluado 
con referencia al exigible por una persona razonablemente prudente que sufra la 
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misma disminución. Se excluye, en cambio, según la opinión prevaleciente, que 
asuman relieve las dotes morales o intelectuales del demandado, sean estas 
superiores o inferiores al promedio". Un ejemplo de ello está en el art. 1314 c.c., que 
hace referencia a la diligencia ordinaria requerida. También se le llama culpa in 
concreto152. 
Sin embargo, en alguna investigación se ha reabierto el debate sobre sus 
reglas operacionales, para establecer si en lugar de un estándar unitario, 
homogéneo y abstracto, el juez, en el juicio de responsabilidad, tiene en cuenta las 
características del sujeto-agente y calibra su evaluación en función de éstas para 
afirmar la responsabilidad del sujeto, y si la noción-parámetro está dotada de 
características relativas y asume, entonces, rasgos de subjetividad153. 
Este tipo de culpa engloba a la imprudencia (el sujeto hace más de lo debido) y a la 
negligencia (el sujeto hace menos de lo que debe). 
3.1.1.3. Culpa omisiva 
Ha sido denominada, en una feliz expresión, como una "isla de tipicidad"211 en el mar 
de la atipicidad del ilícito civil. Ello quiere decir que, a efectos de responsabilizar a 
una persona por una omisión, previamente debe existir la norma que lo obligue a 
actuar de una manera determinada, así, de incumplir la misma, se genera la omisión 
culposa. Al respecto, se observa que «el comportamiento del "buen samaritano» no 
integra, como es conocido, un parámetro de evaluación jurídicamente atendible". 
Frente a ello, "se puede prever que una progresiva afirmación del principio de 
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solidaridad pueda conducir a ampliar los deberes de acción, pero nunca a afirmar un 
deber general de cooperación y de intervención" 
En la responsabilidad por incumplimiento de las obligaciones, se suele diferenciar 
diversos grados de culpa, a saber154. 
3.1.1.4. Culpa grave 
Es el no uso de la diligencia que es propia de la absoluta mayoría de los hombres, 
es decir, quien ha tenido una conducta tal que no ha hecho lo que todos los hombres 
hacen comúnmente. El art. 1319 c.c. define como culpa inexcusable (que coincide 
con el concepto de culpa gravea la "negligencia grave"155. 
3.1.1.5. Culpa leve 
Es el no uso de la diligencia propia de las personas de capacidad media. El art. 1320 
c.c. la define como la omisión de "aquella diligencia ordinaria exigida por la 
naturaleza de la obligación y que corresponda a las circunstancias de las personas, 
del tiempo y del lugar"156. 
3.1.1.6. Culpa levísima 
Esa característica de variabilidad del standard de prudencia a que nos hemos referid 
es muy importante porque constituye uno de los caminos por los cuales los Jueces y 
Tribunales pueden incrementar la objetivación, de las responsabilidades por riesgos 
rutinarios157. 
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Es cuando no se usa la diligencia propia de las personas excepcionalmente 
prudentes y cautas. Este supuesto no está regulado en el c.c. Sin embargo, este 
grado de la culpa ha sido fuertemente criticado por su dudosa validez "en el plano de 
la lógica y la realidad jurídica"158. 
3.1.2. Dolo 
La intencionalidad del daño es la connotación fundamental de este requisito.Algunos 
autores consideran unitaria la concepción penal, y también la civil, de dolo; pero las 
sutiles distinciones que son propias de la elaboración teórica penal del elemento 
subjetivo en el delito se adaptan mal a las más simplificadas (al menos en este caso) 
nociones del ilícito civil: el dolo se diferencia de la culpa por el elemento volitivo, y 
ello es suficiente. Más innovador es la propuesta de la doctrina más reciente, relativa 
a la noción unitaria del dolo contractual y extracontractual: no existe una distinción 
ontológica159 
No cabe duda de que en el artículo 1969º, se coloca en una posición subjetivista, 
atribuyendo responsabilidad y por consiguiente, obligando al pago de una 
indemnización, solamente a quien sea culpable por dolo o culpa160. 
El régimen legal del dolo también se distingue del asignado a la culpa en lo relativo a 
la carga de la prueba. En otras palabras, la culpa puede ser presunta; el dolo debe 
ser demostrado161 
La noción de dolo coincide "con la voluntad del sujeto de causar el daño", la cual 
coincide con el art. 1318 c.c., a propósito del incumplimiento de la obligación (al 
referirse al gerundio "deliberadamente"). En materia penal, se diferencia: 
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3.1.2.1. Dolo directo 
El sujeto actúa para provocar el daño. Se observa que "es opinión generalmente 
compartida que el dolo, relevante a los efectos de la responsabilidad extra-
contractual, se identifica con la noción penal del dolo genérico, que prescinde de 
elementos específicos de intencionalidad o fraude, resolviéndose en la voluntad de 
ocasionar el daño"162. Se confirma, en efecto, que el animus nocendi debe ser el fin 
exclusivo del acto163 
3.1.2.2. Dolo eventual 
No se actúa para dañar, sino que "el sujeto obra aunque se represente la posibilidad 
de un resultado dañoso, que no descarta; como cuando para ganar una carrera 
automovilística continúa su marcha a pesar de hallar en su camino a una persona 
que puede herir con su vehículo, y afronta el riesgo de así hacerlo. Adviértase que 
aquí no hay dolo directo, toda vez que el sujeto no se representa el daño y actúa 
para producirlo, sino que en la alternativa que le plantea continuar su acción con la 
eventualidad de producir el daño, y desistir de ella para descartarlo, continúa el 
acto"164 
3.2. Factores de atribución objetivos 
El sistema objetivo se encuentra incorporado en el artículo 1970°, cuyo texto señala 
lo siguiente: "Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de 
una actividad riesgosa o peligrosa, causa un daño a otro, está obligado a repararlo". 
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Aunque peque por decir lo evidente: se denomina responsabilidad objetiva a aquella 
que se basa en factores de atribución objetivos, considerados como tales por el 
ordenamiento jurídico. Sin embargo, existe un obstáculo de carácter histórico, vale 
decir, la mayoría de los supuestos de responsabilidad objetiva regulados en el 
Código Civil, han nacido siendo supuestos de la responsabilidad subjetiva, vale 
decir, basada en la culpa y que ahora "han cambiado de significado en el tiempo". 
Dentro de este contexto, la teoría del riesgo, basada en la fórmula de "quien con su 
actividad crea las condiciones de un riesgo, debe soportar las consecuencias". 
3.2.1. Situación de riesgo 
A diferencia del criterio fundado en la culpa, y como si fueran una conquista de la 
civilización, los criterios que hacen referencia a la idea de riesgo comienzan a 
florecer a fines del siglo XIX165 
Que se podrían traducir en la siguiente fórmula: si se genera una situación riesgosa, 
se responderá por los daños ocasionados, independientemente del parámetro de 
conducta del agente dañante o de que haya obtenido un beneficio (art. 1970 c.c.)166. 
La respuesta fue negativa, por cuanto existió el convencimiento de que si fuera 
necesario fundamentar la responsabilidad civil por los nuevos daños en la culpa del 
autor, aun cuando se invirtiera la carga de la prueba, existiría siempre la posibilidad 
de liberarse de responsabilidad civil por esos nuevos daños, considerándose 
conveniente en todo caso favorecer la situación de las víctimas, haciéndose más 
sencillo el establecer un supuesto de responsabilidad civil extracontractual, sin 
necesidad de hacer referencia alguna a la culpa o ausencia de culpa del autor. Con 
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dicho fin, se elaboró la noción de riesgo creado, que ahora se encuentra consagrada 
legalmente en el artículo 1970° antes anotado167. 
Haya sido el autor culpable o no, será igualmente responsable por haber causado el 
daño mediante una actividad riesgosa o peligrosa. El factor de atribución no es, 
pues, la culpa del autor, sino el riesgo creado en el sentido antes mencionado168. 
Son los promotores declive de la culpa, en efecto, quienes elaboran 
progresivamente las teorías que definen, precisan e integran la tendencia de la cual 
emerge una concepción de la responsabilidad absolutamente desvinculada del 
concepto de culpa: la teoría del riesgo-beneficio, válida para hacer de cargo de la 
empresa los daños que la aplicación de las reglas tradicionales dejaría recaer en las 
víctimas, es reemplazada por la teoría del riesgo creado169 
Como se podrá comprender con facilidad dentro de los sistemas objetivos la 
ausencia de culpa no sirve como mecanismo liberador de responsabilidad civil, 
adquiriendo por el contrario importancia fundamental la noción de causa ajena o 
fractura causal que examinamos en su oportunidad170. 
Conviene precisar que el sistema objetivo de responsabilidad no entiende ni 
pretende que en los casos de daños causados a través de bienes o actividades 
riesgosos, no exista culpa del autor, pues ello sería absurdo e irreal. Lo único que se 
pretende es hacer total abstracción de la culpa o ausencia de culpa del autor, de 
modo tal que la existencia de culpa o no sea totalmente intrascendente para la 
configuración de un supuesto de responsabilidad civil extracontractual, debiendo 
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acreditarse además de la relación causal, la calidad del bien o actividad como 
riesgosa. Tal es el significado de la noción de riesgo creado consagrado legalmente 
como factor de atribución objetiva en el artículo 1970° del Código Civil171. 
El concepto de riesgo no podía estar libre de contaminaciones de las 
doctrinas económicas. En el mismo momento en que se sostiene que la máxima 
jheringniana no hay responsabilidad si no existe culpa no puede expandirse a 
todas las hipótesis de responsabilidad, sino que es necesario identificar criterios 
más adecuados según las apreciaciones de los juristas y las exigencias de los 
economistas172. 
Como es también evidente en ambos sistemas se aplican las figuras de la concausa 
y la pluralidad de autores con sus diferentes consecuencias jurídicas173. 
En efecto, dado que el criterio del riesgo es inherente a la actividad económica de un 
sujeto, necesariamente se instituye un vínculo entre el responsable y los actos 
verificados en la jurisdicción de su negocio174 
Conviene destacar que ambos sistemas de responsabilidad civil no son 
contradictorios ni contrapuestos entre sí, sino por el contrario son complementarios, 
siendo perfectamente coherente su consagración legal en el sistema legal 
peruano175. 
Debemos tener en consideración que la calificación de un bien o actividad como 
riesgosa o peligrosa no depende de las circunstancias de un caso concreto en 
particular, pues de ser así cualquier bien o actividad podría ser considerada como 
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riesgosa: por ejemplo, un tenedor de mesa no puede ser considerado riesgoso si por 
circunstancias de su uso anormal es utilizado para matar a una persona. Dicha 
calificación depende del riesgo que supone el uso socialmente aceptado del bien o 
actividad de que se trate, siempre y cuando su uso o realización normal y cotidiana 
suponga un riesgo adicional al común y ordinario para todos los demás, como 
sucede con los automotores y armas de fuego, por ejemplo176. 
3.2.2. Situación de ventaja 
Vale decir, si una persona genera una situación que le ofrece un resultado favorable 
o beneficio, tendrá que responder también por los daños que se ocasionen producto 
de dicha situación. Típicos ejemplos serían el de responsabilidad civil por el hecho 
del dependiente (art. 1981 c.c.) o del tercero del cual se vale el deudor (art. 1325 
c.c.), el ser propietario de un animal (art. 1979 c.c.) o propietario de un edificio (art. 
1980 c.c.) 
3.2.3. Situaciones legales 
Como la de ser representante legal (art. 1975 y 1976 c.c.). 
Estos fundamentos no son excluyentes. En efecto, se podría justificar, por ejemplo, 
la responsabilidad civil del dueño del animal por ese solo hecho (dentro de las 
situaciones legales individualizadas por el ordenamiento jurídico), así como también 
que dicha situación le proporciona una ventaja. 
Incluso, si leemos con atención el art. 1969 c.c., numeral que regula el principio 
general de la responsabilidad subjetiva, observaremos que, en realidad, contempla 
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un principio de presunción de responsabilidad, que también se da en la 
responsabilidad por inejecución de las obligaciones, en el caso de culpa leve (art, 
1329 c.c.). Este principio de presunción de responsabilidad adolece del (grueso) 
error técnico de presumir el dolo. Por ello, autorizada doctrina italiana ha advertido 
que "se debería, (...), exceptuar la aplicación en el caso de dolo. En ningún sistema 
jurídico la víctima del dolo está excluida de la relativa prueba. El dolo no se supone". 
Entonces, los principios que uniforman la responsabilidad civil en el Código son el de 
una presunción de responsabilidad subjetiva, al lado del principio de responsabilidad 
semiobjetiva177. 
4. NEXO CAUSAL 
Entre los elementos del acto ilícito se incluye el nexo (o relación) de causalidad 
(nexo causal o etiológico)178. 
La causa como condición de ciudadanía dentro del territorio de la responsabilidad 
extracontractual. Hemos señalado que las inmunidades constituían fronteras que 
demarcaban el territorio de la responsabilidad extracontractual. Pero existe una 
condición fundamental que parece subyacer a toda la problemática que venimos 
estudiando para que una situación sea tratada en términos de responsabilidad 
extracontractual179. 
La diferencia reside en que mientras en el campo extracontractual la relación 
de causalidad debe entenderse según el criterio de la causa adecuada, en el ámbito 
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contractual la misma deberá entenderse bajo la óptica de la causa inmediata y 
directa180. 
La imputación del daño es una cuestión normativa, en el sentido de que el 
juicio de responsabilidad arriba a la imposición del deber de resarcimiento al sujeto 
que, con su comportamiento, ha provocado el daño, o al sujeto que, por la particular 
situación jurídica en que se encuentra181 
Habiendo establecido la necesidad de este tercer requisito de la 
responsabilidad civil, corresponde ahora determinar el sentido de la noción de causa 
adecuada para poder entender el significado de la relación causal en el campo de la 
responsabilidad civil extracontractual. En este sentido, conviene plantearse la 
siguiente pregunta: ¿cuándo se debe entender que una conducta es causa 
adecuada de un determinado daño?182 
El nexo de causalidad cumple diversas funciones: no sólo sirve para 
reconstruir los eventos y la coligación entre daño y responsabilidad, sino también 
para seleccionar el área de los daños resarcibles183. 
De esta manera, resulta claro el sentido de la noción de causa adecuada, de 
aplicación obligatoria para todos los casos de responsabilidad civil extra- contractual 
en el sistema legal peruano, por haber sido consagrada expresamente y en forma 
imperativa en el artículo 1985° del Código Civil. No basta con establecer si una 
conducta ha causado físicamente un daño, pues es necesario también determinar si 
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esa conducta abstractamente considerada es capaz de producir ese daño de 
acuerdo al curso ordinario y normal de los acontecimientos184. 
La concepción penal de la causalidad ha tenido influencia en la doctrina y 
jurisprudencia civiles, aunque, como ya hemos destacado, existen distinciones 
conceptuales, y no sólo prácticas, entre el ilícito civil y el ilícito penal, en tanto y en 
cuanto este último se centra totalmente en el reo, es decir, en un sujeto físico 
imputable185. 
4.1. Teoría de la equivalencia de condiciones 
Para esta teoría, al tener todas las condiciones el carácter de necesarias, a efectos 
que se produzca el resultado dañino, todas se elevan a la condición de la causa. 
Esta teoría será aceptable para las ciencias de la naturaleza; pero no para buscar un 
responsable desde el punto de vista del Derecho186. 
Se advierte, con razón, que en esta teoría se debe precisar que: 
a) La reconstrucción del hecho (el juicio de causalidad) se opera con referencia 
a un criterio de imputación específico (dolo, culpa, etc.). 
b) No es susceptible de aplicación integral, por cuanto admite limitaciones frente 
a otras causas autónomas, que concurren en la producción del evento. 
Se critica fuertemente la teoría de la equivalencia de las condiciones, calificándola 
de "inatendible", por cuanto "de la consideración por la cual la falta de una condición 
haría venir a menos el efecto, no se deriva-sobre el plano lógico que tal condición 
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sea la causa del resultado, sino que ésta es necesaria, esencial, para la producción 
del resultado mismo". 
4.2. Teoría de la causa próxima 
La causa próxima es la condición inmediata anterior a la producción del evento 
dañino187. Según la cual es relevante todo hecho antecedente al de la verificación 
del evento dañoso, y en cuya ausencia éste no se habría producido188. 
La teoría de la causa próxima fue utilizada por los operadores jurídicos como 
el producto de una policy  tendiente a proteger los intereses económicos de los 
dueños de las fábricas o de las empresas ferroviarias, haciendo que sean 
responsables (únicamente) sus dependientes en tanto causantes directos o 
próximos del daño ocurrido, teniendo como consecuencia que la víctima terminaba 
con asumir los costos de sus daños189. 
Según esta teoría, se le llama causa solamente a "aquella de las diversas 
condiciones necesarias de un resultado que se halla temporalmente más próxima a 
éste; las otras son simplemente 'condiciones'". Se afirma que el fundamento de esta 
teoría se halla en el siguiente pasaje: "sería para el derecho una tarea infinita juzgar 
las causas de las causas y las influencias de las unas sobre las otras. Y por ello se 
contenta con la causa inmediata y juzga las acciones por esta última sin remontar a 
un grado más lejano". 
Nótese que admitir esta teoría en supuestos de responsabilidad civil extra- 
contractual, generaría situaciones injustas, y como ejemplo, tenemos el caso del 
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daño causado por el dependiente. Reitero que es necesario distinguir, dentro de la 
causalidad, dos aspectos: 
a) La relación de causalidad, que vincula el supuesto ¡lícito al daño ocasionado, 
vale decir, como elemento constitutivo del supuesto de responsabilidad civil 
(causalidad de hecho). 
b) La determinación del quantum resarcitorio, que fija los límites de los montos 
por los daños ocasionados (causalidad jurídica). 
4.3. Teoría de la causa adecuada 
Esta teoría busca entre todas las condiciones aquella (o aquellas) que han) influido 
de manera decisiva en la producción del evento dañino. Hay una visión funcional del 
análisis causal.En presencia de hechos imputables a varias personas, coetáneos y 
sucesivos en el tiempo, se debe reconocer a todos una eficacia causante del daño si 
determinaron una situación tal que sin uno u otro de ellos el evento no se habría 
verificado190 
Hay causalidad adecuada, "entre un acto o actividad y un daño, cuando 
concluimos, sobre la base de la evidencia disponible, que la recurrencia de ese acto 
o actividad incrementará las posibilidades de que el daño también ocurrirá". Para 
esta teoría "no es causa cada condición del evento, sino sólo la condición que sea 
adecuada, idónea para determinarlo. No se consideran, por tanto, causados por la 
conducta, aquellos efectos que se han verificado de manera disforme del curso 
normal de las cosas. El procedimiento para individualizar la adecuación se vale de 
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un juicio ex ante: se remonta al momento de la acción y se juzga como si el evento 
debiese aún producirse191". 
Sin embargo, la primera parte del mismo establece que la indemnización 
comprende las consecuencias que deriven de la acción u omisión generadora del 
daño, incluyendo lucro cesante, el daño a la persona y el daño moral: aquí se hace 
referencia a la causalidad jurídica. 
4.4. Ruptura del nexo causal 
En lo concerniente a la noción de fractura causal, debemos señalar que la misma 
se configura cada vez que en un determinado supuesto se presenta un conflicto 
entre dos conductas o causas sobre la realización de un daño, el mismo que será 
resultado de una sola de dichas conductas. Y es por ello que a la conducta que no 
ha llegado a causar el daño se le denomina causa inicial, mientras que a la conducta 
que sí llegó a causar el daño se le denomina causa ajena. Todo supuesto de fractura 
causal implica, pues, un conflicto entre la causa ajena y la causa inicial, siendo el 
daño consecuencia de la causa ajena y no existiendo ninguna relación de causalidad 
respecto de la causa inicial192. 
Del mismo modo, si se trata de fuerza mayor, la causa ajena será un acto de 
la autoridad como una prohibición repentina decretada por norma jurídica de una 
conducta antes permitida, la declaración de guerra de un Estado a otro, etc. Si se 
trata del hecho determinante de tercero, la causa ajena será justamente el hecho del 
tercero y en el caso del hecho de la víctima la causa ajena será precisamente el 
hecho de la propia víctima. De esta manera, en estos cuatro supuestos el daño no 
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será producto del autor de la causa inicial, el mismo que no será responsable 
civilmente, por ser la misma consecuencia de caso fortuito, o de fuerza mayor, o del 
hecho de un tercero, o del hecho de la misma víctima, es decir, de una causa 
ajena193. 
En caso de ausencia de culpa, el deudor no está obligado a probar el hecho 
positivo del caso fortuito o fuerza mayor, es decir, la causa del incumplimiento por un 
evento de origen conocido pero extraordinario, imprevisto e inevitable194. 
Con relación a los conceptos de fuerza mayor y caso fortuito, debemos 
señalar que se trata de nociones con las mismas características, pues deberán ser 
eventos extraordinarios, imprevisibles e irresistibles, con la única diferencia respecto 
al origen del evento, como se ha anotado anteriormente, según fluye claramente del 
artículo 1315° del Código Civil195 
En todo caso fortuito o de fuerza mayor hay, necesariamente, ausencia de 
culpa. Estos eventos configuran, definitivamente, causas no imputables196. 
Puede pues decirse que en los supuestos de causa ajena, denominados 
también doctrinariamente "'fractura causal", no existe responsabilidad a cargo del 
autor de la causa inicial, por ser el daño consecuencia de otra causa que puede ser 
una conducta humana o un evento de la naturaleza197. 
Se deduce fácilmente no solo que en todo supuesto de fractura causal no 
existirá responsabilidad civil a cargo del autor de la causa inicial, sino que si la 
fractura causal es un supuesto de caso fortuito, fuerza mayor o hecho de la propia 
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víctima no se configurará tampoco ninguna responsabilidad civil, salvo que se trate 
del supuesto de hecho determinante de tercero, en cuyo caso dicho tercero será el 
responsable civilmente por haber sido el causante del daño198. 
En efecto, existe un supuesto de concausa cuando la víctima contribuye con 
su propio comportamiento con la conducta del autor a la realización del daño. El 
daño no es consecuencia única y exclusiva de la conducta del autor, sino que la 
propia víctima ha contribuido y colaborado objetivamente a la realización del mismo, 
el cual no se hubiera producido de no mediar el comportamiento de la propia 
víctima199. 
Por ello, el efecto jurídico de la concausa no es la liberación de 
responsabilidad civil del autor, sino únicamente una reducción de la indemnización a 
cargo del autor en consideración al grado de participación de la víctima, reducción 
de la indemnización que deberá ser determinada por el juez según las circunstancias 
de cada caso concreto en particular, según lo establece expresamente el artículo 
1973° del Código Civil200. 
4.4.1. Caso fortuito o fuerza mayor 
Tradicionalmente se distinguía el caso fortuito de la fuerza mayor (hechos del 
hombre), comprendiendo el conjunto de actos y decisiones de las Administraciones 
públicas o, en general, de los Poderes públicos, que son de necesaria observancia y 
que introducen un impedimento en la prestación". Dentro de esta línea de 
pensamiento, frente a quien consideraba como absoluta la objetiva imposibilidad de 
la prestación (vale decir, que ninguna fuerza humana pueda vencerla), "la 
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orientación predominante, si bien conviene en la objetividad, sostiene que la 
imposibilidad es siempre relativa"201. 
La exclusión de la responsabilidad puede deberse a varias razones. Puede 
depender del dictado normativo, es decir, cuando es el legislador mismo quien 
dispone la exclusión o establece límites al resarcimiento del daño, como ocurre, en 
el primer caso, por efecto de los tratados o de las convenciones202 
4.4.2. El hecho de un tercero 
En materia de responsabilidad por incumplimiento de las obligaciones, se 
afirma, con acierto, que "aunque la relación obligatoria, como sistema de 
organización jurídica, se establece solamente ente deudor y acreedor, no vive ni 
se desarrolla en una campana de cristal y le afectan inevitablemente los hechos 
de terceros"203. 
Si bien es cierto que, en materia de responsabilidad civil extra 
contractual, el hecho propio de un tercero sólo genera un supuesto de ruptura 
del nexo causal, en la responsabilidad civil por inejecución de las obligaciones, si 
bien extingue la obligación del deudor, se puede presentar la posibilidad que el 
acreedor se dirija directamente, por vía extra-contractual, al tercero, por haber 
lesionado su derecho de crédito. Sobre el particular se volverá cuando se trate 
el tema de los daños por muerte y lesiones personales consistentes en perjuicios 
sufridos por los acreedores de la víctima del hecho ilícito. 
4.4.3. El hecho de la propia víctima 
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El hecho de la propia víctima, según su intensidad en producción de las 
consecuencias dañosas puede ser una concausa, en cuyo caso, aplicándose el art. 
1973º c.c., "la indemnización será reducida por el juez", o un supuesto de ruptura del 
nexo causal (art. 1972º c.c.). Esto haya su correspondencia en inejecución de las 
obligaciones, en el art. 1326 c.c., que establece que "si el hecho doloso o culposo 
del acreedor hubiese concurrido a ocasionar el daño, el resarcimiento se reducirá 
según su gravedad y la importancia de las consecuencias que se deriven" 
(concausa), y en el art. 1327º c.c., que prescribe que «el resarcimiento no se debe 
por los daños que el acreedor habría podido evitar usando la diligencia ordinaria, 
salvo pacto en contrario» (ruptura del nexo causal). Nótese la diferencia en este 
último supuesto (frente a la responsabilidad extra-contractual) de la posibilidad de 
convenir una exoneración de responsabilidad (que está en plena concordancia con 
una interpretación a sensu contrario del primer párrafo del art. 1328º c.c.423º)"204. 
5. EL DAÑO 
Nadie está autorizado a desbordar su órbita de facultades e invadir la ajena. Si ello 
ocurre se configura el daño en sentido lato, pero cuando la lesión recae en los 
bienes que constituyen el patrimonio de una persona, la significación del daño se 
contrae y se concreta en el sentido estricto de daño patrimonial205. 
Desde el punto de vista formal, la construcción teórica de la noción de daño se ha 
visto afectada, en tiempos no tan lejanos, por una auténtica revolución. Han surgido 
dudas, o se ha abierto la crítica, en torno de la noción ontológica de daño, sobre su 
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noción jurídica, sobre la relación entre daño (elemento) y estructura del ilícito, sobre 
la relación entre daño y nexo de causalidad, sobre la amplitud del daño resarcible206. 
Si se causa un daño no justificado a un tercero menoscabando su patrimonio, 
es conforme al señalado principio de justicia que el autor responda mediante el 
debido resarcimiento que ha de restablecer el patrimonio a su estado anterior. Este 
deber de resarcir es lo que actualmente se llama responsabilidad civil207. 
De no haber daño, no se configura un supuesto de hecho jurídico ilícito, 
contractual o extracontractual y, por ende, no se configura un supuesto de 
responsabilidad civil, por más que exista una conducta antijurídica o ilícita208.  
El objetivo de la responsabilidad penal es, pues, la represión de los hechos 
jurídicos ilícitos tipificados legalmente como delitos, sancionando a sus autores, 
mientras que el objetivo de la responsabilidad civil es indemnizar los daños 
causados como consecuencia de los hechos jurídicos ilícitos típicos o atípicos. En tal 
sentido, puede haber delito sin daño, mientras que no puede haber hecho jurídico 
ilícito que origina responsabilidad civil sin daño. En los sistemas de responsabilidad 
civil lo fundamental es, pues, la reparación de los daños causados a las víctimas, 
bien se trate del ámbito contractual o extracontractual209. 
Desde la perspectiva de la política del derecho, que aquí se defiende, 
inspirada en el principio de solidaridad social, se debe considerar que el daño tiene 
que ser resarcido en el mayor número de hipótesis (ligadas con el mayor número de 
                                             
206
 ALPA, Guido. Op. cit., p. 772-773. 
207
 BUSTAMANTE ALSINA, Jorge. Op. cit., p.159. 
208
 TABOADA CORDOVA, Lizardo. Elementos de la responsabilidad civil. Lima, Grijley, 2013, p. 70. 
209
 Ibíd.,p. 70-71 
96 
 
intereses relevantes), en el monto correspondiente al menoscabo efectivamente 
sufrido por la víctima210 
Tampoco debe olvidarse que en el campo de la responsabilidad civil, desde 
nuestro punto de vista, en vez de hablarse simplemente de daños, sería más 
conveniente hablarse de daños jurídicamente indemnizables, por cuanto los daños 
para originar una responsabilidad civil deben ser producto de una conducta 
antijurídica o ilícita, según lo hemos visto en el Capítulo III dedicado al tema de la 
antijuricidad, ya que todos los daños que sean consecuencia de conductas 
permitidas por la ley, por ser realizadas en el ejercicio regular de un derecho, 
legítima defensa o estado de necesidad, no originan una responsabilidad civil, 
justamente por tratarse de daños consecuencia de conductas ajustadas al sistema 
jurídico. Por ello, en el presente libro, utilizaremos indistintamente los dos términos, 
pero cuando hagamos uso únicamente del término daño, lo haremos siempre con el 
significado de daño jurídicamente indemnizable211. 
5.1. Tipo de daño 
5.1.1. Daño directo 
Se trata del daño en relación a los sujetos legitimados para reclamar indemnización: 
es directo si lo reclama la víctima del hecho212 
Existe un común denominador en cuanto ajas características de todo daño 
susceptible de reparación: cualquiera sea su naturaleza, debe ser cierto para 
generar efectos jurídicos como la reparación.  
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5.1.2. Daño indirecto 
Es indirecto si lo reclama otra persona distinta de la víctima que ha sufrido perjuicio 
en un interés propio y legítimo213.  
Este término es usado por los autores en múltiples sentidos. Unas veces se refiere a 
daños extrapatrimoniales: frente a la directa materialidad de un perjuicio, señala la 
existencia de otros daños indirectos que no vulneran intereses económicos sino 
morales. De Trazegnies prefiere usar el término de "daño extrapatrimonial" o de 
"daño moral". A pesar de encerrar este adjetivo muchas dificultades, ya que estos 
daños también son directos, aunque de naturaleza distinta a la de los daños 
económicos. 
5.1.3. Daño futuro 
El daño futuro puede ser definido como toda consecuencia con impacto producida 
posteriormente de la lesión sufrida, inclusive, después deljudicial. Un sector de la 
doctrina entiende como daño futuro a estey también "al daño que existe sólo en 
parte (en el momento de la judicial): tal daño, para ser resarcible, debe haber 
externado elementos, de los cuales se puede prever razonablemente, que se 
producirá. Desde un de vista jurídico, se plantea el problema de la revisión del caso 
en particular, supuesto, se tendrá que iniciar un nuevo proceso, destinado a 
"comprobar la existencia y el monto del daño ulterior, o agravado ulteriormente, 
después de terminado el (primer) juicio214. 
Con razón, se observa que los daños futuros no son generalmenteverificables 
en su preciso monto, ni en su misma ocurrencia, aunque sea razonablemente cierta 
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y por ello, está basada en un cálculo de probabilidad. La evaluación de tales daños 
procede por regla general, en vía equitativa215. 
El daño actual y el daño futuro llenan el requisito de ser ciertos para atribuir al 
daño la calidad de indemnizable216. 
Frente a una pretensión indemnizatoria por nuevos daños (de una lesión cuyos 
daños ya fueron pagados de las resultas de un anterior proceso civil, penal o laboral) 
no deberían ser amparables las excepciones de cosa juzgada (porque, en puridad, 
se tratan de «hechos nuevos») ni la de prescripción (ya que el dies a quo, deberá 
computarse a partir de que estos "nuevos daños" sean conocibles)217. 
5.2. Clasificación del daño 
El daño que origina una responsabilidad civil puede ser definido bajo la fórmula 
del daño jurídicamente indemnizable, entendido como toda lesión a un interés 
jurídicamente protegido, bien se trate de un derecho patrimonial o extrapatrimonial. 
En tal sentido, los daños pueden ser patrimoniales o extrapatrimoniales218 
5.2.1. Daño objetivo o patrimonial 
Habrá daño siempre que se causare a otro algún perjuicio susceptible de 
apreciación pecuniaria, o directamente en las cosas de su dominio o posesión, o 
indirectamente por el mal hecho a su persona o a sus derechos o facultades219. 
Serán daños patrimoniales las lesiones a derechos patrimoniales220 Ahora 
bien, se han propuesto en la doctrina muchas definiciones o intentos de definir el 
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daño que origina una responsabilidad civil. Sin embargo, la fórmula más exacta nos 
parece aquella que define el daño jurídicamente indemnizable como toda lesión a un 
interés jurídicamente protegido, bien se trate de un derecho patrimonial o 
extrapatrimonial. No debe olvidarse que el daño es el mismo en los dos campos de 
la responsabilidad civil y que la única diferencia se encuentra en que, en un caso, el 
daño es producto de una conducta que contraviene el deber jurídico genérico de no 
causar daño a los demás; y en el otro, de una conducta que contraviene una 
obligación previamente pactada221. 
Un ejemplo muy simple permitirá comprender perfectamente la diferencia 
entre el daño emergente y el lucro cesante: si como consecuencia de un accidente 
de tránsito, una persona pierde su vehículo que utilizaba como instrumento de 
trabajo para hacer taxi, el daño emergente estará conformado por el costo de 
reposición del vehículo siniestrado, mientras que el lucro cesante, por los montos 
que el taxista dejará de percibir por su trabajo como taxista con su vehículo222. 
Como es también evidente, y lo hemos explicado en los puntos anteriores, no 
basta la producción de un daño, pues es también necesaria la relación de causalidad 
y la concurrencia de los respectivos factores de atribución. Sin embargo, debe 
quedar claramente establecido que si no hay daño debidamente acreditado, no 
existirá ningún tipo de responsabilidad civil223. El daño patrimonial está integrado por 
dos elementos: el daño emergente, o sea el perjuicio efectivamente sufrido, y el 
lucro cesante, es decir la ganancia de que fue privado el damnificado224. 
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5.2.1.1. Daño emergente 
La indemnización del "Damnumemergens ", es la que pretende restituir la pérdida 
realmente sufrida por el evento dañoso. Esta clase de daño está constituida por la 
disminución en el patrimonio económico del perjudicado225. 
Es el daño referido a la pérdida efectiva que el afectado sufre en su 
patrimonio, por ejemplo: lo que se paga para reparar o reemplazar un bien mueble, 
lo que se paga a los profesionales de la salud para atender y curar a una persona 
que ha sufrido lesiones a su integridad física226. 
5.2.1.2. Lucro cesante 
El lucro cesante consiste en la frustración de una ganancia o de la utilidad que haya 
dejado de percibir sea la víctima del acto ilícito, o el acreedor de la obligación por la 
falta de oportuno cumplimiento227. 
El "liicrumcessans", está constituido por aquello que se ha dejado de percibir 
como consecuencia del acto dañoso. En palabras de Martínez Rave, es la falta de 
rendimiento, de productividad de las cosas o el dejar de recibir beneficios 
económicos, como consecuencia de los hechos dañosos228. 
 El daño emergente comparta un empobrecimiento del patrimonio en sus 
valores actuales, sea por la ejecución del acto ilícito o por inejecución de la 
obligación a debido tiempo229. 
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No se debe identificar como lucro cesante el denominado "daño futuro", si 
bien el primero puede ser a su vez presente o futuro, el segundo está referido al 
daño que todavía no se ha producido al momento de sentenciar pero que se puede 
prever con seguridad que ocurrirá más tarde como consecuencia retardada del 
mismo acto dañino. Al respecto, De Trazegnies refiere que el ejemplo clásico es el 
del accidentado que deberá seguir realizando gastos para su rehabilitación, aun 
después de expedido el fallo indemnizatorio230 
5.2.2. Daño subjetivo o extrapatrimonial 
Son daños extrapatrimoniales las lesiones a los derechos de dicha naturaleza, como 
el caso específico de los sentimientos considerados socialmente dignos o legítimos y 
por ende merecedores de la tutela legal, cuya lesión origina un supuesto de daño 
moral. Del mismo modo, las lesiones a la integridad física de las personas, a su 
integridad psicológica y a sus proyectos de vida, originan supuestos de daños 
extrapatrimoniales por tratarse de intereses jurídicamente protegidos, reconocidos 
como derechos extrapatrimoniales231 
5.2.2.1. Daño a la persona 
La diferenciación de las hipótesis en las cuales el daño se produce, y la 
heterogeneidad de los criterios de liquidación, es una circunstancia común a 
muchas experiencias232 
En lo relativo al daño a la persona debemos señalar en primer lugar que a 
diferencia del daño moral, él mismo no se acepta literalmente en el ámbito de la 
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responsabilidad civil contractual, sino únicamente en el campo extracontractual, 
según fluye del artículo 1985° que hemos mencionado anteriormente. El artículo 
1322° del sistema contractual solamente hace referencia al daño moral233. 
Ninguno de los textos legales vigentes en el Perú habían hablado hasta la 
fecha de un "daño a la persona". Sin embargo, el artículo 1985 se refiere 
expresamente a este dallo e incluso lo coloca antes del daño moral234. 
Muy bien, hechas estas precisiones por separado tanto sobre el daño moral 
como sobre el daño a la persona, resulta evidente, por lo menos desde nuestro 
punto de vista, que se trata de categorías independientes, pues una cosa es la 
persona y su proyecto de vida, y otra muy distinta son sus sentimientos. El hecho de 
que sea muy difícil probar el daño moral y cuantificarlo no significa que deba ser 
eliminado como categoría de daño jurídicamente indemnizable235. 
Pensamos que este agregado era innecesario. En efecto, para nosotros, el 
daño e la persona no es sino una sub-especie del daño moral, como veremos a 
continuación236. 
Como es también evidente, en el caso del daño a la persona el problema 
fundamental no es tanto la prueba del mismo como su cuantificación, en cuyo caso 
el juez deberá acudir también necesariamente al criterio de conciencia y equidad237. 
Lo que significa que el monto indemnizatorio no depende exclusivamente de 
la relación de causalidad, sino también del factor de atribución subjetivo, es decir, de 
la culpabilidad. Por ello, el tercer párrafo del artículo 1321° del Código Civil señala lo 
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siguiente: "Si la inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la 
obligación, obedecieran a culpa leve, el resarcimiento se limita al daño que podía 
preverse al tiempo en que ella fue contraída". Consiguientemente, en los casos de 
dolo o culpa grave o inexcusable, el resarcimiento comprende los daños inmediatos 
y directos previsibles e imprevisibles al momento de contraer la obligación; mientras 
que en los casos de culpa leve los daños inmediatos y directos solamente previsi-
bles al momento de asumir la obligación238. 
Esto significa que en el ámbito extracontractual se indemnizan todos los 
daños y no interesa la calificación de previsibles e imprevisibles, como tampoco el 
que sean consecuencia inmediata y directa o no de la conducta antijurídica. Este 
principio recibe la denominación de reparación integral y se encuentra claramente 
establecido en el artículo 1985° que hemos examinado anteriormente239. 
De esta forma, pues, llegamos a diferenciar claramente los criterios para 
cuantificar o calcular los montos indemnizatorios en ambos sistemas de 
responsabilidad civil, debiendo quedar demostrado que en el campo contractual el 
monto indemnizatorio depende fundamentalmente del grado de culpabilidad, 
mientras que en el extracontractual depende exclusivamente de la relación de 
causalidad adecuada, siendo indiferente la calificación jurídica del daño y el grado 
de culpabilidad del autor de la conducta antijurídica240. 
5.2.2.2. Daño moral 
Daño moral es el daño no patrimonial, es el inferido en derechos de la personalidad 
o en valores que pertenecen más al campo de la afectividad que al de la realidad 
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económica. Son, en cuanto a la naturaleza del derecho vulnerado, aquéllos que 
recaen sobre bienes inmateriales, tales como los que lesionan los derechos de la 
personalidad; y también los que recaen sobre bienes inmateriales, pero que 
independientemente del daño moral, originan, además, un daño material241. 
En un sistema, tales figuras son comprendidas en el daño patrimonial; en otro, 
en el daño no patrimonial. Las incertidumbres se multiplican porque también la 
valorización del daño es altamente discrecional242. 
Sin embargo, el resarcimiento del daño moral no parece ser un dogma de la ciencia 
jurídica. El tema admite diversos enfoques desde perspectivas muy diferentes: la 
noción de daño moral es bastante discutida er.tre los juristas y no todo el mundo 
está de acuerdo sobre ella ni de la misma manera243. 
Ahora bien, a diferencia de lo que sucede con el concepto y las categorías del 
daño patrimonial, respecto al daño extrapatrimonial existen en la doctrina diversas 
orientaciones, lo que ha originado una gran discusión y enorme debate, hasta hoy no 
concluido, pues para algunos juristas la única categoría de este daño es el daño a la 
persona y para otros por el contrario existen dos categorías: el daño moral y el daño 
a la persona.  
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CAPÍTULO IV 
RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS JUECES 
1. RESPONSABILIDAD CIVIL DEL ESTADO 
En una sociedad en constante evolución los riesgos de sufrir algún daño son cada 
vez más elevados, así las fuentes de producción de éstos daños así como los 
agentes a la cual se le puede imputar responsabilidad se ha ido incrementando, se 
habla ahora de una responsabilidad contractual, extracontractual, precontractual, 
laboral, etc. Se habla también que los sujetos generadores de éstos daños también 
se han ido ampliando, pues no solo la persona natural sino también la jurídica puede 
causar algún daño, sino que dentro de éstas últimas podemos incluir a las entidades 
públicas que cuando en representación del Estado realizan alguna actividad 
productora de algún daño, están obligadas a repararlo. Esta producción de daños 
por parte de una entidad pública, obviamente en el ejercicio de funciones por parte 
de sus funcionarios, no sólo merece una tratamiento especial en cuanto a sus 
supuestos de atribución de responsabilidad, los conceptos indemnizables sino de 
manera muy especial en cuanto a la manea como hacer efectivo el pago de una 
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eventual sentencia de pago de indemnización a cargo el Estado, esto último si bien 
no es un tema propio del sistema de daños, merece un énfasis especial porque de 
nada vale contar con el reconocimiento de un derecho si su disfrute deviene en una 
utopía. 
En tal sentido hoy podemos considerar al Estado un sujeto pasible de 
responsabilidad civil, pues el Estado no sólo es pasible de una Responsabilidad 
administrativa por sus actos, en consecuencia debemos entender que 
responsabilidad civil y administrativa son dos instituciones distintas, así la 
responsabilidad administrativa origina una reacción de la misma entidad que se 
traduce en la potestad sancionadora de la administración que se puede reflejar en 
una multa, apercibimiento o suspensión, mientras que la responsabilidad civil, busca 
imputar al causante de algún daño la obligación de reparar los daños ocasionados 
por su conducta. Por ello, creemos importante revisar las normas vigentes sobre la 
responsabilidad patrimonial de las entidades públicas así como estructurar un 
sistema que permita hacer responsable patrimonialmente al Estado pero de manera 
eficaz y justa, lo que en muchas veces es perseguido por el Derecho de daños. 
2. RESPONSABILIDAD DE LOS JUECES 
2.1. Responsabilidad política 
Como sabemos, en el ámbito judicial la Constitución de 1993, en su artículo 99°, 
establece el proceso del antejuicio político únicamente para los magistrados de la 
Corte Suprema. Según el artículo 99°, los magistrados supremos cuentan con la 
protección política temporal del privilegio procesal denominado «antejuicio». Por el 
contrario, los vocales de la Corte Suprema pueden ser acusados por la Comisión 
Permanente del Congreso, ante el Congreso, por todo delito cometido en el ejercicio 
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de sus funciones o por infracción de la Constitución y hasta cinco años después de 
haber cesado en el cargo. En ese contexto la Ley Orgánica del Consejo Nacional de 
la Magistratura, al desarrollar el proceso disciplinario seguido contra jueces y fiscales 
supremos, ha determinado que en caso de existir mérito para interponer una 
acusación constitucional, el Consejo deberá suspender el proceso disciplinario y 
trasladar el caso al Congreso. 
Por otro lado, el artículo 100° de la Constitución de 1993 permite al Congreso, bajo 
el mismo procedimiento del antejuicio, ir más allá de una mera acusación, e imponer 
directamente al magistrado supremo una sanción de carácter político: la destitución 
por haber incurrido en el supuesto de una infracción constitucional. Sin embargo, 
este supuesto de hecho sólo está nominado mas no está definido en ninguna parte 
de nuestro ordenamiento jurídico, de modo que la Constitución posibilita una 
arbitraria y desbalanceada intervención del Poder Legislativo sobre el Judicial. 
Esta lamentable regulación también se encontraba presente en la Constitución de 
1979. Sin embargo, dicha disposición guardaba correspondencia con el 
nombramiento de los magistrados supremos a propuesta del CNM a cargo del 
Presidente de la República y con la ratificación, en aquel entonces, del Senado. De 
acuerdo a algunos sectores, era comprensible, aunque discutible, que el Congreso 
efectuara el control respectivo de las labores de los magistrados que elegía. Sin 
embargo, con la actual Constitución, los magistrados de la Corte Suprema son 
elegidos y también destituidos por el Consejo Nacional de la Magistratura, por lo que 
consideramos que mantener una previsión de esta naturaleza carece de sustento y 
debería remediarse en el actual proceso de reforma constitucional. 
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2.2. Responsabilidad penal 
El ordenamiento jurídico peruano reconoce tipos penales específicos para aquellos 
casos en que mediante el ejercicio desvirtuado de la función jurisdiccional se incurra 
en un acto delictivo. Sin embargo, el desarrollo actual del Derecho impide que se 
pueda distinguir nítidamente entre funciones judiciales y funciones administrativas 
propiamente, de allí que en orden a la lucha contra la corrupción y en atención a 
razones de economía legislativa, el sistema penal ha dispersado su accionar contra 
la corrupción judicial tanto desde la esfera propiamente administrativa como desde la 
esfera propiamente judicial. En suma, la represión penal contra la corrupción es un 
control contra el desvío ilícito de la función pública sea ésta judicial o administrativa. 
En ese contexto, nuestro Código Penal ha optado por una solución compleja: 
integrar dentro del Título XVIII de la Parte Especial, denominado Delitos contra la 
Administración Pública, el Capítulo III denominado Delitos contra la Administración 
de Justicia. En otros ordenamientos jurídicos de la región andina se ha preferido 
separar en un Título distinto cada uno de estos bienes jurídicos. Sin embargo, dada 
la difusa frontera que provoca la posición de los funcionarios judiciales y el propio 
servicio de justicia que en muchos casos también es impartido por la Administración, 
en estos ordenamientos penales inevitablemente se comprenden dentro del espacio 
de los delitos contra la administración pública tipos penales que también afectan a la 
administración de justicia. Un ejemplo claro de ello es el delito de prevaricato 
previsto entre los artículos 413° a 415° del Código Penal colombiano dentro del 
Título XV previsto entre los delitos contra la Administración Pública. 
El ordenamiento penal peruano, fuera del capítulo asignado a los Delitos 
contra la Administración de Justicia, comprende otros tipos especiales dedicados a 
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los funcionarios judiciales (o análogos) como sujetos activos de delitos; tal es el 
supuesto de Corrupción de Magistrados (Art. 395°), Corrupción de auxiliares (Art. 
396°) y también contempla un tipo penal agravado para el caso en el que el agente 
corruptor de un Magistrado, Arbitro, Fiscal, Miembro de Tribunal Administrativo o de 
cualquier otro análogo, sea un abogado (Art. 398° A). En este mismo contexto y 
protegiendo tanto el ámbito administrativo como el judicial nuestro Código contempla 
una figura penal común en la que sanciona los atentados contra documentos que 
sirven de prueba en un proceso administrativo o judicial (Art. 372°). En este aspecto, 
finalmente, debemos señalar que la pena prevista para el supuesto denominado 
Corrupción de Magistrados (Art. 395°) es la más drástica de las penas que se 
contempla en el Código Penal peruano, en el Título de los delitos contra la 
Administración Pública. 
Dentro de la esfera propiamente judicial (delitos contra la Administración de 
Justicia), nuestro ordenamiento penal comprende dos tipos generales: el prevaricato 
(que incluye la emisión de un fallo o dictamen contrario al texto expreso de la ley, 
ordenar una detención ilegal, conocer como juez un proceso que patrocinó como 
abogado y el caso del abogado o mandatario judicial que patrocina a su contraparte 
en el mismo proceso  Arts. 418° a 421° del CP); y la denegación de justicia (negativa 
a administrar justicia bajo pretexto de defecto o deficiencia de ley, la negativa del 
Notario y de los auxiliares jurisdiccionales a cumplir con sus obligaciones legales y el 
caso del Fiscal que omite ejercitar la acción penal - Arts. 422° a 424° del CP). 
2.3. Responsabilidad administrativa 
Como hemos señalado en el segundo capítulo, es necesario concebir la 
responsabilidad disciplinaria judicial como medio de tutela del ciudadano y del propio 
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Estado contra las desviaciones de la función pública en la administración de justicia 
en el plano de la probidad y la eficiencia. En el Perú, sin embargo, el sistema de 
control disciplinario judicial es complejo y su elaboración normativa objetivamente 
deja mucho que desear, es por ello que gran parte de sus deficiencias se explican 
por la pobreza de su desarrollo y su falta de orientación constitucional. Ciertamente 
no es un problema del Perú sino quizás su tradición jurídica y cultural; muestra clara 
de ello la tenemos al constatar que el tipo de conductas de las que se ocupa la 
regulación de la disciplina judicial en el Perú de hoy corresponde con la que desde 
1870 hasta 1985 rigió, por ejemplo, en la LOPJ de España. 
El derecho administrativo disciplinario, tiene características propias como la 
preservación de la organización y buen funcionamiento de las entidades y órganos 
del Estado y del correcto comportamiento de los individuos encargados de la función 
pública. En consecuencia desde el punto de vista de la Administración Pública este 
derecho se aplica en el marco de las relaciones de subordinación entre el 
funcionario y el Estado para exigir obediencia y disciplina en el ejercicio de la función 
administradora. Cabe preguntarse entonces si es adecuado trasladar a la institución 
judicial las categorías del derecho disciplinario concebido desde el punto de la 
Administración Pública. Consideramos que esto no es posible dado que el Poder 
Judicial no es el poder del Estado encargado de ejecutar acciones sino de proveer 
justicia; sin embargo, en el Perú el derecho disciplinario judicial funciona 
racionalmente bajo esta concepción abarcando en su accionar a todos los 
magistrados y no sólo a aquellos que cumplen funciones de gobierno o 
administración al interior de la institución ámbito en el que sería aceptable, 
constituyéndose de esta manera en un factor que afecta la independencia judicial en 
todo el sistema. Como veremos más adelante la disciplina judicial debidamente 
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entendida debe estar orientada a la protección de la correcta prestación del servicio 
de justicia a los usuarios del sistema, dado que desde una concepción democrática, 
las relaciones entre los órganos jurisdiccionales son meramente de carácter 
funcional pero no de subordinación. 
3. RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS JUECES EN EL PERÚ 
3.1. Procedencia244 
El juez es civilmente responsable cuando en ejercicio de su función jurisdiccional 
causa daño a las partes o a terceros, al actuar con dolo o culpa inexcusable, sin 
perjuicio de la sanción administrativa o penal que merezca.  
 La conducta es dolosa si el juez incurre en falsedad o fraude, o si deniega 
justicia al rehusar u omitir un acto o realizar otro por influencia. 
 Incurre en culpa inexcusable cuando comete un grave error de derecho, hace 
interpretación insustentable de la ley o causa indefensión al no analizar los hechos 
probados por el afectado. Este proceso solo se impulsará a pedido de parte. 
a) El estudio de la responsabilidad civil es abordado bajo dos ámbitos 
contrapuestos. El primero que no admite ningún tipo de responsabilidad civil, esto 
es, se orienta a la inmunidad absoluta del juez frente a los daños ocasionados en el 
ejercicio de la función jurisdiccional. La segunda sí atribuye responsabilidad del juez 
y al Estado frente a los daños causados en la actividad judicial. 
                                             
244
 El Juez es civilmente responsable cuando en ejercicio de su función jurisdiccional causa daño a 
las partes o a terceros, al actuar con dolo o culpa inexcusable, sin perjuicio de la sanción 
administrativa o penal que merezca. 
La conducta es dolosa si el Juez incurre en falsedad o fraude, o si deniega justicia al rehusar u 
omitir un acto o realizar otro por influencia. 
Incurre en culpa inexcusable cuando comete un grave error de derecho, hace interpretación 
insustentable de la ley o causa indefensión al no analizar los hechos probados por el afectado. 
Este proceso sólo se impulsará a pedido de parte.- Artículo 509 del Código Procesal Civil. 
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Inglaterra es uno de los países que permite la total inmunidad de sus jueces 
inmunidad civil es absoluta por cualquier acto realizado en el ejercicio del cargo, no 
solo cuando actúen culposamente, sino también cuando lo hagan dolosamente; esto 
implica que si un particular considera que un juez ha actuado con dolo o con culpa, 
puede interponer los recursos correspondientes, pero no puede dirigirlos 
directamente contra el mismo juez. Esta irresponsabilidad civil tiene como principal 
fundamento la independencia real del juez. No es que se pretenda proteger ni 
favorecer a los magistrados corrompidos o mal intencionados con la inmunidad del 
juez, sino que más allá de ello se busca que los dudada nos sean atendidos en sus 
reclamos por jueces libres, que les permita ejercitar su función con plena 
independencia y sin temer las consecuencias que sus actos lo pudiera generar. 
Para Montero Aroca, "la inmunidad no era un privilegio de los jueces, como si estos 
tuvieran el derecho de actuar con negligencia y dolo, sino que se corresponde, más 
bien, a un derecho de los ciudadanos por su directo y específico interés a la 
independencia del juez". 
En Estados Unidos de Norteamérica también se consagra la irresponsabilidad 
absoluta del juez, independientemente de la existencia de dolo y de no tener clara la 
limitación de su competencia. El caso Stump vs. Sparkman de 1978 es un 
antecedente que ha hecho casi imposible el éxito de una demanda de 
responsabilidad civil contra un juez. 
Los que se orientan por atribuir responsabilidad civil al juez por sus actuaciones 
judiciales parten de la afirmación de que el juez no es una persona a la que pueda 
dispensarse del deber de responder por su actuación, sin embargo, ella puede 
limitarse, en atención a "su independencia de la que debe gozar, a su autoridad y 
prestigio, a evitar venganzas personales y maniobras vejatorias de aquellas 
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personas que han sido juzgadas; esto es, se busca conciliar la necesidad deexigir 
responsabilidad civil a los jueces por los errores que comentan, con la inde-
pendencia y autoridad que precisan para cumplir su función". 
Un primer referente para construir esta responsabilidad es no atribuirle los 
elementos sustantivos de la responsabilidad civil común, sino elementos especiales, 
pues no es posible que cualquier error del juez sea argumento para indemnizar. Por 
otro lado, se considera que el factor antijuridicidad no estaría presente en sus fallos 
como presupuesto de la responsabilidad, dado que los magistrados siempre actúan 
conforme al Derecho que ellos mismos declaran. 
b) Una de las reglas imperantes en el Derecho nos lleva a sostener que "todo 
aquel que causa un daño a otro está obligado a indemnizarlo". Bajo ese enunciado, 
podría darse la posibilidad de que el juez, en el ejercicio de la función jurisdiccional 
cause daño a las partes o a terceros por su actuar doloso o culposo. La pregunta 
que surge entonces es ¿quién debe asumir la reparación del daño? Frente a esa 
interrogante aparecen dos posiciones: la que atribuye al Estado el deber de asumir 
la reparación directa del daño y la que atribuye al juez la responsabilidad subjetiva 
frente al daño. 
Llegar a esbozar estas posiciones no ha sido de fácil aceptación, pues se 
aseveraba que el soberano o funcionario no se equivocaba, razón por la cual, no 
podría atribuírsele responsabilidad; sin embargo, hoy se reconoce y acepta, tanto la 
responsabilidad del Estado como la del juez. 
Nuestro sistema jurídico nacional acoge ambas posiciones, pero diferenciándolos 
según el ámbito en el que se haya desarrollado la actividad generadora del daño. 
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Conforme apreciamos, la Constitución Política del Estado en el inciso 7 del 
artículo 139, atribuye responsabilidad objetiva directa al Estado por los errores 
judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias. En cambio, el 
Código Procesal Civil, regula la responsabilidad subjetiva directa del juez sustentado 
en el daño por dolo o por culpa inexcusable en el ejercicio de la función 
jurisdiccional proveniente de procesos no penales. Como se aprecia, el Estado es el 
gran ausente en la responsabilidad civil de los jueces. Solo para los casos de 
ejecución del pago, podría concurrir solidariamente con el juez, sin embargo, de-
bemos reconocer lo vulnerable que se encontraría este, cuando directamente y en 
forma personal, tenga que asumir su propia defensa para demostrar lo acertado de 
su interpretación y la ausencia de actividad dolosa o culposa, en su actuación 
jurisdiccional. En este cuestionamiento no podemos dejar de apreciar al papel de la 
probable víctima que denuncia el agravio que pretende reivindicar con la 
indemnización. La carga de la prueba a la que se le somete es ilusoria, pues tiene la 
misión de probar el dolo o la culpa del juez en la actividad generadora del daño. Los 
criterios subjetivos para fijar la responsabilidad civil del juez deberían reorientarse 
no solo por la dificultad en la prueba del futuro demandante sino por la viabilidad 
para buscar decisiones realmente satisfactorias y ejecutables para la propia víctima. 
No consideramos que el sistema subjetivo que acoge el Código Procesal Civil sea 
el idóneo para tal fin; no solo porque se permita discutir la actuación dolosa o 
culposa del juez, sino que se ingresa a cuestionar la interpretación que este haya de 
la ley: "el juez incurre en culpa inexcusable cuando comete un grave error de 
Derecho, hace interpretación insustentable de la ley o causa indefensión al no 
analizar los hechos probados por el afectado" (ver el artículo 509 del CPC). 
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Frente a ello consideramos que no puede asumirse una responsabilidad que 
tenga su origen en la actividad de interpretación de las normas jurídicas ni en la 
valoración del hecho o de las pruebas. La independencia judicial, como el núcleo 
duro de la judicatura, se vería gravemente comprometida si el juez no fuera libre a la 
hora de interpretar la norma, cuando se trata de configurar el supuesto de hecho o 
de valorarlo. 
c) El Estado como organización jurídico-política suprema funciona como un ente 
orgánico unitario, que descansa sobre una base jurídica vinculante, y que detenta 
como una de sus principales características el exclusivo ejercicio del poder. En tal 
sentido, resulta coherente que frente al monopolio de la jurisdicción que ejerce el 
Estado, este asuma la responsabilidad directa frente a daños que pudiera generar el 
ejercicio de la función jurisdiccional, máxime que cuando los jueces imparten justicia 
lo hacen a nombre del pueblo, en atención a lo regulado en el artículo 138 de la 
Constitución Política del Estado. 
Este propósito de hacer extensiva la responsabilidad objetiva del Estado a los 
procesos civiles, fue planteado en la Constitución de 1979, sin embargo, esta 
propuesta no prosperó toda vez que a opinión de Chirinos Soto, era muy peligrosa 
pues el error judicial en el campo civil puede derivarse de un defecto de la prueba, lo 
que sería responsabilidad de parte. El defecto de prueba en materia penal es, en 
cambio, responsabilidad del Estado. Ante estos argumentos Ariano opina que no 
hay sustento para tales afirmaciones pues "si hay defecto de prueba imputable a las 
partes simplemente no se está ante un error judicial". Si el particular ha provocado o 
inducido al error, él debe responder y si en ello también está comprometido el juez 
pues habrá una corresponsabilidad. En cambio, en los errores que provienen de los 
procesos penales, el Estado responde porque el órgano acusador, resolvió 
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equivocadamente, pero en el ámbito no penal tenemos a dos partes que están en 
plano de igualdad y que deberían de responder en estos supuestos dado que ellos 
son quienes aportan las pruebas. En el caso de procesos penales, la carga de la 
prueba la tiene el fiscal y obviamente, en atención a la condena se impone por la 
prueba aportada por el fiscal y no por la aportada por el procesado. 
d) Esperamos que a futuro se unifique el tratamiento de la responsabilidad civil 
proveniente del ejercicio de la actividad jurisdiccional, de tal forma que el 
reconcomiendo constitucional de la responsabilidad patrimonial del Estado se haga 
extensivo a todos los casos donde se produzca daño en el ejercicio de la actividad 
jurisdiccional. Esta posición es coherente, además, con la tendencia legislativa 
emitida en la Ley Nº 274444 (ver el artículo 238 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo General), mediante la cual el Estado asume directamente la 
responsabilidad de la Administración Pública por los daños que sufran los 
administra; Apréciese sobre el particular que el daño puede darse tanto en el ámbito 
de la Administración Pública como en la administración de justicia, pero el daño que 
se hace en la Administración Pública permitirá recurrir en primer orden para corregir 
al contencioso administrativo y además no genera principio de la cosa juzgada a 
diferencia de un daño por error judicial. Morón atribuye como presupuestos para la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública los siguientes: 1) que el 
administrado sufra una lesión resarcible en sus bienes o hechos; 2) que la lesión sea 
efectiva, valuable económicamente e individual; 3) que la lesión sea imputable a la 
Administración y consecuencia del funcionamiento (normal o anormal) de la 
Administración; 4) que exista una relación causal entre el funcionamiento de la 
actividad administrativa y no sea consecuencia  de fuerza mayor. 
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e) La responsabilidad del juez opera cuando este genera un daño, como 
consecuencia del ejercicio de su función jurisdiccional. Este daño puede ser 
generado no solo a las partes sino inclusive a terceros al proceso. 
La definición de función jurisdiccional es ajena a la función judicial, con la que si 
bien se puede provocar daño pero esta no se ajusta a este tipo especial de 
responsabilidad civil. 
Para quienes asumen que el daño es producto del error judicial (ver el inciso 
7artículo 139 de la Constitución), este daño es calificado como la desviación de la 
realidad fáctica o jurídica, producto de una mala interpretación, de la norma jurídica 
o de los hechos que dieron vida a un proceso judicial. Consideran que el error 
judicial debe ser grave, inaceptable e inexcusable; esto implica que cualquier error 
del juez no puede ser catalogado como error judicial, se requiere que este sea de tal 
magnitud que se torne insalvable  para que pueda aceptarse como tal.Como 
requiere la actuación del órgano judicial, ello implica que solo se puede admitir 
como error judicial el cometido por el juez y no por otro funcionario judicial, como 
los llamados auxiliares judiciales, pues solo él ejerce la actividad jurisdiccional 
Algunas legislaciones foráneas califican las condiciones que deben tener 
losdaños para que sea indemnizado. Requiere que el daño sea efectivo, o valuable 
económicamente e individualizado con relación a la persona o grupo de personas 
En esa línea, Montero'' sostiene que para que exista daño es preciso la producción 
de un detrimento patrimonial antijurídico, no porque la actividad del autor sea 
necesariamente antijurídica, sino porque el sujeto que la sufre no tiene el deber 
jurídico de soportar el perjuicio; el daño puede ser de cualquier naturaleza: 
material, personal o moral. Se requiere que el daño sea efectivo, en el sentido real, 
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excluyéndose las meras posibilidades, los daños eventuales y aún inseguros en su 
producción. Cuando se requiere que sea evaluable económicamente hace 
referencia a la posibilidad de convertirse en dinero. 
Como se aprecia de la norma en comentario se regula la responsabilidad judicial 
civil individual, pues el ámbito material de su título de imputación es: el dolo o la 
culpa inexcusable. 
La conducta es dolosa si el juez incurre en falsedad o fraude, o si deniega 
justicia al rehusar u omitir un acto o realizar otro por influencia. En cambio, se 
incurre en culpa inexcusable cuando comete un grave error de derecho, hace 
interpretación insustentable de la ley o causa indefensión al no analizar los hechos 
probados por el afectado. 
La precisión que realiza la norma, sobre la graduación de la culpa, permite no 
extender la responsabilidad civil del juez a los supuestos de culpa leve. 
Otro aspecto que recoge la norma es el impulso de parte, apartándose de esta 
forma, del principio general del impulso de oficio que recoge el artículo II del TP del 
CPC. 
3.2. Presunciones dolo o culpa inexcusable245 
a). Si bien la regla imperante en el Derecho es que el dolo no se presume, sino 
se prueba; tratándose de la responsabilidad civil de los jueces, ese dolo se presume, 
cuando se trata del manejo inadecuado del staredecisis (ver el inciso 1) y de la 
                                             
245
 Se presume que el Juez actúa con dolo o culpa inexcusable cuando: 
1.  La resolución contraría su propio criterio sustentado anteriormente en causa similar, salvo que 
motive los fundamentos del cambio. 
2.  Resuelve en discrepancia con la opinión del Ministerio Público o en discordia, según sea el 
caso, en temas sobre los que existe jurisprudencia obligatoria o uniforme, o en base a 
fundamentos insostenibles.- Artículo 510 del Código Procesal Civil. 
119 
 
inaplicación de los precedentes vinculantes (ver el inciso 2). Dicha presunción se 
explicaría porque los jueces tienen el deber de conocer el Derecho y su labor 
integradora frente al vacío normativo tiene que apreciar los precedentes vinculantes 
b). La idea central que recoge este artículo es la existencia de fallos 
contradictorios, los que constituyen un agravante para la credibilidad del sistema 
judicial Las decisiones contradictorias son cuestionables porque lapidan uno de los 
principios fundamentales, que susténtala razón de ser del Derecho: la igualdad. 
¿Cómo poder explicar que frente a iguales hechos existan pronunciamientos 
sustancialmente diferentes? 
Para mantener la unidad e igualdad del Derecho objetivo, nuestro sistema 
procesal ha otorgado a la Corte Suprema de Justicia la facultad casatoria a fin de 
"unificar la jurisprudencia nacional". En ese sentido, véase lo regulado en el artículo 
384 del CPC y el artículo 22 de la LOPJ, sin embargo, la Corte Suprema peca de 
omisión a dicho deber. El otro referente que nuestro sistema legal acoge como 
productora de jurisprudencia, con efecto vinculante, son los precedentes que 
establece el Tribunal Constitucional. 
Debemos precisar que ni los fallos de la Corte Suprema ni los que se agotan 
en las salas superiores, como última instancia, constituyen doctrina jurisprudencial, a 
pesar de que son etiquetados erradamente por algunas publicaciones, como 
jurisprudencia. Para que tengan dicha connotación, se requiere que provengan del 
Pleno Casatorio (ver el artículo 400 del CPC) o que sean expresamente sancionados 
como tal, por el Tribunal Constitucional. En tanto, ello no sea así, serán simples 
decisiones ejecutoriadas que ilustran el modo de resolver un conflicto, mas no tienen 
efecto vinculante erga omnes, pues, solo vinculan a las partes del proceso. 
120 
 
No negamos que el tema de la jurisprudencia involucra continuidad y 
permanencia en el pensamiento de los órganos judiciales frente a similares 
supuestos fácticos; sin embargo, existen criterios con mayor envergadura, como el 
precedente jurisprudencial, que genera efectos vinculantes, cuando se está ante 
circunstancias similares de casos ya resueltos, logrando así la uniformidad de la 
jurisprudencia. 
El tema del precedente vinculante responde al objeto de la unificación de la 
jurisprudencia, pues la perspectiva de los jueces varía. Ante los mismos hechos y 
basándose en los mismos textos legales, la labor de coordinación normativa puede 
ser diferente, por ello, se hace necesario, conformar criterios o modelos uniformes; 
pero el tema del precedente debemos mirarlo con mucha objetividad, pues los 
cambios continuos de la sociedad exigen respuestas distintas frente a casos 
similares. Criticable será que se convierta en rígidos precedentes las resoluciones 
anteriores, atando la resolución de los conflictos a patrones del pasado. Esto último 
puede propiciar la mala fe en ciertos precedentes jurisprudenciales, trabajados con 
errores, que harían en el futuro- seguir repitiendo errores, en aras de la seguridad 
jurídica, evitando que los jueces encuentren medios de corrección. 
c) Una de las causales que contempla la norma es la vulneración del principio del 
staredecisis. El inciso 1 se ubica en dicho supuesto, cuando la resolución contraría 
su propio criterio sustentado anteriormente en causa similar, salvo que motive los 
fundamentos del cambio. Supone que cualquier tribunal debe seguir sus propios 
precedentes en la resolución de futuros idénticos o análogos casos. Véase que en 
este caso, dichos pronunciamientos pueden carecer del efecto vinculante erga 
omnes, a pesar de ello, esa ausencia, no puede negar la vinculación moral del 
colegiado por sus decisiones anteriores. 
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La fuerza obligatoria del precedente judicial supone que una vez resuelta una 
cuestión mediante una sentencia, se establece un antecedente que, en principio, no 
puede variar posteriormente. La regla obliga a que se acaten los precedentes 
cuando en una controversia se susciten cuestiones de hecho y de derecho idénticas. 
Ello se hace para mantener equilibrada la balanza de la justicia a fin de que esta no 
oscile con cada nueva interpretación de un juzgador. La balanza supone que se 
inclina por el peso de los hechos y no por el peso que le confiere la interpretación 
antojadiza del juez. De ahí que frente a casos análogos se resuelva de manera 
similar, a no ser que sea distinguida (distinguished) o sustituida (ovoimi led). Los 
valores centrales del staredecisis son la estabilidad, la certeza, la predictibilidad, la 
consistencia y el respeto a la autoridad. 
d) Un elemento que coadyuva a este principio es la publicidad de las decisiones 
judiciales, pues ello expande la predictibilidad. Como sostienen Diez Canseco y 
Pasquel, la publicación de las sentencias brinda certeza debido a quo so aumenta el 
cúmulo de precedentes. El peso del precedente hace más sólida una interpretación y 
evita que esta sea sustituida de manera antojadiza. Un mayor número de 
afirmaciones en un sentido determinado permite a los abogado:, apoyarse en la 
estabilidad de una doctrina con mayor confianza. En esa línea, resultan de mucha 
valía las publicaciones que Gaceta Jurídica, hace a través de diálogo con la 
Jurisprudencia. En ellos hemos podido advertir no solo criterios contradictorios de la 
propia Corte Suprema en determinadas materias, sino, inclusivo, entre sus propios 
miembros, que en un caso tienen una posición y en otro cambian el argumento 
sostenido, pero sin justificar las razones de por qué se apartan de dicho criterio. Por 
ejemplo, véase el caso de posiciones contrarias frente a una misma materia, 
protagonizado por las Salas, Transitoria y Permanente, de la Corte Suprema y que 
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fue materia de comentario en Legal Express por Mesinas"'». I l tema en controversia: 
las vacaciones de los gerentes (es decir, un asunto de interés para casi todo el 
empresariado peruano): "La pregunta es si un gerente puedo exigir la indemnización 
por vacaciones no gozadas en caso no salga de vacaciones dentro del periodo 
correspondiente (este tema no tiene una clara solución en la legislación laboral). Una 
de las sentencias (Casación N° 2306-2004) señaló quo el gerente, por su sola 
condición de tal, no se encuentra excluido del pago do la indemnización vacacional, 
sin que este derecho no le correspondiera solo si decidió no hacer uso de su 
descanso vacacional y siempre que no se encuentro so metido a subordinación 
jerárquica. La segunda sentencia (Casación N9 2076-200!)) dijo que los gerentes 
siempre están excluidos de la indemnización por vacaciones no gozadas, 
independientemente de su capacidad y voluntad decisoria sobre la oportunidad y la 
forma de su descanso anual remunerado. Como se ve, las sentencias son 
absolutamente contradictorias". 
Otro caso de vulneración al staredecisis es el que aparece con la publicación 
N2 99 (diciembre 2006) de Diálogo con la Jurisprudencia. En la página 161 aparece 
la Casación N° 2318-2005-Santa, publicada en El Peruano el 31 de octubre de 
2006), en que los votos de los jueces supremos para hacer resolución consideran 
que en la prescripción adquisitiva, "el beneficiario de la adquisición del bien por 
prescripción puede iniciar una acción judicial de determinación de propiedad; siendo 
esto así, lo que el legislador ha señalado es que para la adquisición de la propiedad 
no se requiere el inicio de un proceso judicial, sino que deja a potestad del 
adquiriente el hacerlo, puesto que su propiedad la ha adquirido por el solo 
transcurso del tiempo". En cambio, en la Casación N° 766-2004-Lima, publicada en 
el NB 100 (enero 2007) de Diálogo con la Jurisprudencia, un juez de la Corte 
123 
 
Suprema, que aparece suscribiendo la Casación Nº 2318-2005, citada sostiene todo 
lo contrario. Véase el voto en discordia, en el que se sostiene que:"(...) no basta que 
el poseedor acredite que ha ejercido su derecho de posesión, por el periodo de 
tiempo previsto en la norma sustantiva, para concluir que adquiere la propiedad por 
su simple transcurso y que, por tanto, resulte meramente declarativa la sentencia 
que señala al poseedor beneficiario como propietario; toda vez que la sentencia que 
declara propietario al poseedor no es declarativa sino constitutiva de derechos, pues 
es a partir de la sentencia firme que se genera una nueva situación jurídica respecto 
de la propiedad del bien y su titular". 
El staredecisis es un deber que tiene todo juez que respetar, al margen de la 
competencia funcional en el que desarrolle su actividad jurisdiccional; esto es, que 
un juez de primera instancia se vincula con sus propios precedentes en la resolución 
de futuros idénticos o análogos casos. En igual forma, un juez superior o un juez 
supremo se vincula con sus votos que emite en cada caso, al margen que su voto 
haga resolución o no. Un juez superior o un juez supremo, no puede sostener en un 
voto un criterio A para luego en otro voto, sobre el mismo tema asumir un criterio B 
(al margen que sea un voto singular, en discordia o dirimente) sin motivar por qué se 
aparta de su criterio originario. 
e) La otra causal, que conlleva a presumir el dolo, es cuando se resuelve en 
discrepancia con la opinión del Ministerio Público o en discordia, según sea el caso, 
en temas sobre los que existe jurisprudencia obligatoria o uniforme, o sobre la base 
de fundamentos insostenibles. La norma, para colegir la actividad dolosa, no 
requiere de jurisprudencia vinculante, como la que proviene de los precedentes del 
Tribunal Constitucional o las del Pleno Casatorio sino que también procede la 
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presunción del dolo para los pronunciamientos que se emiten contra criterios 
uniformes ya definidos, a pesar de que estos no sean vinculantes 
f) El Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el Expediente Nº 024- 
2003-AI/TC-Lima, seguido por la Municipalidad Distrital de Lurín, dice: El Tribunal 
Constitucional estima que los presupuestos básicos para el establecimiento de un 
precedente vinculante, son los siguientes: a) cuando se evidencia que los 
operadores jurisdiccionales o administrativos vienen resolviendo con distintas 
concepciones o interpretaciones sobre una determinada figura jurídica o frente a una 
modalidad o tipo de casos; es decir, cuando se acredita la existencia de precedentes 
conflictivos o contradictorios; b) cuando se evidencia que los operadores 
jurisdiccionales o administrativos vienen resolviendo con base en una interpretación 
errónea de una norma del bloque de constitucionalidad; lo cual, a su vez, genera una 
indebida aplicación de la misma; c) cuando se evidencia la existencia de un vacío 
normativo; d) cuando se evidencia la existencia (Jo una norma carente de 
interpretación jurisdiccional en sentido lato aplicable a un caso concreto, y en donde 
caben varias posibilidades interpretativas; e) cuando se evidencia la necesidad de 
cambiar de precedente vinculante. 
Para apartarse o sustituir un precedente vinculante se sujeta a los tres 
elementos siguientes: a) expresión de los fundamentos de hecho y de derecho quo 
sustentan dicha decisión; b) expresión de la razón declarativa-teológica, razón 
suficiente e invocación preceptiva en que se sustenta dicha decisión, y c) 
determinación de sus efectos en el tiempo. 
El establecimiento de un precedente vinculante no debe afectar el principio do 
respeto a lo ya decidido o resuelto con anterioridad a la expedición de la sentencia 
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que contiene el precedente; vale decir, no debe afectar las situaciones jurídicas que 
gocen de la protección de la cosa juzgada. Por ende, no puede impedir el derecho 
de ejecución de las sentencias firmes, la intangibilidad de lo ya resuelto y la 
inalterabilidad de lo ejecutado jurisdiccionalmente. 
3.3. Competencia funcional246 
Un sector de la doctrina delimita la competencia bajo la siguiente clasificación: 
objetiva, la funcional y la territorial. La objetiva se sustenta en el valor y la naturaleza 
de la causa. La funcional en las funciones que la ley encomienda a los jueces de 
diversa jerarquía en el proceso y la territorial opera ante la existencia de jueces de la 
misma clase y la asignación de procesos a cada uno de ellos en atención al orden 
geográfico. 
Ambas competencias, objetiva y funcional, no son objeto de disposición de las 
partes. Es absoluta porque la organización de los estamentos judiciales no se halla 
sujeta al arbitrio de las partes. 
El artículo en comentario establece la competencia para conocer las 
pretensiones sobre responsabilidad civil, en atención al grado y al territorio. En el 
primer caso, diremos que se divide el trabajo en atención a la función que se 
encomienda realizar; por ejemplo, el casar, el apelar y la consulta son tareas 
asignadas a determinados jueces, en atención al grado en el proceso. La tarea que 
cumple el juez  en cada grado es diferente: en el primer grado, tiene la plenitud de 
las atribuciones  para aplicar la norma que, según su análisis, resulte más 
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 El Juez Especializado en lo Civil, o el Juez Mixto, en su caso, es el competente para conocer los 
procesos de responsabilidad civil de los jueces, inclusive si la responsabilidad fuera atribuida a 
los Vocales de las Cortes Superiores y de la Corte Suprema.- artículo 511.- del Código Procesal 
Civil. 
126 
 
apropiada; en el segundo, limita su decisión a los argumentos o glosas de la parte 
vencida en revisión provocada. 
Anteriormente el artículo 511, del CPC, establecía la competencia cuando la 
responsabilidad se le atribuía a un juez civil, juez de paz letrado o juez de paz no 
letrado, era competente la sala civil de turno del distrito judicial correspondiente, y 
cuando se trataba de vocales superiores y supremos era la propia Corte Suprema. 
Esto sea ha superado mediante la dación de la Ley Nº 29364, que modifica la 
competencia por grado, siendo el juez especializado en lo civil o mixto, en su caso, 
es el competente para conocer los procesos de responsabilidad de los jueces, en 
primera instancia. 
Un aspecto importante que resaltar es que todos los jueces, pertenezcan o no 
a la carrera judicial, por el solo hecho de ejercer función jurisdiccional, tienen como 
correlato la responsabilidad civil frente a los daños que el ejercicio de su función 
pudiere ocasionar. Como ya se ha dicho, no interesa que no pertenezcan a la 
carrera judicial, pues el daño que se busca resarcir a través de esta acción o; 
consecuencia del ejercicio de la función jurisdiccional. En ese orden de ideas, los 
jueces de paz son jueces con función jurisdiccional que recurren a otros referentes, 
no necesariamente basados en la norma positivada sino en los usos y sus 
costumbres, sin que ello sea limitante para el ejercicio de los poderes que la 
jurisdicción delegada les reconoce. En tal sentido, un juez de paz puede pronunciar 
su sentencia según su leal saber y entender y provocar con dichos pronunciamientos 
daños que resarcir.   
El procedimiento que se sigue para este tipo de pretensiones es el proceso 
contencioso abreviado. 
127 
 
3.4. Intervención del Ministerio Público247 
La intervención del Ministerio Público, previamente a decidir la admisión o no de la 
demanda, constituye uno de los pocos casos en que el éxito de la admisibilidad está 
condicionado a la opinión del Ministerio Público. Se justifica su intervención por 
estimar que existe un interés público en juego que hay que tutelar. En su actuación 
procesal el Ministerio Público ostenta la representación de la sociedad y la defensa 
de la legalidad, pero ello no le da atributos para disponer del Derecho material, a 
través de alguna conciliación o transacción, por ejemplo. 
Hay que precisar que el Ministerio Público no ocupa el rol de parte, sino de un 
dictaminante. La parte, en este tipo de pretensiones, es el Estado quien asumirá su 
defensa y representación en el proceso a través del procurador luego del 
emplazamiento. 
La norma considera que el Ministerio Público debe emitir dictamen sobre la 
procedencia de la demanda en el plazo de diez días luego de recibida, bajo 
responsabilidad. Estas dos condiciones, contar con la opinión del Ministerio Público 
y dentro del plazo legal fijado, lleva para algunos criterios judiciales, a considerar 
que agotado los diez días fijados, con o sin dictamen, el juez debe resolver la 
procedencia o no de la demanda; otro criterio, estima que más allá del plazo, lo que 
se busca es contar con la opinión del fiscal sobre la procedencia de esta. Si bien, la 
norma no lo precisa, hay que entender que dichas opiniones deben ser emitidas por 
el fiscal especializado en lo civil o mixto, en atención a la modificatoria del artículo 
511 del CPC. 
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 Antes de proveerse la demanda, el Ministerio Público emite dictamen sobre la procedencia de 
ésta dentro de diez días de recibida, bajo responsabilidad. 
La resolución que declara improcedente la demanda es apelable con efecto suspensivo.- Artículo 
512 del Código Procesal Civil. 
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Por otro lado, la norma fija el efecto de la apelación del auto que declara la 
improcedencia de la demanda. Dicho efecto, apelable con efecto suspensivo, es 
congruente con lo que establece el artículo 371 del CPC referido a la apelación de 
autos. 
La actuación del Ministerio Público no tiene siempre la misma calidad.  En 
unos casos se le atribuye la condición de parte, lo que significa que puede interponer 
pretensiones y oponerse a ellas, pudiendo realizar en el proceso todos los actos 
propios de las partes. 
Cuando el Ministerio Público es dictaminador su intervención será apreciada 
por algunos sectores de la doctrina como asesor del órgano jurisdiccional, sin 
embargo, esa explicación supone alterar todo el sistema de actuación jurisdiccional 
basado en el conocimiento y aplicación del Derecho objetivo. Para algunos autores, 
aquí opera una situación intermedia: el interés público no llega al extremo de 
legitimar al ministerio pero la existencia de aquel hace conveniente que el juez tenga 
conocimiento de cuál es la opinión jurídica del Ministerio Público en el extremo 
concreto. 
La calificación de la demanda está sujeta a la inadmisibilidad e improcedencia 
de la misma. Véase en este sentido, el pronunciamiento de la Sala Suprema recaído 
en el proceso promovido por ARQ CAD S.A. (Expediente Ne 3626 2002) contra los 
vocales de la Segunda Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Lambayeque. Dice el juez, que pese a haberse concedido un plazo perentorio para 
subsanar la demanda bajo apercibimiento de rechazo de la misma, el recurrente 
presenta su recurso de subsanación con excesiva extemporaneidad por lo que en 
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aplicación del segundo párrafo del artículo 426 del CPC se confirma el rechazo a la 
demanda interpuesta por el actor. 
En esa misma línea, la Sala Suprema se pronuncia en el proceso promovido por 
Mario Florencio Sucari Ccallo y otra contra el juez mixto del MBJ del distrito de 
Jacobo Dickson Hunter-Arequipa (Expediente N° 3551-2001). Los accionantes no 
han sustentado el cargo imputado, es decir, la actuación del juez con culpa 
Inexcusable, por lo que no hacen viable la procedencia de la demanda. 
3.5. De las resoluciones consentidas o ejecutoriadas248 
A pesar de que el juez es un ser humano susceptible de cometer equivocaciones, no 
puede catalogarse de forma general que todo error del juez es un error judicial 
propiamente dicho, pues este para ser catalogado como tal debe ser grave e 
inexcusable, es decir, que el error debe ser de tal magnitud que a todas luces se 
denote el carácter de insalvable. Ahora bien, hay que distinguir que no cualquier 
error puede generar el derecho a indemnización, sino el que sea muy evidente e 
injustificable tanto en la fijación de los hechos, en la interpretación o en la aplicación 
de la ley, generando una resolución absurda saliéndose de la normativa o con 
conclusiones ilógicas que salen de su alcance no siendo el desacierto lo que trate de 
corregir el error judicial sino la negligencia, el desinterés jurídico e inclusive el dolo. 
En el caso del error judicial, Mossetlturraspe lo define como el resultado de la 
equivocación propia, de los conceptos falsos que se poseen, o la consecuencia de la 
actitud dolosa de las partes en el proceso o de un tercero. Este se produce según 
Reyes, cuando del contexto de la sentencia, de la realidad de los hechos y sus 
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 La demanda sólo puede interponerse luego de agotados los medios impugnatorios previstos en 
la ley contra la resolución que causa daño.- Artículo 513 del Código Procesal Civil. 
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circunstancias, no resulta coherente con la apreciación de la prueba; esto es, 
cuando entre la declaración dada y la que jurídicamente convenía al caso, resulte 
manifiesta la equivocación material. Tiene como correlato los daños causados por la 
adopción de resoluciones injustas, manifiestamente equivocadas, ocasionándose 
perjuicios directos, sea contra los bienes o derechos de las personas, con ellas. 
El error judicial podrá ser de hecho o de derecho según el conocimiento 
equivocado de las situaciones fácticas o de las normas jurídicas; sin embargo, frente 
a dichos errores hay la tendencia a considerar que el único error relevante es el 
hecho. Miranda Goded,  afirma que el error judicial tiene lugar cuando por dolo, 
negligencia o equivocado conocimiento o apreciación de los hechos se dicta una 
resolución judicial que no se ajusta a la verdad y a la realidad de tales hechos y que, 
por tanto, merece el calificativo de injusta. En su opinión, el error de derecho no 
puede incluirse en el concepto de error judicial porque tiene su propio correctivo a 
través del sistema de recursos, pero ello no es cierto, porque la valoración de los 
datos fácticos puede corregirse también por medio de los recursos. 
Por otro lado, el error judicial solo puede admitirse producido en una 
resolución que ponga fin al proceso y luego que se hubieren agotado los recursos 
previstos en la ley, es decir, solo después que la sentencia haya quedado firme. Si la 
sentencia de primera instancia ha incurrido en error y el perjudicado no interpone el 
oportuno recurso, estamos ante un caso de negligencia o culpa del propio 
perjudicado que no ha hecho uso de los caminos ordinarios para corregir el error. De 
ahí que el artículo 513 del CPC señala que "la demanda solo puede interponerse 
luego de agotados los medios impugnatorios previstos en la ley contra la resolución 
que causa daño". 
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Como ya se dijo, frente a la resolución judicial presuntamente errónea deberá 
previamente agotarse todos los recursos impugnatorios previstos en el ordenamiento 
jurídico. Para hablar de error judicial es necesario que se den los siguientes 
supuestos: que este se cometa en el curso de un proceso judicial; que esté 
contenido en una resolución firme, después de haber agotado los recursos de ley. 
El acudir a una instancia jurisdiccional para que declare el error judicial produ-
cido dentro de un proceso no puede considerarse como una tercera instancia o 
recurso que busque la sustitución de las resoluciones recurridas, pues su finalidad 
es la de obtener una reparación del daño sufrido por la declaración judicial errónea y 
no a diferencia de los recursos procesales una sustitución de los pronunciamientos 
de las resoluciones. Señala Montero Aroca, "el error de hecho se debe referir al 
descubrimiento de nuevos hechos o a la posibilidad de utilizar nuevos medios de 
prueba, pero no a una valoración distinta de los mediosde prueba ya utilizados para 
probar los hechos ya alegados. En ese sentido, nopodría admitirse que a través del 
error de hecho se modifique la valoración de laprueba efectuada por el juez, pues de 
lo contrario, se estaría desconociendo el máselemental principio, no ya de 
independencia judicial, sino de seguridad jurídica". 
Lo que se busca con esta exigencia es impedir que las acciones sobre 
responsabilidad civil judicial puedan ejercerse por los particulares de forma 
prematura,infundada e inclusive de manera abusiva. Inclusive, algunos autores 
consideranque basta que no se hubiera interpuesto alguno de los recursos que fuera 
procedente, contra la resolución judicial dañosa, sino también aquellos otros que 
procedieran contra las sucesivas resoluciones decisorias de los recursos 
subsiguientes(llegándose incluso, en algunos casos, hasta el propio recurso de 
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casación) paraque no proceda admitir a trámite la demanda posterior por 
indemnización. 
En este sentido, se posibilita que el daño derivado de las actuaciones judicia-
les se repare por otros medios diferentes a la acción de responsabilidad civil y, 
porotro, que dicha acción no se utilice como un instrumento de presión sobre el 
juezcuando todavía no ha resuelto el asunto de que conozca, atentando así contra 
laimparcialidad o la independencia judicial. 
Un caso que podría calificarse de reciente error judicial es al que hace 
referencia la Resolución Administrativa Nº 045-2005-PCNM del Consejo Nacionalde 
la Magistratura. En los seguidos por la Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria contra Becom SA y el Tribunal Fiscal sobre impugnación de resolución del 
Tribunal Fiscal Nº 266-3-99, los magistrados de la Sala de DerechoConstitucional y 
Social de la Corte Suprema emitieron la sentencia del 15 de octubre de 2003, sin 
haber valorado si era o no aplicable al caso, la sentencia delTribunal Constitucional 
emitida el 14 de julio de 1997, a pesar de haber sido expuesto como uno de los 
agravios de la apelación. 
Aparentemente, podríamos estarante un lamentable error judicial, recogido 
enla ejecutoria suprema en contra de una sentencia del Tribunal Constitucional, 
apesar de que la exposición de motivos de uno de los agravios de la apelación,hacía 
referencia a esta contradicción. Es un error judicial calificado por la omisiónde 
pruebas trascendentales que determinarían el fallo. No se trata de 
cualquierequivocación, pues, se trata de una decisión final que ha agotado la 
impugnaciónordinaria y se ha emitido bajo la garantía de la cosa juzgada 
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El error judicial, en la medida que hubiere generado agravio que reparar, 
tienecomo uno de sus mecanismos, a la pretensión indemnizatoria. Esta se dirige 
demanera directa frente a los magistrados involucrados, aplicando las reglas de 
laresponsabilidad civil subjetiva que acoge el Código Procesal Civil para tal fin la 
demanda solo puede interponerse luego de agotados los medios impugnatorios 
previstos en la ley contra la resolución que causa daño y dentro de los tres meses, 
contados desde que quedó ejecutoriada la resolución que causó daño. 
En el proceso promovido por la Municipalidad de San Martín de Porres 
(expediente N° 787-2002) contra el juez del Tercer Juzgado de Paz de San Martín de 
Porres y Los Olivos, la Sala Suprema señaló que no se cumplió con los requisitos de 
procedibilidad que exigen los artículos 513 y 514 del CPC, toda vez que dichas 
normas establecen que solo puede interponerse la demanda de responsabilidad 
civil, luego de agotados los medios impugnatorios previstos en la ley contra la 
resolución que causó daño, exigiéndose además para la procedencia de este tipo de 
acciones, que quien la interponga no haya consentido la resolución que ocasionó los 
daños que se pretende resarcir, lo que no sucedió en el caso de autos. Por lo cual, 
confirmaron el auto apelado que declaraba improcedente la demanda. 
3.6. Caducidad249 
La demanda debe interponerse dentro de tres meses contados desde que quedó 
ejecutoriada la resolución que causó daño. 
El artículo hace referencia al cómputo del tiempo dentro del cual se puede 
interponer la demanda de responsabilidad civil. Dicho lapso, denominado plazo y 
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 La demanda debe interponerse dentro de tres meses contados desde que quedó ejecutoriada la 
resolución que causó daño.- Artículo 514 del Código Procesal Civil. 
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fijado en meses, responde a razones de seguridad y certeza para determinar el 
tiempo específico dentro del cual se debe realizar determinado acto procesal, como 
es el de interponer la demanda. 
Como se aprecia de su redacción, se acoge un plazo procesal, destinado al 
cumplimiento de una actividad procesal en particular como es la demanda. Dicho 
plazo es legal y perentorio. Es legal porque su duración se halla expresamente 
establecida por ley y perentorio o fatal porque agotado este, determina 
automáticamente la caducidad de la facultad procesal para cuyo ejercicio se 
concedió, sin que para lograr tal resultado se requiera la petición de la otra parte o 
una declaración judicial expresa en tal sentido. 
Es un plazo improrrogable, esto es, no susceptible de prolongación expresa. 
No debe confundirse lo improrrogable con el plazo perentorio; este último descarta la 
posibilidad de que pueda ser prolongado con motivo de la petición unilateral 
formulada por la parte a quien afecta; pero, no todo plazo improrrogable es peren-
torio, pues, mientras este opera a su simple vencimiento (la caducidad automática 
de la facultad para cuyo ejercicio se concedió) sin necesidad de que la otra parte lo 
pida o medie declaración judicial, el primero es susceptible de prolongarse de hecho, 
por cuanto el acto correspondiente puede cumplirse con posterioridad a su 
vencimiento, pero antes que la otra parte denuncie la omisión o se produzca el acto 
judicial mediante el cual se da por decaído el derecho no ejercido. 
La norma inicia el cómputo de este plazo, a partir de que la resolución que causó 
daño quede ejecutoriada, esto es, cuando se ha agotado la posibilidad de la 
impugnación. Véase que no toma el consentimiento de la resolución a cuestionar, 
como referente para el cómputo. Todo lo contrario parte del ejercicio de la 
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impugnación agotada. Ello se justifica en atención a la residualidad que debe operar 
en este tipo de acciones, de ahí que resulte coherente esta norma con lo regulado 
en el artículo 513 del CPC que dice:  la demanda solo puede interponerse luego de 
agotados los medios impugnatorios previstos en la ley contra la resolución que 
causa daño. 
3.7. Aplicación supletoria de la inejecución de las obligaciones250 
La responsabilidad contractual es aquella que se deriva de un contrato celebrado 
entre las partes, donde uno de los intervinientes produce daño por dolo o culpa al no 
cumplir con la prestación a su cargo y que debe ser indemnizado. El artículo 1318º 
del Código Civil define el dolo como la intención de no cumplir, aunque al proceder 
así el deudor no desee causar un daño. En la responsabilidad contractual, las partes 
involucradas en el daño, causante y víctima han tenido un trato previo o sea, se han 
vinculado voluntariamente y han buscado en común ciertos propósitos. Su reunión 
no es casual o accidental y esta se ha producido en torno a obtener un cierto 
resultado. 
Para que proceda la indemnización de daños y perjuicios se requiere la 
concurrencia de tres elementos: la inejecución de la obligación, la imputabilidad del 
deudor y el daño. Para determinar si ha existido responsabilidad de la parte 
demandada hay que establecer, en primer lugar cuál es la obligación nacida del 
acuerdo de las partes que ha sido incumplida, pues corresponde al acreedor acre-
ditar la existencia de la obligación, la inejecución de la misma o su incumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso. 
                                             
250
 El monto del resarcimiento, su exoneración y la carga de la prueba del daño causado se regulan 
por las normas del Código Civil referidas a la inejecución de obligaciones, en cuanto sean 
aplicables.- Artículo 515 del Código Procesal Civil. 
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Por otro lado, para que haya daño contractual resarcible no basta que se 
incumpla la obligación y que el incumplimiento sea imputable al deudor, sino que es 
necesario que el incumplimiento produzca un perjuicio a quien lo alega. 
En cambio, en la responsabilidad extracontractual no hay un vínculo previo 
entre el causante del daño y la víctima. No existe un texto o acuerdo que establezca 
la razón por la que se encuentran en contacto. 
El artículo 1969º establece la obligación a indemnizar en los casos de produ-
cirse daño por dolo o culpa. Ese precepto regula la responsabilidad subjetiva o 
llamada también responsabilidad por culpa por cuanto se sustenta en dos criterios 
de imputación: dolo y culpa. Señala la Sala Suprema que dichos criterios subjetivos, 
de presentarse en el evento dañoso, da lugar a reprochar la conducta antijurídica 
desplazando las consecuencias económicas del daño a otra persona distinta de la 
que lo ha sufrido. 
La responsabilidad de naturaleza extracontractual requiere de ciertos 
requisitos, tales como: el daño, la relación de causalidad y el factor de atribución de 
responsabilidad. Este último requisito tiene dos factores, uno subjetivo y otro 
objetivo. El factor subjetivo analiza o juzga una conducta del sujeto en función a 
patrones valorativos de tipo ético o moral que conllevan la idea de reproche o 
reprobación. El factor objetivo surge en el marco del proceso de socialización de la 
responsabilidad en general, que impone un criterio de solidaridad cuando se produce 
un daño. 
Frente a este panorama descrito, apreciamos posiciones diversas en sede 
nacional; por ejemplo, para Eugenia Ariano la responsabilidad civil de los jueces 
debe apreciarse bajo la óptica de una responsabilidad objetiva y directa del Estado, 
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porque ella debe ser asumida por quien está en la real posibilidad de reparar el 
daño, como es el Estado; en cambio, bajo una óptica opuesta, Beltrán Pacheco 
asume la tendencia de una responsabilidad derivada por la inejecución de 
obligaciones, pues el Estado brinda un servicio a los particulares, un servicio como 
materialización de la función jurisdiccional, por el cual el justiciable paga un valor por 
el servicio. El juez no actúa como individuo sino como magistrado y si bien es un 
individuo, es un órgano que manifiesta la voluntad del Estado como sucedería con 
un gerente que manifiesta la voluntad de una empresa, a tal punto que los 
magistrados administran justicia a nombre de la Nación; de ahí que cuando un 
magistrado no cumple con las reglas del proceso, entonces se hace responsable el 
Estado y no personalmente el juez. Cuando se ejerce la función jurisdiccional, hay 
un servicio, hay un contrato especial, hay deberes que cumplir por parte del juez; y si 
no se cumplen, y se genera daño a los justiciables, esto conduce a la indemnización 
por inejecución de los deberes propios del magistrado. 
Adrián Simons sostiene que la responsabilidad del juez hacia el litigante es 
siempre de naturaleza extracontractual porque la vinculación juez y parte es pro-
ducto de la relación jurídico procesal. En ese orden de ideas, MossetIturraspe, quien 
asume una posición de responsabilidad extracontractual, manifiesta que el Estado 
brinda un servicio por lo que no se puede hablar de una relación contractual ni 
cuasicontractual vulnerada cuando el juez cae en error y perjudica a una de las 
partes. "Los litigantes no celebran un contrato con la justicia institucionalizada; un 
acuerdo no es la base del proceso y menos aún con el juez de la causa. Es, más 
bien, un servicio que el Estado brinda y por el cual percibe, en algunas causas, una 
tasa. No hay entonces una relación contractual ni cuasicontractual violada cuando el 
juez cae en error y perjudica a una de las partes. Medio un acto ilícito extranegocial, 
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la violación del "no dañarás". Se trata de un servicio monopolizado que el Estado no 
puede negar y al que debe acudirse forzadamente si se quiere la solución del 
entuerto. De ahí, entre otras cuestiones, el plazo de prescripción a tener en cuenta 
Por último, no podemos dejar de hacer referencia, a José Lovón, quien bajo 
una posición contraria a las enunciadas, considera que los jueces como cualquier 
otro ciudadano, deben responder por sus actos, graves o menos graves, teniendo en 
cuenta especialmente el daño ocasionado conjuntamente con la culpabilidad. 
La responsabilidad de los jueces es una responsabilidad extracontractual 
especial. El artículo 515º del CPC establece que el monto, exoneración y carga de la 
prueba, las cuales están reguladas por las normas de inejecución de las obliga-
ciones, por el cual se presume la culpa en lo que corresponde al sujeto al cual se le 
imputa haber provocado el daño, el aportar la prueba en contrario, sin embargo, esta 
norma es adversa para la víctima porque las normas de responsabilidad 
extrancontractual están pensadas en el interés de la víctima que ha sufrido un daño 
y tiene que probar el nexo de causalidad y que ha sufrido un daño, pero el título de 
imputación que sea dolo o culpa no corresponde a él probarlo. 
Aquí nos ponen las reglas de la carga de la prueba en materia de responsabi-
lidad contractual en lo que hay que probar dolo o culpa inexcusables. No se puede 
advertir supuestos de responsabilidad contractual, pues no estamos ante el plano de 
inejecución de obligaciones contractuales. 
El juez no tiene una relación contractual, pero aquí se trata de establecer que la 
culpa inexcusable en cumplimiento de sus deberes como juez de ninguna manera es 
un supuesto de responsabilidad contractual. Es muy forzado el contenido de esta 
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figura y solo sirve para la carga de la prueba, para hacérsela más difícil al 
demandante. 
3.8. Obligación solidaria entre el Estado y el juez251 
En nuestro país coexisten dos sistemas: el fundado en la responsabilidad personal 
del juez, regulado en el Código Procesal Civil (sistema de responsabilidad civil del 
juez, que consiste en que este debe indemnizar los daños causados por su propia 
actividad) y la responsabilidad del Estado frente a los daños causados por error 
judicial y por la detención arbitraria, conforme está dispuesto en la Constitución 
Política del Estado. 
Esto significa que existen diferentes respuestas al resarcimiento de los daños 
provenientes por errores judiciales. Si estos derivan de un proceso penal, 
perfectamente podrían ser satisfechos por una responsabilidad directa y objetiva del 
Estado, en cambio, si los errores judiciales son originarios del proceso no penal, su 
reparación debe ser sometida a los alcances de la responsabilidad subjetiva del 
juez. Esta dualidad en el tratamiento de los daños provenientes de la actividad 
judicial genera que la responsabilidad civil de los jueces sea apreciada bajo dos 
ópticas, con modelos y procedimientos distintos, lo que conlleva la vulneración del 
principio de igualdad entre los justiciables para la reparación de los daños causados 
pues si el daño proviene de la actividad judicial en un proceso penal, se tendrá como 
sujeto directo al Estado; en cambio, si el daño proviene de actividad jurisdiccional no 
penal, el juez tendrá que asumir directamente el juzgamiento y la reparación de ese 
daño. 
                                             
251
 La obligación de pago de los daños y perjuicios es solidaria entre el Estado y el Juez o Jueces 
colegiados que expidieron las resoluciones causantes del agravio.- Artículo 516 del Código 
Procesal Civil 
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En ambos casos, se aplican las reglas de la responsabilidad civil 
extracontractual, en el que concurren dos sistemas de responsabilidad, el sistema 
subjetivo y el sistema objetivo, cada uno de ellos construido sobre diferentes 
factores de atribución. En el Código Civil peruano el sistema subjetivo de 
responsabilidad civil extracontractual se encuentra regulado en el artículo 1969º y el 
sistema objetivo incorporado en el artículo 1970º. El sistema subjetivo se construye 
sobre la culpa del autor, la misma que comprende la negligencia o imprudencia y el 
dolo, es decir, el ánimo deliberado de causar daño a la víctima; en cambio, el 
sistema objetivo se construye sobre la noción de riesgo creado, pero siempre bajo 
los elementos de la responsabilidad civil: la conducta antijurídica del autor, el daño 
causado a la víctima, la relación de causalidad y, finalmente, los factores de 
atribución 
En el caso concreto de la norma en comentario, no atribuye expresamente a 
responsabilidad del daño al Estado sino al juez, como autor directo; pero, para los 
efectos del pago, se asume la solidaridad con el Estado. Consideramos que se debe 
unificar el tratamiento de la responsabilidad civil proveniente del ejercicio de la 
actividad jurisdiccional, de tal forma que el reconocimiento constitucional de la 
responsabilidad patrimonial del Estado se haga extensivo a todos los casos donde 
se produzca daño en el ejercicio de la actividad jurisdiccional. Ello inclusive sería 
coherente con la tendencia legislativa asumida en la Ley Ne 27444 (ver el artículo 
238 de la Ley del Procedimiento Administrativo General) mediante la cual; el Estado 
asume directamente la responsabilidad de la Administración Pública por los daños 
que sufran los administrados. 
En la solidaridad hay pluralidad de vínculos que relacionan a los deudores con 
los acreedores que hubiere. Según Llambias, "los distintos vínculos personales que 
141 
 
integran la obligación solidaria, no subsisten separados o aislados ni son 
independientes entre sí, como ocurre en la obligación simplemente mancomunada. 
Están concentrados o coligados, en cuanto convergen en un haz que infunde a la 
obligación una estructura unitaria: lo que acontece a uno de los vínculos se propaga, 
en principio, a los demás vínculos paralelos". Es importante compartir la explicación 
que brinda Llambias sobre esa propagación de efectos entre los distintos vínculos 
integrantes de la obligación solidaria. Señala que se acude a la representación: "la 
energía jurídica que brota del título creador de la solidaridad suscita un frente común 
de acreedores o deudores. De ahí que lo haga alguno de los integrantes del frente 
en cuanto tal, es decir, en lo concerniente al dinamismo ordinario de la obligación, se 
impute igualmente a los demás cointeresados. Es que frente a la otra parte de la 
relación jurídica, cada acreedor o deudor inviste, dentro de ese marco, la 
representación de ese interés comunitario que está en la base de la solidaridad, sin 
perjuicio del deslinde de responsabilidades que corresponde en las relaciones de los 
cointeresados entre sí. Aunque no haya mandato entre ellos su representación 
recíproca está en la lógica de su interdependencia". 
La solidaridad emana de la voluntad de las partes que han constituido la obli-
gación o por la ley. El presente artículo es una expresión de esta última fuente, que 
advierte en la realidad la existencia de un interés asociativo que justifica la estructura 
comunitaria impuesta a la respectiva obligación de pago de los daños y perjuicios 
entre el Estado y el juez o jueces colegiados que expidieron las resoluciones 
causantes del agravio. No hay solidaridad activa de origen legal, ella siempre es 
pasiva. 
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El fundamento de esta solidaridad se encuentra en el interés común lo que 
lleva a aglutinar los distintos vínculos personales para el mejor servicio de aquel 
interés. 
Un aspecto que no refiere la norma en comentario es la posibilidad de 
repetición del Estado y bajo qué condiciones operaría dicha repetición frente al juez 
condenado al pago de la indemnización. Algunos autores sostienen que si el daño, 
se hubiese producido como consecuencia de la actuación dolosa o culposa del juez, 
el Estado podrá repetir, esto es, podrá ejercer la acción de reversión contra el juez 
causante del daño, una vez que hubiera indemnizado al particular perjudicado. De la 
interpretación que se haría del artículo 509 del CPC, se podría colegir que el Estado 
solo podrá dirigirse contra el juez en vía de regreso si hubiese actuado por dolo o 
culpa grave, y no por culpa leve, pues dicho supuesto no aparece regulado como 
una causal para fijar la responsabilidad civil del juez. 
A continuación véase algunas de las consideraciones que muestra la Sala de 
Derecho Constitucional y Social para justificar las condenas a los jueces de-
mandados, por responsabilidad civil. Desde ya dejamos constancia que son escasas 
las sentencias dictadas sobre responsabilidad judicial civil individual, por dolo o 
culpa grave, y menos aún las condenatorias. La razón de esta ausencia de 
decisiones judiciales probablemente estribe, no solo en el hecho que podamos estar 
en presencia de una judicatura absolutamente diligente, o que contemos con unos 
jueces que apenas infringen la ley de modo manifiesto mediante actuaciones 
negligentes o ignorantes; sino también en que el justiciable perjudicado por una 
actuación judicial dañosa aprecia la dificultad de tener que probar el elemento 
subjetivo de la culpabilidad, a lo que habría que añadir el riesgo de una posible 
insolvencia económica del juez y aún más, al difícil y tortuoso camino que hay que 
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recorrer para lograr que el Estado asuma dicha indemnización, en atención a la 
solidaridad. Veamos: 
En el proceso seguido por Numa Enrique Cisneros Camborda (Expediento N° 
2433-99-Lima) el juez demandado requirió al demandante para que cumpliera con 
indicar la ubicación de los bienes materia de medida cautelar, bajo apercibimiento de 
orden de detención; sin embargo, el demandante nunca tuvo la condición de 
custodio o depositario de bienes muebles de su representada por cuanto la medida 
cautelar de intervención en administración y de secuestro conservativo, nunca se 
ejecutaron, por lo que no le era aplicable el artículo 655 del CPC y por ende la 
ubicación y captura del demandante. En este caso se revocó la sentencia apelada y 
reformándola declaran fundada en parte la demanda por culpa inexcusable en el 
ejercicio de las funciones del juez, fijándose como monto indemnizatorio la suma de 
S/. 1,000.00. 
En otro proceso, Expediente Nº 268-2000 promovido por Sergio Ramón Ponce 
de León Calderón y esposa, se señala "habiéndose admitido antes del remate el 
apersonamiento del demandante como tercero legitimado el cual en realidad su 
participación era la de un litisconsorte necesario pues la resolución le afectaba 
directamente con derecho preferente de pago y efectuado el remate del inmueble se 
dispone la cancelación de todos los gravámenes incluida la garantía hipotecaria se 
dispone la entrega al demandante de una suma de dinero y al ejecutante el monto 
de la obligación, para luego declarar la nulidad de dichas resoluciones y disponer la 
entrega del saldo del remate a favor de la deudora, siendo confirmada dicha 
resolución por el superior en grado. Revocaron la sentencia y reformándola 
declararon fundada en parte disponiendo que los magistrados abonen solidaria-
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mente con el Estado-Poder Judicial al demandante la suma de SI. 8,000.00 por 
indemnización por daños y perjuicios". 
En el caso promovido por Elizabeth E. Falcón Farfán contra el juez del Segundo 
Juzgado Civil de lca (Expediente N° 2781-2001) se dice: "en un proceso ejecutivo se 
trabó embargo y remató un bien de la sociedad conyugal sin notificar ni efectuar la 
denuncia civil a la cónyuge y propietaria del 50% de las acciones y derechos del 
inmueble rematado que el registrador público observó la incompatibilidad para 
inscribir el embargo, remate y adjudicación y pese a ello el magistrado denunciado 
procedió a confirmar ello. Confirmaron la sentencia que declara fundada la demanda 
y ordena que el juez demandado pague a favor del demandante la suma de S/. 
3,000.00 en forma solidaria con el Estado". 
3.9. Efectos patrimoniales de la sentencia252 
La sentencia que declara fundada la demanda solo tiene efectos patrimoniales. En 
ningún caso afecta la validez de la resolución que produjo el agravio. 
En ejecución de sentencia y siempre que se haya reservado tal facultad en la 
demanda, el demandante puede exigir que el demandado, a su costo, publique la 
sentencia final por dos días La posibilidad de acudir a una instancia jurisdiccional 
para que se indemnice por el daño causado en el ejercicio de la función 
jurisdiccional del juez no puede considerarse como una tercera instancia o recurso 
que busque la sustitución de las resoluciones recurridas, pues su finalidad es la de 
obtener la reparación del daño sufrido por la declaración judicial errónea y no la 
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 La sentencia que declara fundada la demanda sólo tiene efectos patrimoniales. En ningún caso 
afecta la validez de la resolución que produjo el agravio. 
En ejecución de sentencia y siempre que se haya reservado tal facultad en la demanda, el 
demandante puede exigir que el demandado, a su costo, publique la sentencia final por dos días 
consecutivos en un diario de circulación nacional.- artículo 517 del Código Procesal Civil  
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diferencia de los recursos procesales una sustitución de los pronunciamientos de las 
resoluciones. Ello se explica, porque para nuestro ordenamiento jurídico, la cosa 
juzgada es una garantía de la jurisdicción que no permite alterar lo decidido, salvo 
los casos de fraude procesal, para lo cual se establece el mecanismo de la revisión 
procesal, a través de la nulidad de cosa juzgada fraudulenta, conforme lo recoge el 
artículo 178 del CPC. En caso de que se demuestre que la sentencia impugnada ha 
sido obtenida como consecuencia de actividad fraudulenta y esta cause daño a 
terceros o a las partes, recién se declarará la ineficacia de la cosa juzgada, 
permitiendo con ello reabrir el debate sobre la misma pretensión, nuevamente. De 
ahí que la norma en comentario, ponga especial énfasis en dos ideas centrales: la 
sentencia que declara fundada la demanda, no afecta la validez de la resolución que 
produjo el agravio y solo tiene efectos patrimoniales. 
La norma acoge una "aparente acumulación de pretensiones objetivas". La 
pretensión principal estaría orientada a determinar si existió daño efectivo y lograr 
una indemnización, bajo un aspecto netamente patrimonial, sin embargo, también 
podría exigirse como "pretensión accesoria" se publique el resultado de la sentencia 
final por dos días consecutivos en un diario de circulación nacional 
Evidentemente, dicha publicación debe estar orientada a divulgar una 
sentencia fundada y ser satisfecha, en ejecución forzada, bajo costo del demandado. 
La norma hace referencia a la facultad del demandante de exigir la publicación 
de la sentencia final; sin embargo, para que dicha facultad opere, requiere 
necesariamente de la condena cierta y expresa, contenida en un título que condene 
dicho acto, como sería la propia sentencia, pues sin título no hay ejecución. Que-
daría, a la libertad del actor, proceder a la ejecución de la condena ya declarada, en 
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el extremo de la publicación. Necesariamente tiene que existir una pretensión que 
reclame la publicación de la sentencia final y una condena que la acoja 
expresamente, quedando a la libertad del actor, de exigir al demandado, a su costo, 
que publique la sentencia final por dos días consecutivos en un diario de circulación 
nacional. Aún más, si no se ha reservado el actor dicha facultad en la demanda, en 
nada impide, que habiendo demandado expresamente además de la indemnización 
la publicación final de la sentencia y obtenido una sentencia favorable, pueda exigir 
dicha pretensión en ejecución. 
4. Jurisprudencia 
Debe declararse la improcedencia de la demanda de responsabilidad civil si no se 
expresa claramente en que consistió la actuación con dolo y culpa inexcusable del 
magistrado demandado253. 
No resulta procedente la acción por responsabilidad civil contra los miembros 
del ex Tribunal Nacional de Servicio Civil amparado en la Ley Nº 24979. 
No están comprendidos dentro de la Ley Orgánica del Poder Judicial los 
integrantes del ex Tribunal de Servicio Civil254 
El proceso de responsabilidad civil de los jueces está diseñado 
exclusivamente para resolver los casos en que un juez causa daño a una de las 
partes o a terceros al actuar con dolo o culpa inexcusable en el ejercicio de su 
función jurisdiccional. 
                                             
253
 Expediente Nº 146-97, Primera Sala Civil, Ledesma Narvaez, Marianella, Jurisprudencia Actual, 
Tomo 1, Gaceta Jurídica, p 277. 
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 Expediente Nº 1717-92, Primera Sala Civil, Ledesma Narvaez, Marianella, Jurisprudencia Actual, 
Tomo 1, Cuzco 1995. Gaceta Jurídica, pp. 64-65. 
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Para que sea calificada la procedencia de la demanda, es necesario especificar la 
naturaleza del daño ocasionado y la resolución que le dio origen, habiendo sido 
objeto, esta última de todos los medios impugnatorios previstos en la ley antes de 
interponer esta acción255 
En los seguidos por Ricardo Gil Sancho con el Ministerio Público ha señalado 
que la demanda de responsabilidad civil ha sido interpuesta ante la Sexta Sala Civil 
de la corte Superior de Justicia de Lima, esto es, ante un órgano judicial 
incompetente dado que tratándose de la responsabilidad civil de la Fiscal de la 
Nación, un fiscal supremo y de la Corte Superior, de jerarquía similar a la de los 
vocales de la corte Suprema y de la Corte Superior respectivamente, es competente 
en primera instancia la Sala de Derecho Constitucional y Social de la misma corte 
Suprema, resultando objetiva la incompetencia funcional del órgano jurisdiccional 
ante el cual el actor presentó la demanda, resultando de aplicación el segundo 
párrafo del artículo 35º del Código Procesal Civil256. 
En el proceso promovido por Mario Florencio Sucari Ccallo y otra, contra el 
juez mixto del módulo básico de justicia del distrito de Jacobo Dickson Hunter-
Arequipa, los accionantes no han sustentado el cargo imputado, es decir, la 
actuación del juez con culpa inexcusable, por lo que no hace viable la procedencia 
de la demanda257. 
En el proceso promovido por la Municipalidad de San Martín de Porres contra 
el juez del Tercer Juzgado de Paz de San Martín de Porres y Los Olivos, la Sala 
Suprema señaló que no se cumplió con los requisitos de procedibilidad que exigen 
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 Expediente Nº 956-95, Quinta Sala Civil, Ledesma Narvaez, Marianella, Jurisprudencia Actual, 
Tomo 1, Cuzco, 1995, Gaceta Jurídica, pp. 211-213. 
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 Expediente Nº 3617-2002- Lima, Sexta Sala Civil 
257
 Expediente Nº 3551-2001-Arequipa-MBJ-Hunter-Arequipa. 
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los artículos 513 y 514 del CPC, toda vez que dichas normas establecen que solo 
puede interponerse la demanda de responsabilidad civil, luego de agotados los 
medios impugnatorios previstos en la ley contra la resolución que causó daño, 
exigiéndose además para la procedencia de este tipo de acciones, que quien la 
interponga no haya consentido la resolución que ocasionó los daños que se 
pretende resarcir, lo que no sucedió en el caso de autos. Por lo cual, confirmaron el 
auto apelado que declaraba improcedente la demanda258. 
El juez es civilmente responsable cuando en ejercicio de sus función 
jurisdiccional causa daño a las partes o terceros, actuando con dolo o culpa 
inexcusable. 
Se produce la caducidad contemplada en os artículos 2003 al 2007 del 
Código Civil por haber transcurrido en exceso los tres meses del plazo para 
interponer la demanda de responsabilidad civil259. 
En el proceso seguido por Numa Enrique Cisneros Camborda,  el juez 
demandado requirió al demandante para que cumpliera con indicar la ubicación de 
los bienes materia de medida cautelar, bajo apercibimiento de orden de detención; 
sin embargo, el demandante nunca tuvo la condición de custodio o depositario de 
bienes muebles de su representada por cuanto la medida cautelar de intervención 
en administración y de secuestro conservativo, nunca se ejecutaron, por lo que no le 
era aplicable el artículo 655 del CPC y por ende la ubicación y captura del 
demandante. En este caso se revocó la sentencia apelada y reformándola declaran 
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 Expediente Nº 787-2002- Lima. 
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 Expediente Nº 236-1994, Tercera Sala Civil, Ledesma Narvaez, Marianella, Jurisprudencia 
Actual, Tomo 1, Cuzco, 1996, Gaceta Jurídica, pp. 152-155. 
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fundada en parte la demanda por culpa inexcusable en el ejercicio de las funciones 
del juez, fijándose como monto indemnizatorio la suma de S/. 1,000.00260. 
En el  proceso, promovido por Sergio Ramón Ponce de León Calderón y 
esposa, se señala "habiéndose admitido antes del remate el apersonamiento del 
demandante como tercero legitimado el cual en realidad su participación era la de un 
litisconsorte necesario pues la resolución le afectaba directamente con derecho 
preferente de pago y efectuado el remate del inmueble se dispone la cancelación de 
todos los gravámenes incluida la garantía hipotecaria se dispone la entrega al 
demandante de una suma de dinero y al ejecutante el monto de la obligación, para 
luego declarar la nulidad de dichas resoluciones y disponer la entrega del saldo del 
remate a favor de la deudora, siendo confirmada dicha resolución por el superior en 
grado. Revocaron la sentencia y reformándola declararon fundada en parte 
disponiendo que los magistrados abonen solidariamente con el Estado-Poder 
Judicial al demandante la suma de SI. 8,000.00 por indemnización por daños y 
perjuicios261". 
En el caso promovido por Elizabeth E. Falcón Farfán contra el juez del Segun-
do Juzgado Civil de lca, se dice: "en un proceso ejecutivo se trabó embargo y remató 
un bien de la sociedad conyugal sin notificar ni efectuar la denuncia civil a la 
cónyuge y propietaria del 50% de las acciones y derechos del inmueble rematado 
que el registrador público observó la incompatibilidad para inscribir el embargo, 
remate y adjudicación y pese a ello el magistrado denunciado procedió a confirmar 
ello. Confirmaron la sentencia que declara fundada la demanda y ordena que el juez 
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demandado pague a favor del demandante la suma de S/. 3,000.00 en forma 
solidaria con el Estado262" 
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 Expediente Nº 2781-2001-Ica. 
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CONCLUSIONES 
 
PRIMERO  
La responsabilidad civil de los jueces se encuentra regulada en la norma civil 
adjetiva de manera genérica como proceso abreviado, debiendo ser integrada con lo 
establecido en la norma civil sustantiva, relacionado con libro de obligaciones 
respecto a la inejecución de obligación,asimismo  con el libro de fuentes de las 
obligaciones específicamente con la responsabilidad extracontractual, en lo que 
corresponda, como instrumento de tutela civil de situaciones jurídicas. 
SEGUNDO 
Si bien la vía procedimental se encuentra taxativizada como responsabilidad civil de 
los jueces, ésta comprende a los fiscales que en ejercicio de sus funciones actúen 
con negligencia, dolo o fraude causando daño a los justiciables, de conformidad a lo 
establecido en el artículo 118º de Código Procesal Civil.  
TERCERO 
En los diferentes juzgados especializados en lo civil o mixtos, en el ámbito del  
distrito judicial de Puno, durante el año 2014, no se han registrado el ingreso de 
ningún  proceso abreviado sobre responsabilidad civil de los jueces o fiscales. 
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CUARTO 
Cuando un juez o fiscal causa daño a un justiciable en ejercicio de sus funciones no 
hay duda que nos encontramos frente a una responsabilidad civil extracontractual 
especial, en el cual título de imputación que sea dolo o culpa se presume y no 
corresponde probar a la víctima debiendo aplicase la responsabilidad objetiva, 
contrariamente el artículo 515º establece entre otros que para  la carga de la prueba 
del daño  deben aplicarse las normas relacionadas a la responsabilidad contractual, 
que es una razón que dificulta para que los justiciables no accionen en contra de los 
magistrados. 
QUINTO 
Finalmente con relación al plazo prescriptorio, en el caso de responsabilidad 
contractual es de diez años, para la responsabilidad extracontractual es de dos años 
y para accionar la responsabilidad civil de los jueces y fiscales es tan solo de tres 
meses, siendo el plazo muy corto para poder proveerse de los medios probatorios, 
que también es determinante para que no existan proceso por responsabilidad civil 
de los jueces. 
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SUGERENCIA 
 
 
PRIMERO  
La teoría general de la responsabilidad civil es base fundamental para poder incoar 
una demanda de responsabilidad civil ya sea contractual, extracontractual o 
responsabilidad civil de los jueces en forma exitosa y lograr una sentencia fundada, 
por lo que se sugiere que las universidades de nuestra región y el Colegio de 
Abogados de Puno, realicen eventos académicos con relación a este tema. 
SEGUNDO 
El presidente de la Corte Superior de Justicia de  Puno y la presidenta de la Junta de 
Fiscales Superiores de Puno, igualmente deben realizar eventos sobre la 
responsabilidad civil de los jueces y fiscales, dirigidas a la población en general y en 
especial a los justiciables, con el objeto de revertir el nivel de rechazo que tiene en la 
región Puno, en torno a la administración de justicia por parte de los jueces y 
fiscales,  dándoles a conocer que cuentan con un instrumento de tutela civil. 
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TERCERO 
Con relación a la aplicación de la responsabilidad subjetiva de la responsabilidad 
contractual y se  aplica supletoriamente a los casos de responsabilidad civil de los 
jueces y fiscales que se encuentra normado en el artículo 515º del Código Procesal 
Civil, éste debe ser modificado por los alcances de la responsabilidad objetiva 
aplicable a la responsabilidad extracontractual. 
CUARTO 
El plazo de tres meses para poder incoar la demanda de responsabilidad civil de 
jueces y fiscales que se encuentra en el artículo 514º del Código Procesal Civil, no 
resulta razonable, teniendo en consideración que el plazo para la responsabilidad 
contractual es de diez años y para la extracontractual es de dos años, por lo que se 
sugiere la modificación de la norma, en sentido que el plazo para interponer la 
demanda sea de un año.    
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